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El presente número de la revista La Tendencia se
publica acto seguido de dos situaciones impor-
tantes. Primero, ya han transcurrido los prime-

ros cien días del gobierno de Rafael Correa.  Y segun-
do, luego de la consulta popular se ha legitimado la
convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente.
Efectivamente, el domingo 15 de abril, el pueblo ecua-
toriano se pronunció mayoritariamente a favor de la
asamblea con, aproximadamente, el 85% de la vota-
ción.  Con ello, las posiciones que creyeron encontrar
una oportunidad política promoviendo el ‘no’ en el
referéndum fueron derrotadas.

Durante sus primeros meses, el gobierno ha impul-
sado una política pública coherente y alternativa y, en
algunos casos, de alto impacto coyuntural.  En medio
de una situación institucional conflictiva, Rafael
Correa ha enfrentado a las fuerzas tradicionales y a
ciertos medios de comunicación a los que ha acusado
de ser el soporte de la manifiesta decadencia política.
En este proceso, el presidente ha cosechado el desgas-
te y descomposición de determinados partidos y oli-
garquías  debilitadas y situadas al borde del colapso.
En efecto, en cada uno de los intentos de la oposición
por contener al régimen (como sucedió el 23 de abril,
cuando el Tribunal Constitucional restituyó a los
diputados destituidos por el Tribunal Supremo
Electoral), éste ha salido victorioso y fortalecido,
haciendo uso de una estrategia de polarización e invo-
cando el dominante espíritu anti-partidario. El
Ecuador vive, así, un momento especial de su historia:
las  anteriores formas de hacer política parecen haber
llegado a su definitivo límite.  La consistencia y homo-
geneidad  regional del sufragio a favor de la asam-
blea, contrasta con las expresiones electorales anterio-
res que evidenciaban las históricas fracturas regiona-
les.  Ha brotado con inusitada fuerza una corriente
nacional (aunque difusa y heterogénea) de ciudada-
nos y ciudadanas estimulados por la gestión del

nuevo presidente de la república.  Diversos grupos
independientes y alternativos, principalmente de
izquierda, representan de manera privilegiada este
momento de cambio.  

En estas condiciones, durante estos primeros
meses de gobierno, la derecha y el populismo político
han intentado llevar al Ecuador al caos y  la desestabi-
lización.  Sin embargo, la acción de las fuerzas demo-
cráticas y la decisión del presidente Correa en el con-
texto del nuevo momento político, han configurado
una respuesta más efectiva.  A pesar de la situación de
conflicto institucional, esto ha permitido convocar a la
Consulta Popular, derrotar electoralmente a estas
fuerzas, y así, abrir paso a la instalación de la
Asamblea Nacional Constituyente. 

No obstante, para mantener la legitimidad y orien-
tación democrática de su gestión, el gobierno requiere
poner particular atención a tres factores, que eventual-
mente, podrían afectarlo: la adecuada resolución de la
política energética del país (especialmente una gestión
sustentable del petróleo del ITT), la relación con los
medios de comunicación, y la consolidación plural y
democrática del campo progresista.

El quinto número de La Tendencia se presenta, por
otra parte, cuando los presidentes de Sudamérica han
decidido dar pasos significativos en la línea de la inte-
gración  y afirmación de la soberanía regional frente al
vecino del norte y al mundo globalizado (UNASUR,
Banco del Sur, integración energética).  Con este pro-
ceso regional como trasfondo, en el contexto nacional
es destacable la disposición de las fuerzas de la
izquierda-centroizquierda para participar en el proce-
so electoral destinado a elegir asambleístas constitu-
yentes.  En esta dirección, se ha conformado un acuer-
do político electoral entre Alianza País, Alternativa
Democrática y Nuevo País.  Este ‘Acuerdo País’, como
se lo ha denominado, abre la posibilidad de incidir
electoralmente y de asegurar la dirección democrática
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EDITORIAL



El actual gobierno de Rafael Correa aparece
como el ganador en la clásica disputa ecuato-
riana entre legislativo y ejecutivo, a través de

acciones no siempre legales e institucionales.  A
pesar de esta devaluación de normas democráticas
y del Estado de derecho, de modo revelador, nunca
antes un presidente ha logrado tanta popularidad.
El jefe de Estado ecuatoriano exhibe la mejor cuota
de aceptación en el mundo (76%).  En contraste, la
aceptación en la opinión ciudadana de los partidos,
y sobre todo del Congreso, nunca ha sido tan baja
(4%).   Los grandes perdedores son los partidos y el
Congreso englobados, sin distingo, en la llamada
‘partidocracia’ que de manera simplista es conside-
rada la encarnación del ‘mal’.  De acuerdo al discur-
so del gobierno y su énfasis en la promoción de una
revolución ciudadana, la sociedad civil sería el
actor principal de los actuales procesos de cambio.
Sin embargo, ante la crisis de los partidos, no es una
ciudadanía activa la que toma su lugar sino un dis-
curso ciudadano sin ciudadanía  organizada, vehi-
culado, sobre todo, por sectores de la izquierda que
sirven ocasionalmente de apoyo para movilizacio-
nes y fuerza de choque.  Al estilo bonapartista, la
figura de Correa se impone a las diferencias de
organización, intereses y tendencias.  Y esto ocurre

hasta el punto en que se valoriza la legitimidad del
cambio y del gobierno en detrimento de la legali-
dad. 

¿Cómo se ha llegado a este resultado?  Lo anali-
zaremos en este artículo, en un primer momento,
identificando las acciones y propuestas del gobier-
no, para caracterizarlo por sus hechos.  En un
segundo acápite, analizamos las respuestas de los
principales miembros del Congreso ante la estrate-
gia  política gubernamental.  Por último, propone-
mos algunas conclusiones sobre las consecuencias
de las acciones del gobierno sobre el sistema institu-
cional, en particular el legislativo, y sobre su rela-
ción con la sociedad civil.

DDeell pprrooggrraammaa ddee ggoobbiieerrnnoo aall
eejjeerrcciicciioo ddeell ggoobbiieerrnnoo

Una de las características sobresalientes del
gobierno de Correa es que trata de hacer realidad su
programa y propuestas de campaña, por generales
que hayan sido.  En efecto, el gobierno ha fortaleci-
do su imagen reivindicando que cumple con sus
promesas y que sus acciones corresponderían con
sus palabras. 

Más allá de su programa oficial, en los hechos
sobresalen tres dimensiones de las acciones guber-
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de la Asamblea Nacional Constituyente próxima a
instalarse. Al mismo tiempo, se prefiguran interesan-
tes alianzas dentro de la tendencia para participar
electoralmente en la constituyente, lo que permitirá
generar condiciones para una alta incidencia de la
agenda democrática en la asamblea.

Mientras se publica La Tendencia, continúa desarro-
llándose el proyecto “Las izquierdas y la constituyen-
te”, impulsado por el ILDIS-FES y por esta revista, con
el objetivo, precisamente, de contribuir a la delibera-
ción de las propuestas constitucionales que las
izquierdas propondrán a la asamblea. Se trata de con-
cretar la unidad de la izquierda-centroizquierda a tra-
vés de la formulación de un programa constitucional
que refleje, en este momento de cambio político, nues-
tra posición ideológica y política.  En el marco de este
proyecto, se han realizado eventos en Cuenca, Quito y
Guayaquil.  Precisamente durante los días en que se
presenta nuestro quinto número, se desarrollan mesas
de discusión sobre temas específicos para concretar
lineamientos fundamentales de la propuesta constitu-
cional.  Más allá de los acuerdos electorales, el ILDIS-
FES y la revista La Tendencia comprenden que es nece-
sario concretar coincidencias político-ideológicas.
Sólo así seremos capaces de participar en la asamblea
con unidad de criterios sobre los principales puntos a
ser incluidos en la nueva carta política.

Las secciones de este número se han diseñado a
partir de tres ejes de reflexión.  El primero constituye
un balance del gobierno y la política de Correa.  En
esta sección se  analizan los primeros cien días del
régimen y la Consulta Popular del 15 de abril.
También se ofrece un balance del proceso de constitu-
ción del UNASUR (un aspecto central de la política
exterior del actual gobierno).  Se incluyen, además,
dos análisis sobre el acuerdo electoral entre Alianza
País, Alternativa Democrática y Nuevo País.

En la segunda sección, nos centramos en la refle-
xión sobre el carácter de los cambios ideológico-polí-
ticos gestados por los gobiernos de izquierda en

Sudamérica.  Aquí incluimos dos exploraciones sobre
los elementos que definen el giro ideológico y los pro-
blemas políticos de los gobiernos progresistas de
nuestros países.  También presentamos un interesante
análisis sobre las experiencias históricas de unidad de
las izquierdas en la región.  Por otra parte, ofrecemos
un análisis sobre la socialdemocracia en el contexto
global.  Finalmente, se informa sobre las transformacio-
nes  ideológicas que el partido Izquierda Democrática
ha asumido en estos días en la perspectiva de su reno-
vación.  

El tercer eje de reflexión, correspondiente a la ter-
cera sección, se centra en las actuales discusiones
constitucionales. Con esto buscamos contribuir al des-
arrollo de acuerdos y formulaciones a ser defendidas
por las fuerzas democráticas en el escenario constitu-
yente.  Iniciando con la presentación del proyecto
“Las izquierdas y la constituyente”,  en esta última
sección publicamos algunos puntos de vista sobre la
transformación democrática del Estado y la economía
como fundamento de los cambios constitucionales
que deberán acordarse entre las fuerzas de izquierda.
También se incluye la relatoría del encuentro interna-
cional realizado por el proyecto conjuntamente con
FLACSO para conocer las experiencias constituyentes
de la última década en Colombia, Venezuela y Bolivia.
Adicionalmente, incluimos algunas de las propuestas
que se han venido generando en el país desde distin-
tas organizaciones y sectores de la corriente.  Con ello,
esperamos reflejar, por lo menos en parte, la heteroge-
neidad de la discusión pública que se ha activado
como antesala a la constituyente.  En esta perspectiva,
apuntamos a identificar puntos de acuerdo que nos
permitan avanzar en la construcción de la unidad de
la izquierda-centroizquierda de cara a la definición de
la nueva carta política y el desarrollo democrático del
Ecuador el siglo XXI.

La dirección de la revista agradece a los articulistas
que participan en este número por su contribución
voluntaria al proyecto y misión de la revista La
Tendencia.   

ANÁLISIS DE COYUNTURA



namentales: la idea de ‘poner orden en la casa’ reor-
ganizando al Estado;  el establecimiento de nuevas
políticas públicas;  y, la promoción de procesos de
redistribución, orientados a frenar el poder de la
oligarquía y a superar la visión patrimonial del
Estado.  

DDeell ddeessoorrddeenn aall oorrddeenn

Frente al desorden que habría creado el neolibe-
ralismo  (“la larga noche neoliberal”, según Correa)
con la destrucción del Estado, una tarea sobresa-
liente del gobierno es, precisamente, la reconstitu-
ción del Estado. Implícitamente, este proyecto
supone que no puede haber ‘orden’ sin Estado ni
construcción de una economía sana sin un rol direc-
tor del Estado.  En ciertos casos, si se busca exten-
der las ventajas de ciertos servicios públicos y obte-
ner más ingresos fiscales, el Estado sería incluso su
mejor garante.  Esto se ha señalado reiteradamente
para el caso del petróleo y la energía eléctrica. 

Esta visión neokenesiana del rol del Estado es
bastante clara en la propuesta de restablecer la pla-
nificación estatal.  Sin embargo, no se trata de  la
visión del período ‘desarrollista’, sino de una con-
cepción según la cual el rol del Estado ha de ser el
de orientar e incitar las acciones
de la sociedad.  En los hechos,
esta posición se traduce en la cre-
ciente presencia de representan-
tes del ejecutivo en entidades
públicas.  Es esto justamente lo
que está aconteciendo en entida-
des financieras como el Banco
Nacional de Fomento, la
Corporación Financiera de
Fomento, la Superindencia de
Bancos o la Superintendencia de
Compañías.  Lejos de una lógica

estatista o de estatización, el gobierno estaría pro-
moviendo una dinámica característica de algún
socialismo  del siglo XIX: definir un marco de fun-
cionamiento para que se construya un sector
empresarial que acepte responsabilidades con el
Estado y sus normas, pero que, en compensación,
tiene garantizados sus derechos.  SENPLADES (la
secretaría encargada de la planificación) ha adquiri-
do así un rol que ya había perdido y actualmente
participa incluso en decisiones  consideradas secun-
darias.   

Podríamos concluir que, más allá de los discur-
sos y por la fuerza de los hechos,  el gobierno se
orienta a recuperar el rol del Estado en el funciona-
miento de la economía.  Nos encontramos, así, en
una fase de contraposición o negación del desmon-
taje del Estado operado durante el anterior período.

??HHaacciiaa uunn bboonnaappaarrttiissmmoo ccoonnttrraa llooss
ccoorrppoorraattiivviissmmooss ee iinntteerreesseess ppaarrttiiccuullaarreess??

Junto a este aspecto, otras acciones más bien pro-
blemáticas del gobierno alimentan su apuesta de
‘poner orden’.  La idea de ‘refundar’ la sociedad  y
el Estado es frecuente en los discursos presidencia-
les.  Si bien en estos discursos se señala como refe-

rentes a hitos históricos impor-
tantes (como la gesta de Simón
Bolívar o, sobre todo, la de Eloy
Alfaro), se trata de procesos
lejanos.  Esto permite poner de
relieve a la actuación de Correa,
quien enfatiza la necesidad de
destruir el orden existente para
construir uno nuevo.  En su
entorno se disputan diversas
orientaciones sobre democracia
y autoridad.  Para unos, esta
‘misión’ de cambio requiere de
un presidente con ‘plenos pode-

res’ y con una legitimidad que lo vuelva intocable.
Este bonapartismo puede fácilmente convertir a
Correa en una figura caudillista que, con poder
suficiente para ubicarse por encima de la diversi-
dad de intereses, alimente la dependencia de las
masas.  Ante los éxitos de Correa en imponer sus
posiciones y poner simbólicamente en jaque a secto-
res pudientes, no faltan quienes lo ven como un
redentor.  A ello, por lo demás, contribuye el presi-
dente con sus simbolismos y retórica.  

Sin embargo, todo esto contrasta con la tarea his-
tórica de definir una identidad colectiva a partir del
ciclo de protestas recientes (de donde, cabe resaltar-
lo, emerge el propio Correa).  El cambio histórico,
ciertamente, no nace con Correa ni se agota en él.
Pero por encima de las tendencias e intenciones,
sobresalen los comportamientos presidenciales de
establecer un nexo directo con la población, sin la
mediación de la organización política o la ideología. 

PPooll��ttiiccaass pp��bblliiccaass  yy ppooll��ttiiccaass ddee ggoobbiieerrnnoo

El actual gobierno busca elevar algunas políticas
públicas a la altura de políticas de Estado.  Esto se
puede observar claramente en el campo energético.
En lugar de continuar con la política  de aprovechar
las ventajas inmediatas de mercado de este produc-
to, el gobierno propone considerar que, a futuro, el
Ecuador no dispondrá de petróleo.  Por ello, más
conveniente resulta exportar con parcimonia o,
inclusive, dejar de hacerlo.  A su vez, se señala,
desde ya se debe invertir en energías alternativas de
todo tipo.  En síntesis, no es una lógica a corto plazo
de mercado la que en este caso predomina, sino la
búsqueda de una política de Estado que, defendien-
do el interés general, prevea las conveniencias del
largo plazo y no se reduzca a la búsqueda de renta-
bilidad del momento.  Algo similar acontece en las
carteras de Bienestar Social, Obras Públicas o
Agricultura.  Esto indicaría una voluntad por racio-

nalizar las políticas gubernamentales con una con-
cepción del largo plazo y del interés colectivo, sin
priorizar la mediación del mercado.  

En contraste con el propio discurso presidencial,
el actual gobierno está compuesto por un sector tec-
nócrata que, hasta ahora, privilegia la racionaliza-
ción de las políticas públicas  a partir de un Estado
que estaría por encima de los intereses  particulares.
En la construcción de este nuevo Leviatán, como ha
sido común en casos similares, resulta secundario
negociar con (o en el límite, reconocer a) los agentes
sociales, cuando la prioridad sería  crear las condi-
ciones para que la nueva ‘razón’ predomine.  En el
caso extremo, la ‘razón’ no puede perderse en las
razones de los otros, y si es necesario, la legitimidad
presidencial permitirá o deberá imponer las condi-
ciones  para su ejercicio.  A manera de reparo,
vemos que este proceso de racionalización del
Estado y de las políticas públicas provee de justifi-
cativos a varios miembros del gobierno para conce-
bir al predominio del poder presidencial como una
premisa de acción.  De este modo, los ímpetus de
Correa encuentran racionalizaciones legitimadoras.  

LLaa rreeddiissttrriibbuuccii��nn yy llaass ppoossiicciioonneess
aannttiioolliigg��rrqquuiiccaass 

La lógica de racionalización de las políticas
públicas a la que nos hemos referido se comple-
menta, por un lado, con propuestas redistributivas,
y por otro, con medidas para limitar el poder de la
‘oligarquía’  (en su acepción clásica, la oligarquía es
el sector privado que ha concentrado poder econó-
mico y político haciendo del Estado un medio de
gestión de intereses privados).  

En cuanto a las propuestas redistributivas, el
gobierno ha incrementado varios subsidios para los
sectores más pobres.  Tal es el caso del incremento
del Bono de Desarrollo Humano (ex Bono de
Pobreza),  del subsidio para préstamos de vivienda,
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de la prolongación de pagos para agricultores
medios en el Banco Nacional de Fomento, de la eli-
minación de pagos mínimos en los servicios hospi-
talarios o en las escuelas, y del restablecimiento de
los préstamos hipotecarios en el Instituto de
Seguridad Social (IESS).  Estas políticas han sido
justificadas  como medios indispensables para una
compensación de las desigualdades sociales.
Ciertamente, ello contrasta con las medidas de los
gobiernos anteriores que destinaron ingentes recur-
sos a favor del sector pudiente (piénsese, por ejem-
plo, en el salvataje bancario).  

Desde una perspectiva económica, el gobierno
considera que incrementar los subsidios a los más
necesitados favorecería la producción y el mercado
internos.  Pero, a pesar de que estas propuestas
redistributivas podrían favorecer el incremento de
las importaciones (ahora centradas en bienes de
consumo corrientes), este incremento de los gastos
del Estado no cuenta con garantías de nuevos ingre-
sos en el medio plazo.  Además, estas medidas no
necesariamente son consecuentes con la racionali-
zación de las políticas públicas o con la visión de
una ciudadanía organizada y activa en resolver sus
problemas.  Si este fuera el caso, el Estado apoyaría
a la ciudadanía con propuestas más generales y glo-
bales de servicios (de salud y educación principal-
mente) que lleguen a todos los sectores y contribu-
yan a consolidarlos socialmente.

En todo caso, si bien estas medidas redistributi-
vas responden a varios criterios (entre otros a la
estrategia política del gobierno, como veremos),
revelan una clara intención de llegar desde el
Estado a los sectores más pobres.  En este sentido,
se trata de un cambio radical frente a las políticas
que han predominado en los gobiernos anteriores. 

Por otro lado, las propuestas antioligárquicas
del gobierno buscan contrarrestar el predominio de
ciertos sectores pudientes que controlan entidades

estatales o que han definido políticas funcionales a
sus intereses particulares sin que sean, precisamen-
te, útiles para el conjunto del sector empresarial.
(Tal es el caso del sector bancario, o de sectores vin-
culados a los servicios en el sector eléctrico o petro-
lero).  

El aspecto más sobresaliente a este respecto es la
polarización del presidente frente a los sectores
pudientes de Guayaquil.  Tradicionalmente, las
demandas de este sector –vehiculadas por la muni-
cipalidad  de Guayaquil, la Junta Cívica (que con-
grega a familias de notables), las cámaras empresa-
riales o, más directamente, por el Partido Social
Cristiano (PSC)– han recibido atención privilegiada
por parte del gobierno central.  Pero esta vez, estas
demandas se encontraron con un decidido rechazo.
El discurso gubernamental señaló que no se trataba
de demandas de Guayaquil sino del sector de
“pelucones”.  Asimismo, el gobierno de Correa ha
apoyado la constitución de una nueva provincia en
la península de Santa Elena.  Esta escisión de la pro-
vincia del Guayas fue presentada por la propia élite
de Guayaquil como un fraccionamiento o debilita-
miento de sus inversiones y su poder.  La polariza-
ción, fundada en epítetos y mutuas descalificacio-
nes sobre quién encarnaría al pueblo, condujo a una
medición de fuerzas a través de movilizaciones
populares.  Haciendo un balance de esta contienda,
es claro que el alcalde Jaime Nebot no consiguió
movilizar  a tanta gente como lo hizo el gobierno.  

Podríamos entonces concluir que asistimos a
una pérdida del poder del sector hegemónico en
Guayaquil.  El PSC (que alimentaba la simbiosis
entre poder económico y político) ha perdido adhe-
siones, poder de presión sobre la gente y legitimi-
dad.  Este partido ya no obtuvo la misma votación
en las dos últimas elecciones (esto incluye la candi-
datura de su conocido líder León Febres Cordero),
no ha logrado movilizar a sus sectores de apoyo y

su discurso está siendo devaluado y ridiculizado
por el presidente Correa.  Como contraparte, el
gobierno ha logrado ganar presencia, adherentes y
reconocimiento en los sectores populares y medios
de Guayaquil (antes reductos sociales cooptados
por el PSC).  Sin embargo, esto no impide que la
élite guayaquileña todavía logre gran parte de sus
metas y demandas.  Correa parece privilegiar  el
impacto público de la polarización antioligárquica,
pero en lo demás ha respondido a varias demandas
y objetivos de este sector. 

Diversos cambios sociales, ya en curso desde
antes del gobierno de Correa, explican la pérdida
de poder del grupo de Guayaquil.  Pero en el juego
político actual, es el gobierno quien consigue cana-
lizar el cambio y el descontento.  Incluso ha logrado
acelerar el proceso al desprestigiar el predominio
de esta élite y valorizar la adhesión popular a sus
propuestas.  Este es uno de los cambios actuales
más importantes.  Por lo demás, los ciclos contras-
tados entre ‘oligarquización’ y su polo opuesto son
una constante en América Latina y una manifesta-
ción de la fragilidad de nuestras instituciones. 

EEll CCoonnggrreessoo yy llooss ppaarrttiiddooss ppooll��ttiiccooss

Junto al PSC y la oligarquía guayaquileña, el
Congreso aparece como la institución perdedora en
medio del proceso de cambios en curso.  Incluso, la
opinión  pública legitima actualmente la idea de
clausurar al Congreso: unas voces lo proponen
desde una visión autoritaria, otras desde la crítica a
su pretendida inoperancia, pero de modo predomi-
nante sobresale su falta de legitimidad. 

Desde hace años, las disputas en la función
legislativa (propias de una sociedad tan fraccionada
en lo político y con fuertes polarizaciones sociales)
han suscitado fuertes rechazos.  Era en este espacio
donde se tomaban buena parte de las decisiones
favorables al sector pudiente de la sociedad y

donde se exhibían acuerdos de intercambios de
favores o prácticas de corrupción.  Así, los represen-
tantes del Congreso (y con ellos los partidos) han
terminado por encarnar lo condenable de la políti-
ca.  Adicionalmente, la prensa ha generalizado la
idea de que el mal del Ecuador proviene de la lla-
mada ‘partidocracia’ o del abuso de poder de los
partidos.  El desprestigio de los partidos y su consi-
guiente  pérdida de representación, sirvió a Correa
en la campaña electoral para presentarse como la
figura antisistema, reforzando la idea de la encarna-
ción de lo negativo en los partidos.  Y ya en el
gobierno, este discurso ha permitido al presidente
condenar al Congreso y por ende a la oposición.
Por su parte, la frágil mayoría, hoy ya inexistente,
compuesta por los partidos opuestos al gobierno de
Correa (PSC, PRIAN, PSP y UDC) no tuvo una posi-
ción siempre definida y coherente.  Este bloque
opositor no logró articular bien sus posiciones
debido, no sólo a sus diferencias ideológicas inter-
nas, sino a cálculos circunstanciales de intereses (en
particular de Lucio Gutiérrez).   

Al asumir el poder, el gobierno convirtió la pro-
puesta de realizar la Asamblea Nacional Constitu-
yente en su prioridad.  Ello suscitó la definición de
posiciones. Gutiérrez, que con anterioridad a
Correa había hecho la misma propuesta, la apoyó
desde un inicio. Adicionalmente, el PSP había
logrado otros acuerdos con el gobierno relaciona-
dos con nombramientos a puestos claves (tal el caso
del contralor designado por el PSP).  Esto permitió
que el gobierno, desde un inicio, asegure una mayo-
ría en el Congreso.  Junto al PSP, se proyectaba que
esta mayoría esté compuesta por la ID, MPD,
Pachakutik, PSE-FADI, Red y Ciudadanos Nuevo
País.  La propuesta de la asamblea tendría así una
mayoría legislativa para ser aprobada.  Sin embar-
go, el PSP tenía una estrategia diferente a la del
gobierno.  Mientras este partido buscaba retardar el
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Llama la atención la institución de Correa como
un líder situado encima de cualquier organización
política.  En el entorno del presidente, se está ali-
mentando la idea de que es  necesario un ‘líder’
para imponer los cambios promovidos por el
gobierno.  Paralelamente, hasta ahora la organiza-
ción política no ha sido la prioridad: se ha privile-
giado el nexo ‘líder’-masas, poniendo entre parén-
tesis la mediación política, o bien, el papel de la
organización.

En varios aspectos, se puede considerar que el
actual gobierno es cercano a las corrientes de
izquierda.  Esto se aplica, en particular, a las nuevas
pautas redistributivas, a la racionalización de polí-
ticas, a la preeminencia del rol director del Estado
en la intervención económica,  y a los aspectos
antioligárquicos.  Sin embargo, sorprende la ausen-
cia de un programa o concepción explícita que
oriente y defina las acciones del gobierno.  Hasta
ahora predomina, más bien, un proceso de ‘nega-
ción’.  Es decir, prima la actitud de atizar el rechazo
frente a la situación anterior por sobre la construc-
ción de una visión de futuro (lo que sería propio de
un programa ideológico).  Llama todavía más la
atención que el gobierno se proclame portavoz de
una ‘revolución ciudadana’ sin que haya una visión
de ciudadanía, ni una concepción de lo que ésta
podría ser.  Sorprendentemente, un equipo com-
puesto por varios intelectuales hecha en falta orien-
taciones ideológicas  para dar sentido al camino por
andar.  El adagio ‘se hace camino al andar’ cierta-
mente tiene una clara limitación en las acciones
colectivas.  

La acción del gobierno de Correa se empeña en
desmontar el sistema de modernización neoliberal
(al menos de lo que en Ecuador pudo hacerse) y en
superar el reciente período de predominio oligár-
quico.  Su medio principal ha sido la redefinición
del rol del Estado y la racionalización de las  políti-

cas públicas.  El equipo tecnócrata del gobierno
concibe su tarea como la constitución de una nueva
razón de Estado en la que predomina más la idea
de un plan que asume un interés general que una
acción fruto de acuerdos y negociaciones con los
agentes sociales.  Debido a que los intereses socioe-
conómicos y corporativos de diversos grupos de
poder no necesariamente concuerdan con esta pro-
puesta, en el gobierno de Correa se están constru-
yendo justificativos para que el presidente dispon-
ga de un poder incontestable, situado por encima
de toda organización.  

Las políticas públicas y la propuesta antioligár-
quica tienen amplia aceptación y otorgan a Correa
de una legitimidad  excepcional.   Esto, precisamen-
te, le está permitiendo situarse por encima tanto de
organizaciones sociales o políticas como de normas
legales e institucionales con un discurso anticorpo-
rativo.  Así, en la sociedad ecuatoriana se estaría
construyendo la idea de que si las acciones del
mandatario tienen buenas intenciones y razones,
sería legítimo poner de lado las instituciones y la
ley. 

La demanda de orden y estabilidad, y la apues-
ta por poner coto al abuso del poder característica
de los períodos recientes, actúa como una raciona-
lización de las tendencias autoritarias que se están
formando en la sociedad.  Este fenómeno tiene
como complemento el abandono de la protesta por
parte de sectores sociales y su entrega al liderazgo
de Correa.  El matrimonio que se está construyendo
entre la entrega a las manos de un dirigente que se
concibe a sí mismo como predestinado a redimir al
pueblo, y las racionalizaciones que se crean para
que disponga de un poder incontestable, puede
conducir a la constitución del pueblo como un sec-
tor anónimo de apoyo.  La relación directa entre un
dirigente y la gente, sin la mediación de organiza-
ción política alguna, termina por vaciar la política y

inicio de la asamblea para que
Lucio Gutiérrez capte más adhe-
rentes y pueda convertir al PSP
en la principal fuerza política, el
gobierno contaba con realizar la
asamblea de inmediato aprove-
chando la popularidad del presi-
dente para obtener, también, una
mayoría de asambleístas.  En
este caso, como en otros, a pesar
del acuerdo en el objetivo no
coincidían los tiempos. 

Los otros partidos de oposi-
ción,  en cambio, consideraban
indispensable  iniciar reformas
constitucionales en el Congreso
para deslegitimar la asamblea
constituyente.  Pero en un momento en que la idea
de la asamblea ya era ampliamente aceptada, esta
posición suscitó rechazos y desaprobación: esta
postura aparecía como una estrategia para defen-
der viejos privilegios.  El PSP, por su lado, jugaba a
cambiar las mayorías y tenía acuerdos con los otros
partidos de oposición sobre nombramientos de
personas afines al PRIAN o al PSP a puestos públi-
cos.  En este marco, el PSP logró la expulsión de
dos de sus diputadas (por estar a favor de la asam-
blea sin seguir las posiciones de Lucio Gutiérrez)
irrespetando los procedimientos debidos.  Todo el
juego político en el Congreso revelaba la práctica
del cálculo circunstancial y del intercambio de
favores, y terminó por deslegitimar aún más esta
institución.  Preso en negociaciones dudosas, cuan-
do la idea de la asamblea ya fue difundida como el
medio que pondría fin a estas prácticas, el
Congreso aparecía como el espacio  de la ‘vieja
política’.  La mayoría opositora, además, suscitó
todavía más rechazos planteando propuestas com-
pletamente inapropiadas para el contexto (por

ejemplo, la tentativa de incre-
mentar los salarios de los dipu-
tados cuando el presidente
reducía el suyo o, más tarde,
intentar destituir sin funda-
mentos a los miembros del
TSE).  

Sin tener un sólo diputado en
el Congreso (sino únicamente
aliados) y haciendo de la asam-
blea constituyente su caballo de
pelea, el gobierno de Correa ha
prevalecido sobre sus oponen-
tes.  Con una oposición descom-
puesta y sin capacidad de inicia-
tiva, Correa casi tiene el mono-
polio de las propuestas.  En este

contexto, todos los partidos se encuentran en una
situación similar.  Esto incluye a los aliados del
gobierno, pues la condena del calificativo ‘partido-
cracia’ no hace distingos entre los partidos. 

CCoonncclluussiioonneess:: uunnaa pprriimmeerraa ccaarraacctteerriizzaaccii��nn ddeell
ggoobbiieerrnnoo ddee CCoorrrreeaa 

Al gobierno de Rafael Correa le van mal las
comparaciones tanto con otros gobiernos del conti-
nente como con los gobiernos recientes del
Ecuador.  Un gabinete más bien tecnocrático, con
buen número de miembros ecologistas y con una
visión racionalista  de sus acciones, contrasta con la
permanente campaña electoral en que se encuentra
su presidente.  En esta campaña polarizante,
Correa puede fácilmente alternar adjetivaciones
con descalificaciones sobre aquellos que no coinci-
den con sus criterios.  El esfuerzo notorio de insti-
tucionalización democrática de políticas públicas
que realiza el gabinete, contrasta con el uso de nor-
mas legales o procedimientos de un modo poco
institucional y de derecho. 
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Con una oposici�n descom-
puesta y sin capacidad de ini-
ciativa, Correa casi tiene el
monopolio de las propues-
tas.  En este contexto, todos
los partidos se encuentran
en una situaci�n similar.
Esto incluye a los aliados del
gobierno, pues la condena
del calificativo Ôpartidocra-
ciaÕ no hace distingos entre
los partidos. 



En la página editorial del anterior número de
la revista La Tendencia se sostenía que “el
triunfo de Rafael Correa -que resulta de un

largo período de irrupción ciudadana- se da en
momentos en que la sociedad ecuatoriana requiere
de un proceso de renovación del sistema de parti-
dos y, particularmente, de la izquierda y la centro
izquierda ecuatoriana”.  En efecto, los resultados
de la elección del pasado 26 de noviembre han
generado una gran expectativa ciudadana funda-
da, principalmente, en las ofertas electorales del
candidato ganador.  

El actual gobierno de Ecua-dor comparte con los
diversos gobiernos de izquierda de Amé-rica
Latina la apuesta por superar los límites del mode-
lo neoliberal.  Esto se traduce en superar las refor-
mas propuestas por el llamado ‘consenso de
Washington’, que comenzaron a aplicarse en varios
países de la región a partir de 1990.  En el caso
ecuatoriano, estas políticas han producido, entre
otros efectos, una alteración de la institucionalidad
democrática, una profundización de los niveles de
inequidad y un proceso de depredación de las polí-
ticas sociales.  En efecto, los indicadores sociales
(nacionales e internacionales) señalan que tras las

políticas económicas aplicadas desde 1990, el dete-
rioro social y la profundización de la inequidad son
evidentes: buena parte de la población ecuatoriana
no accede a los servicios fundamentales de salud,
educación y seguridad social, no tiene un empleo
estable, ni puede ejercer plenamente sus derechos
de ciudadanía.  Frente a este panorama, el gobier-
no de Rafael Correa propugna, básicamente, imple-
mentar políticas de reforma institucional y de supe-
ración de los desequilibrios creados por el anterior
modelo de desarrollo. En términos generales, el
proceso de cambio propuesto tiene tres ejes: refor-
ma política, reforma económica y reforma social.  

La reforma política ha empezado a ejecutarse a
través del mecanismo de la consulta popular que,
por cierto, alcanzó cifras muy cercanas al 82% de
aprobación.  Además de constituir una innegable
victoria política para el presidente, los resultados
en la votación demuestran la esperanza del pueblo
ecuatoriano en impulsar los cambios instituciona-
les por la vía de una asamblea constituyente.
Como correlato, la incapacidad del Congreso
Nacional para emprender tales reformas se ha
hecho evidente.  No es casual que, de acuerdo a
Cedatos, la credibilidad de los diputados apenas

Cien días intensos y
eficaces de gobierno

Galo Chiriboga Zambrano*

* Ex ministro de gobierno y ex presidente de Petroecuador
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convertirla en el apoyo a la buena
razón que encarna el presidente.
Es precisamente por ello que ya
se percibe una ‘revolución ciuda-
dana sin ciudadanía’, así como
una valoración de lo indígena sin
indígenas como actores, y una
valoración del pueblo sin la
acción de sus organizaciones.  En
la relación directa dirigente-
masas, la razón del primero
anula las razones colectivas. 

El discurso y las acciones car-
gadas de simbolismo de Correa,
frecuentemente reivindican un
pasado presentado como el fun-
damento de la sociedad ecuatoriana.  Los rituales y
normas conservadoras de la religión y la Iglesia
católicas realizan algo similar.  En uno y otro caso,
afirmar pertenencias primarias al pasado, alimen-
tan el sentimiento de seguridad y estabilidad.  Con
ello, no se deja espacio para la renovación (no se
trata de la religión de la fase renovadora) sino sólo
una ratificación de lo dado y de la simple  pertenen-
cia.  Este conservadorismo actualmente responde a
una demanda social de estabilidad.  La articulación
entre conservadorismo y cambio que Correa encar-

na bien en sus posiciones y en su
persona, está legitimando  la
idea que el nuevo orden no debe
tener contestatarios y que la
razón de este proceso de cambio
requiere ‘mano dura’.  Así, la
sociedad con sus demandas de
estabilidad y con el agotamiento
de las organizaciones de protes-
ta, está abandonando su rol acti-
vo o protagónico para preferir a
un redentor que ponga orden
mientras la razón tecnocrática y
las características de Correa con-
cuerdan en querer plenos pode-
res.  

Este encuentro entre una población que deman-
da orden y estabilidad, por un lado, y la demanda
de poder por parte del gobierno, está construyendo
un liderazgo característico de los clásicos del popu-
lismo o de los gobernantes de larga duración, preci-
samente porque responden a demandas de una
sociedad que se erosionó con la desestabilización
anterior.  La relación de reciprocidad entre deman-
das primarias de orden y necesidades sociales pri-
mordiales con un dirigente político que encarna
poder, orden y cambio puede ser de larga duración. 

La sociedad con sus deman-
das de estabilidad y con el
agotamiento de las organi-
zaciones de protesta, est�
abandonando su rol activo o
protag�nico para preferir a
un redentor que ponga
orden mientras la raz�n tec-
nocr�tica y las caracter�sticas
de Correa concuerdan en
querer plenos poderes.  
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Dejando atrás este posible error, de cara al futu-
ro inmediato, ya hemos acordado mayoritariamen-
te que el mecanismo para la reforma política sea la
Asamblea Nacional Constituyente. El siguiente
paso es el de confluir en un esfuerzo de participa-
ción, diálogo y concertación sobre cuáles deben ser
las reformas estructurales que el país requiere para
estabilizar su democracia y proyectarla hacia metas
de desarrollo y justicia social.

Por otra parte, en materia de reforma social, el
gobierno del presidente Correa ha cumplido con
sus propuestas electorales.  Esto ha proyectado la
imagen del presidente y de su gobierno hacia altos
niveles de respaldo y credibilidad.  Entre las pro-
puestas cumplidas podemos mencionar, por su
relevancia, la duplicación del Bono de Desarrollo
Humano de 15 a 30 dólares, el incremento del suel-
do básico a los docentes, la duplicación del Bono de
la Vivienda de 1800 a 3600 dólares, el incremento de
las pensiones jubilares, la importación de úrea
entregada a los pequeños agricultores, y la presen-
tación de un plan de desarrollo social de mediano
plazo.  Sin duda, la concreción de estos proyectos,
apuntan a la estructuración de un país que se
esfuerza por caminar hacia la equidad y por aten-
der a los sectores más desprotegidos. 

Las decisiones del gobierno han sido evaluadas
por los ciudadanos.  El diario El Universo, en su
publicación del día 22 de abril del 2007, presenta
algunos resultados de esta evaluación.  El incre-
mento de los bonos de desarrollo y de la vivienda
habría hecho que un 17% y un 4.3% de la población,
respectivamente, se sienta beneficiada.  Un 1.6% de
la población se sentiría beneficiada por el aumento
de las pensiones de jubilación.  Un 2.7% por la con-
sulta.  Un 2.4% por la asamblea.  Un 1.4% por la
destitución de los diputados.  Un 1.2% por la esta-
bilidad económica.  Un 1% por la subida de sueldos

a los educadores.  También un 1% de la población
se sentiría beneficiada por la reducción de intereses
bancarios. Un 1.4% por la ausencia de paquetazos
económicos.  Y, por último, el 51.4% de la población
siente que no ha recibido beneficio alguno por la
gestión del presente gobierno. 

De acuerdo a esta información, si bien la mitad
de la población expresa indiferencia, la otra mitad
siente que ha recibido beneficios concretos por la
gestión de este gobierno.  Es evidente, entonces,
que en sus cien primeros, el gobierno ha recibido
una importante aceptación de sus políticas.  En tér-
minos generales, y de acuerdo a la misma fuente,
27.7% de la población califica a la gestión del
gobierno como muy buena y 63% como buena.  

En cuanto al reconocimiento de los aciertos del
gobierno, cabe destacar su valiosa decisión política
a la hora de afrontar los serios problemas en los sec-
tores de vialidad, de educación, de salud y de agri-
cultura.  Decretando un estado de emergencia en
estas áreas, se han destinando 257 millones de dóla-
res para la red vial.  80 millones para infraestructu-
ra escolar y 45 millones tanto para adquisición de
textos escolares como para el programa de alimen-
tación escolar.  125 millones de dólares se han des-
tinado para el campo de la salud.  El sector de la
agricultura ha recibido 93 millones y, adicionalmen-
te 10 millones se han utilizado para la compra de
semillas e insumos para los productores agrícolas.
Todos estos proyectos han sido financiados por las
cuentas del Fondo de Ahorro y Contingencia (FAC)
y del Fondo Especial de Reactivación Productiva y
Social (FEIREP).  Podremos evaluar los resultados
de estas acciones a futuro.  Sin embargo, el modo en
que el gobierno ha encarado los problemas que per-
sisten en estas áreas demuestra que la instituciona-
lidad del Estado es ineficaz para resolver los pro-
blemas en forma oportuna por la vía ‘regular’.  El

llegue al 4%.  A la luz de ello, el desafío central de
la asamblea es que sea conformada por represen-
tantes auténticamente ligados a las demandas ciu-
dadanas, o bien, que consiga superar los problemas
de falta de representatividad que la mayoría del
pueblo ecuatoriano le endilga a sus representantes
del Congreso Nacional.  

Ahora bien, sin desconocer el valor de este impor-
tante triunfo del gobierno, se debe señalar que quizá
se hubiera alcanzado viabilizar la consulta popular
con un menor nivel de enfrentamiento institucional.
Como sabemos, a la consulta le antecedió un enfren-
tamiento no sólo entre el
Ejecutivo y el Congreso sino, ade-
más, entre el Congreso y el
Tribunal Supremo Electoral y, por
último, entre este tribunal y el
Tribunal Constitucional.  Sin
embargo, ese nivel de conflictivi-
dad no era necesario pues era fac-
tible impulsar el proceso de
asamblea constituyente aplican-
do lo dispuesto en el Art. 283 de
la Constitución política. De
acuerdo a esta disposición consti-
tucional, la reforma de la Cons-
titución puede ocurrir por dos
vías.  La primera se da cuando el
presidente de la república envía al Congreso un texto
concreto de reforma, el Congreso declara su urgencia
y se lo somete a consulta popular.  La segunda vía
establece que la consulta procede en caso de que el
Congreso no haya conocido, aprobado o negado las
reformas tras el término de 120 días contados a par-
tir del vencimiento del plazo de un año, es decir, una
vez cumplidos los tiempos señalados por la
Constitución para romper el candado constitucional.

Como recordaremos, el gobierno anterior presen-

tó, con fecha 2 de enero del 2006, un Proyecto de
Reforma Constitucional en el que se planteaba la
siguiente reforma:

“Art. 1.- En el Art. 1 de la Constitución Política
de La República, a continuación del segundo inciso,
insértese el siguiente texto:

“El Pueblo del Ecuador es el depositario del
poder constituyente.  En el ejercicio de dicho poder,
se puede convocar una Asamblea o Convención
Nacional Constituyente con el objeto de redactar
una nueva constitución.

La iniciativa para la convocatoria a una consulta
popular que decida sobre la ins-
talación de una Asamblea Na-
cional Constituyente correspon-
derá al Presidente de la Re-
pública, al Congreso Nacional
con el voto de al menos dos ter-
ceras partes de sus integrantes; o
a un número de ciudadanos
equivalentes al 1% de inscritos
en el padrón electoral nacional.
La Ley regulará los procedimien-
tos de elección y funcionamiento
de la Asamblea Constituyente.”

Si se hubiera adoptado la
posibilidad que plantea el Art.
283 de la constitución, simple-

mente había que esperar que transcurra el año con-
tado a partir de enero del 2006 (fecha en la que se
presentó al Congreso el proyecto de reforma consti-
tucional) y luego, al término de 120 días adiciona-
les, hacer efectiva la convocatoria a consulta popu-
lar en los primeros días de mayo del 2007.  Con ello
el país se habría ahorrado el conflictivo escenario
que ha vivido en los últimos meses y, por cierto,
seguramente se habría alcanzado el mismo objetivo
con el mismo apoyo político apabullante.

El desaf�o central de la asam-
blea constituyente es que sea
conformada por representan-
tes aut�nticamente ligados a
las demandas ciudadanas, o
bien, que consiga superar los
problemas de falta de repre-
sentatividad que la mayor�a
del pueblo ecuatoriano le
endilga a sus representantes
del Congreso Nacional. 



que se tenga que recurrir al
decreto de emergencia nos con-
duce a pensar que la reforma
administrativa debe ser uno de
los pilares de la reforma institu-
cional.  Es necesario darle mayor
eficacia a la gestión de los gobier-
nos y asegurar que los mecanis-
mos de control no  se conviertan
en trabas  administrativas.

Para cerrar, el proceso de
reforma política enfrentará varios
desafíos.  Entre los más impor-
tantes se debe mencionar, prime-
ro, la necesidad de aclarar ade-
cuadamente los puntos cuestio-
nados del estatuto con el que se
convoca a la asamblea constituyente. Particular-
rmente, el método de asignación de escaños y la
regulación de vallas publicitarias.  También es fun-
damental promover la pluralidad de la representa-
ción popular en la asamblea y favorecer un
ambiente de concertación sobre las reformas.  Por
último, se debe superar con éxito la última prueba:
que el proyecto de reforma constitucional que surja
de la asamblea sea aprobado mayoritariamente en
el referéndum.

Los recursos económicos adicionales que
demanda todo este proceso de cambio provendrán
del sector petrolero.  No es casual que actualmente
se impulsen varios proyectos destinados a incre-
mentar la actividad petrolera.  En relación a ello, el
reto del gobierno consiste en que estos recursos
sean manejados transparentemente y que los proce-

sos productivos respeten tanto
al medio ambiente como a los
derechos de las comunidades
que viven en las zonas donde
existen yacimientos.  Por otro
lado, el fortalecimiento de
Petroecuador (a través de mayo-
res aportaciones económicas
para su desarrollo y de la pro-
puesta de alianzas estratégicas
con otras empresas estatales de
América Latina y del mundo) es
positivo. Sin embargo, no deja
de ser necesaria una moderniza-
ción de su gestión. 

En este marco, y volviendo a
la introducción de este artículo,

¿qué perspectivas tiene el proceso de renovación
del sistema de partidos y en particular de la izquier-
da y la centro-izquierda?  Sin duda que el cumpli-
miento de ofertas de campaña del gobierno de
Rafael Correa tras sus primeros cien días constituye
un aporte a ese proceso renovador. Sin embargo, en
realidad poco puede hacer el gobierno por si sólo:
los cambios de la izquierda y la centro-izquierda,
dependen de la voluntad política al interior de la
tendencia y en especial al interior de los partidos
que se identifican con ella.  Sintonizar con los tiem-
pos actuales y con las nuevas exigencias ciudada-
nas es una tarea en la que debemos estar compro-
metidos to-dos, incluido el gobierno.  Ojalá que
podamos avanzar en forma unitaria y con una
visión compartida de futuro.  Con voluntad, capaci-
dad de diálogo y de concertación lo lograremos.  
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Cien d�as intensos y eficaces de Gobierno

En nuestro país se ha vuelto una costumbre
esperar que los gobiernos de turno cumplan
cien días para entonces empezar a disparar

críticas o, en raras ocasiones, hacer un balance obje-
tivo.  Lo particular en el caso de este gobierno es
que, ya desde el día mismo de su posesión, recibió
la amenaza de guerra.  Incluso un diputado joven,
pero con mentalidad vieja, evocó la ‘reacción pino-
chetista’ como posible respuesta a la ‘revolución
ciudadana’ que había convocado el flamante presi-
dente. 

Ya iniciada la gestión de gobierno del presiden-
te Rafael Correa, las fuerzas políticas conservado-
ras no han cejado en su lucha contra de la Asamblea
Nacional Constituyente.  Su oposición se ha mani-
festado de maneras distintas en diferentes momen-
tos.  Al principio, fue abierta.  Luego, los diputados
opositores fingieron apoyo pero trataron de diferir
la asamblea, calculando un posible desgaste del
gobierno.  Más recientemente, arrasados por el
torrente popular expresado en la consulta popular,
han pretendido reincorporarse al Congreso para
torpedear la constituyente.  Y actualmente, conspi-
ran contra la estabilidad del gobierno.

El presidente, por su parte, ha sabido acoger la
voluntad de cambio y transformación represada en
el pueblo durante mucho tiempo y constantemente

manipulada y defraudada.  Correa ha sabido captar
el espíritu de renovación de la inmensa mayoría de
la sociedad y representar a lo nuevo que está empe-
zando a nacer y desarrollarse, oponiéndolo a lo
viejo que no termina y se resiste a morir.  Como en
todo parto, hay sacrificios y riesgos pero, al mismo
tiempo, satisfacción y esperanza.  

Al proponer un balance de las acciones del
gobierno, antes que evaluarlo a partir del cumpli-
miento inicial de sus ofertas de campaña (aspecto
en el que puede obtener la máxima calificación),
quizá resulte más pertinente analizar la perspectiva
general con la que se ha iniciado en el poder.  Cabe
entonces identificar el modo en que el gobierno,
como se suele decir, ha ‘trazado la cancha’.  Esto, a
su vez, nos permitirá esbozar algunas propuestas
sobre las perspectivas a futuro.

LLaa hheerreenncciiaa ddee uunn ppaassaaddoo aannttiiddeemmooccrr��ttiiccoo yy
ssuu ssuuppeerraaccii��nn

Con anterioridad a la elección del nuevo gobier-
no, hemos vivido las consecuencias de políticas
neoliberales fracasadas.  En gran medida, se había
conseguido privatizar lo público, y los niveles de
exclusión social, pauperización y desigualdad habí-
an aumentado.  Sin embargo, ante la resistencia
popular, el modelo económico no fue estrictamente
neoliberal sino más bien un ‘hibrido’.  En el campo

Perspectivas políticas tras 
los primeros días de gobierno

Carlos Castro Riera*

* Ex. vicealcalde de Cuenca y ex. decano de la Universidad de Cuenca

Los cambios de la izquierda y
la centro-izquierda, depen-
den de la voluntad pol�tica al
interior de la tendencia y en
especial al interior de los par-
tidos que se identifican con
ella.  Sintonizar con los tiem-
pos actuales y con las nuevas
exigencias ciudadanas es una
tarea en la que debemos estar
comprometidos todos, inclui-
do el gobierno.  



EEssttaabbiilliiddaadd eenn eell ppllaann ddee ddeessaarrrroolllloo eeccoonn��mmiiccoo

Un aspecto fundamental de estos primeros días
de gobierno ha sido el lanzamiento del plan econó-
mico.  Su presentación y explicación se realizó en
Guayaquil con la presencia de diferentes sectores
sociales.  Es muy positivo que se evidencien las
reglas de juego con las que se deben orientar los
grandes, medianos y pequeños empresarios, los
artesanos, los obreros y los trabajadores en general.
Ha existido un gran consenso social con respecto al
plan económico: es difícil no estar de acuerdo con la
necesidad de fortalecer el aparato productivo, hacer
de la banca un instrumento comprometido con el
desarrollo, suprimir la especulación financiera y
democratizar el acceso al crédito.  Asímismo, más
allá de las resistencias quizá inevitables, la propues-
ta de salir de un modelo neoliberal hacia un proyec-
to de economía solidaria ha convocado a muchos.
Este cambio apunta a que concurran los esfuerzos
de los sectores público y privado, a que se garanti-
cen y compartan las utilidades de los empresarios y
a que se paguen salarios justos.  En una palabra, se
estaría procurando crear un modelo sostenido y
sustentable de desarrollo.

En esta línea, es necesario que el régimen genere
las máximas condiciones de seguridad para las
inversiones extranjeras y nacionales.  La seguridad
jurídica sólo se puede garantizar con leyes claras y
estables que permitan el juego limpio y hagan res-
petar los derechos y obligaciones de los agentes
económicos.  Ello implica establecer consensos con
los sectores empresariales que tengan un profundo
sentido social y patriótico y que, superando la estre-
cha voracidad de lucro, conciban la generación de
riqueza como un medio para mejorar las condicio-
nes de vida de todos.  

En consonancia con este último punto, sin duda
es importante desterrar a lo que desde el gobierno
se ha llamado “mafias económicas”.  Podemos defi-

nir a estos grupos como aquellos que, desde prácti-
cas corruptas y la utilización de poderes fácticos,
canalizan parasitariamente los recursos públicos a
sus negocios, hacen de sus monopolios medios suc-
cionadores de la economía popular, presionan e
influyen  en las licitaciones y concursos públicos,
evaden las cargas tributarias, brindan servicios
públicos de deficiente calidad que atentan contra la
salud y seguridad ciudadana, y realizan prácticas
ilícitas como el narcotráfico, el tráfico de influen-
cias, el lavado de dinero, las concesiones tenebro-
sas, los contratos leoninos y el contrabando.  

Pero, a la vez, es muy importante que el gobier-
no no generalice el calificativo de “mafias económi-
cas” hacia todos los grupos empresariales.  Se debe
reconocer el valor de los empresarios trabajadores y
honestos, y evitar la construcción de falsos estereo-
tipos que marquen a todo empresario como mafio-
so u oligarca.  Sacar a la luz pública las prácticas
económicas mafiosas, que son el verdadero obstá-
culo para el desarrollo de una economía de merca-
do con sentido nacional, social  y democrático, es
una tarea que compete tanto al gobierno como a los
empresarios serios y propositivos.  

LLooss eemmpprreessaarriiooss ffrreennttee aall ggoobbiieerrnnoo

Los círculos oligárquicos, especulativos y mono-
pólicos han impedido el florecimiento del empresa-
riado honesto del Ecuador.  Por ello, los empresa-
rios comprometidos con el desarrollo del país, sin
temor y con valentía, deben tomar total distancia
frente a aquellos círculos.  El empresariado honesto
también debe comprometerse con el hundimiento
de las viejas fuerzas retrógradas que expresan el
pasado e impiden el      desarrollo de las potenciali-
dades económicas del país. Las llamadas “mafias
económicas” nunca han jugado limpio dentro del
sistema de libre concurrencia: han sido parásitos del
Estado y de sus recursos económicos y naturales, y

político, hemos vivido en medio de una creciente
corrupción.  El aparato estatal se venía desinstitu-
cionalizado hasta el punto de caricaturizar el
Estado social de derecho.  La constitución fue cons-
tantemente violada, pisoteada y arrinconada.  Y los
poderes fácticos, la llamada ‘partidocracia’, preva-
lecía manipulando sus cuotas de poder en beneficio
de intereses estrechos. 

En este contexto, poner en marcha el proceso de
la Asamblea Nacional Constituyente ha sido un
claro acierto. Este punto de vista lo comparten
diversos sectores económicos, sociales, culturales y
políticos.  No había otra forma de encausar el
torrente represado de ideales y esperanzas de un
pueblo defraudado.  A su vez, la asamblea ofrece un
camino democrático y legal para procesar las quere-
llas políticas, las pasiones e intereses encontrados.
La situación previa del país se asemejaba a la de
una olla de presión que hacia inviable la gestión de
cualquier gobierno, cancelando toda posibilidad de
gobernabilidad.  Sin la asamblea, se hubiera repeti-
do un círculo vicioso de desesperanza, abulia y
ahondamiento de contradicciones que, incluso, ten-
dían a la disolución nacional.

En este escenario, se puede advertir la ‘miopía’
de ciertos sectores tradicionales de la derecha ecua-
toriana.  Algunos no han sido capaces de pensar, ni
por un sólo momento, que la des-
institucionalización social y  políti-
ca del país ha dejado de constituir
el escenario propicio para adelan-
tar sus mezquinos intereses.  Las
élites decadentes, que ni siquiera
han sido capaces de pensar con
racionalidad sobre sus propios
intereses, no consiguen vislumbrar
la necesidad de instaurar una
democracia sustancial que asegure
el desarrollo integral de la socie-
dad y evite que se acentúe la con-

flictividad política, económica y social. 

DDeell ppooddeerr aarrbbiittrraarriioo--aauuttoorriittaarriioo aall eejjeerrcciicciioo
ddeemmooccrr��ttiiccoo ddeell ppooddeerr ccoonnssttiittuuyyeennttee 

Con la herencia acumulada del pasado y sus
rezagos actuales, hoy asistimos a una crisis total  de
la legalidad.  Los poderes públicos se apartan del
derecho y avanzan por la arbitrariedad en la que
campea la ineficacia de los controles, se manosean y
prostituyen las instituciones jurídico-constituciona-
les (como la garantía de amparo), y se generaliza la
ilegalidad del poder.  En Ecuador el poder que debe
ser jurídico y democrático es desplazado, como dice
Luigi Ferrajoli, a “sedes extra-legales” y “extra-ins-
titucionales” donde prima la degradación, la deva-
luación de las reglas del juego institucional y del
conjunto de límites que se impone al ejercicio de los
poderes públicos.

Como alternativa, todos los sectores patrióticos
debemos luchar por relanzar el Estado social de
derecho a través de la Asamblea Nacional Constitu-
yente.  Es preciso asegurar un ambiente profunda-
mente democrático en la asamblea.  Para ello, en las
mesas de trabajo que se instalen, se debe promover
un debate sustantivamente público y de alta cali-
dad orientado a generar las coincidencias, o consen-
sos sociales, sobre el modelo de sociedad, de Estado
y de economía que ha de tener el Ecuador.  Se debe

evitar a toda costa que la asamblea
se transforme en un espacio secta-
rio, donde sólo se aprueben ciega-
mente tesis elaboradas en algún
círculo secreto, al margen de la
dinámica pública de la delibera-
ción asamblearia.  Sólo si la asam-
blea es verdaderamente pública
podrá perdurar en el tiempo la
nueva constitución, erigiéndose
en un verdadero programa de
Estado y en una agenda estratégi-
ca de desarrollo nacional.  
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Se debe evitar a toda costa
que la asamblea se trans-
forme en un espacio secta-
rio, donde s�lo se aprue-
ben ciegamente tesis ela-
boradas en alg�n c�rculo
secreto, al margen de la
din�mica p�blica de la deli-
beraci�n asamblearia. 



han actuado como ‘los intoca-
bles’ pues la justicia ni siquiera
ha podido cobrarles sus deudas.
Los banqueros corruptos, por
ejemplo, hicieron desaparecer
sus obligaciones con el Estado
como por arte de magia, causan-
do el sufrimiento de millones de
hogares ecuatorianos al robarles
sus ahorros (incluso llevaron al
suicidio a varios compatriotas
sumidos en la desesperación).
¿Cuándo reconocerán los
empresarios modernos que una
línea de conducta comprometida con la ética, el des-
arrollo, el fortalecimiento del aparato productivo y la
equidad, es perfectamente compatible con sus prác-
ticas?  Los gremios empresariales bien podrían reco-
nocerse como parte integrante de un proyecto demo-
crático y de centro-izquierda.  ¿O es que por inercia
o manipulación ideológica de los viejos sectores oli-
gárquicos, los empresarios deben identificarse única
y necesariamente con la derecha política?

DDee llaa aassiisstteenncciiaa hhuummaanniissttaa aa llaa ddeeffiinniiccii��nn
ddee ppooll��ttiiccaass pp��bblliiccaass

En relación al sector social, ha sido importante
que, al inicio de su gestión, el gobierno auxilie a los
más pobres de la ciudad y el campo.  Ello constitu-
ye una muestra de profundas convicciones huma-
nistas.  Indudablemente, era necesario aliviar, por
lo menos parcialmente, la calamitosa situación de
tantos y tantas ciudadanas del país.  Asímismo, era
importante tomar iniciativas urgentes en el ámbito de
la salud y la educación.  

Sin embargo, es necesario que el gobierno dé
un paso adelante hacia la planificación, organiza-
ción, regulación e im-plementación de políticas
pú-blicas duraderas e institucionalizadas. Sólo así

se podrá en-frentar seriamente
la pobreza, y se podrá mejorar
la cobertura y calidad de la
salud y la educación del pueblo.
Para no caer en la tentación de
la política clientelar y demagó-
gica, la acción del gobierno
debe superar toda forma de
asistencialismo. Cancelar la
reproducción del populismo
pasa por sentar las bases de
políticas de corto, mediano y
largo plazo orientadas a mejo-
rar la calidad de vida de la ciu-

dadanía.  

NNuueevvaa ppooll��ttiiccaa iinntteerrnnaacciioonnaall
ddee ppaazz yy ddiiggnniiddaadd ssoobbeerraannaa

El gobierno ha reivindicado la soberanía nacio-
nal, haciendo prevalecer los intereses nacionales del
Ecuador en el contexto internacional.  Este giro en
la política exterior se expresa en varios frentes.  Por
ejemplo, en el fortalecimiento de la Comunidad
Andina de Naciones y la promoción de la unidad
sudamericana;  en la recuperación de nuestras raí-
ces bolivarianas; en el tratamiento soberano de
nuestros recursos naturales; en la estrategia de paz
propuesta para resolver el conflicto político-militar
colombiano; y en la reorientación estratégica de
nuestras fuerzas armadas, vinculándolas a una
visión patriótica del desarrollo (definiendo a esta
visión como la más importante condición para la
seguridad nacional).  

En términos generales, hemos mejorado nues-
tras condiciones de auto-determinación.  Esto ha
reforzado los sentimientos de dignidad nacional
que son tan importantes para cualquier iniciativa
de reposicionamiento del país en el contexto inter-
nacional.  
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MMeeddiiooss ddee ccoommuunniiccaaccii��nn::
ppooll��ttiiccaa,, oobbjjeettiivviiddaadd yy ��ttiiccaa

En toda sociedad, el monopolio del poder políti-
co y económico de los medios de comunicación trae
repercusiones negativas.  La democracia económi-
ca, social y política no puede aflorar cuando pode-
res fácticos aprisionan tanto las fuerzas que pro-
mueven la inversión productiva como la participa-
ción ciudadana orientada a que las políticas públi-
cas sean el resultado de mecanismos de decisión
democrática.  De allí que pueda entenderse la preo-
cupación del gobierno frente a la actuación de los
grandes poderes mediáticos.  Dentro de un verda-
dero Estado social y democrático de derecho, los
medios de comunicación deben informar de mane-
ra objetiva, defender valores éticos y morales, con-
denar toda forma de corrupción económica, social o
política, y expresar los intereses y aspiraciones de la
mayoría de la población y no de las minorías privi-
legiadas.  Sin embargo, en este ámbito (como en el
de las relaciones del gobierno con los empresarios)
las generalizaciones también hacen daño.  Ello no
justifica que los medios, sintiéndose aludidos por
las críticas del presidente, adopten una posición de

revancha.  Si eso sucede, la tan preciada objetividad
periodística se habría perdido.  Se precisa de mesu-
ra de parte y parte.  Ningún actor en la escena
pública está al margen de influencias ideológico-
políticas.  Sin embargo, nadie puede distraerse de
sus funciones específicas.

EEll eessttiilloo ddeell ccaannddiiddaattoo yy eell eessttiilloo
ddeell pprreessiiddeennttee ddee llaa RReepp��bblliiccaa 

El presidente Rafael Correa asumió el poder
apuntalado por una fuerza social y política difusa,
heterogénea e inorgánica.  Los contenidos de su dis-
curso enfatizaban el valor de la ciudadanía, de lo
popular y nacional, de la soberanía, del cambio y la
renovación.  Su llamado se dirigió a constituir un
poder ciudadano democrático y alternativo, y a
ofrecer justicia laboral y un desarrollo económico
sustentable que resuelva los problemas de vivien-
da, educación y salud.  En sus intervenciones, estu-
vieron presentes tanto la noción de una revolución
ciudadana como valores ambientalistas y ecológi-
cos.  Todo esto fue articulado mediante un discurso
lleno de vigor, de juventud y, en algunos aspectos,
de carácter mesiánico. 

Al enfrentar a los poderes fácticos y establecidos

Los gremios empresariales bien
podr�an reconocerse como
parte integrante de un proyec-
to democr�tico y de centro-
izquierda.  ?O es que por iner-
cia o manipulaci�n ideol�gica
de los viejos sectores olig�rqui-
cos, los empresarios deben
identificarse �nica y necesaria-
mente con la derecha pol�tica?
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Cuatro lecciones de 
la consulta popular 
del quince de abril

Pablo Ospina Peralta*

* Coordinador de la Comisión de Vivencia, Fe y Política

Ala luz de la contundencia de los resultados
en la consulta popular del 15 de abril,
podemos concluir que el temor de que la

victoria del ‘sí’ fuese ajustada fue una creación de
los medios de comunicación.  Los proponentes del
‘no’ estuvieron sobreexpuestos, se insistió en la
falta de información de los votantes y se difundie-
ron encuestas que sobredimensionaban la cantidad
de indecisos o de votos nulos.  A esta sensación de
temor concurrió también la tardía presencia de la
publicidad de Alianza País a favor del ‘sí.’  Cuando
se limitó la voluntad del gobierno de participar
abiertamente en la campaña electoral, faltó la
estructura de un partido o un movimiento que
pudiera organizarla.  Si en algún momento resultó
visible la debilidad de carecer de un movimiento
político organizado, fue durante las dos semanas
previas al avasallador resultado del 15 de abril.

Esa es, sin duda, la primera lección de la consulta
popular: hace falta un movimiento político organizado.
Aunque la dificultad del triunfo del ‘sí’ resultó ser
sólo un temor infundado, la falta de un movimien-
to político es muy real y las consecuencias de esta
falta pueden ser desastrosas en el mediano y largo

plazo.  Hasta ahora la estrategia del gobierno, y su
serie de golpes al poder de la derecha política y eco-
nómica, ha sido exitosa.  La izquierda ecuatoriana
tiene muchos motivos porqué sentirse contenta en
esta coyuntura de los cien primeros días de ritmo
frenético del gobierno.  Pero conforme pasen los
meses, la necesidad de una estructura política que
sostenga colectivamente el proceso de transforma-
ción social se sentirá cada vez más.  La selección de
las candidaturas del partido de gobierno a la asam-
blea constituyente es sólo el primer desafío para la
construcción de este movimiento político.  Esta
necesidad volverá a presentarse cuando deba cons-
truir, colectivamente con todos los asambleístas
electos (que, si todo sale como espera  el gobierno,
serán en su mayoría afines a él), la nueva constitu-
ción y cuando deba conducir la política asamblea-
ria. También retornará, si toda la estrategia sale
como está planeada, cuando haya que elegir dipu-
tados y alcaldes de Alianza País.  La labor de gober-
nar se irá tornando cada vez más compleja y la difi-
cultad de construir el proceso de largo plazo en
medio de las obligaciones cotidianas de gobierno se
irá haciendo más evidente.

que sólo garantizan la continui-
dad del pasado, el estilo de
Correa ha sido radical.  Pero este
estilo, a su vez, se ha confundido
con su perfil humano: el presi-
dente ha aparecido como una
persona confrontativa.  Al res-
pecto, él mismo ha declarado
que no se trata de una estrategia
(“así soy yo, soy natural y autén-
tico en el manejo del poder”).  Si
ese es el caso, no cabe esperar un
cambio en el estilo del presiden-
te.  Sabemos aquello de ‘santo y figura hasta la
sepultura’.  Pero lo que sí podemos decirle a nues-
tro presidente es que lo que es tolerable en círculos
íntimos, de familiaridad, amistad y afecto, no lo es
en el ejercicio del poder.  Al asumir una función
pública siempre habrá que hacer un esfuerzo de
tolerancia, reconociendo que las propias acciones
siempre estarán sometidas a crítica (incluso a la más
injusta  y perversa).  El mandatario tiene que discer-
nir entre las críticas sinceras y los dardos veneno-
sos.  Sin duda alguna, Correa aparece como una
persona sincera, sencilla, con capacidad de acercar-
se a los más humildes, a los débiles, a los pobres.
Todas estas cualidades son muy valiosas.  En con-
traste, las actitudes que no van acorde con el estilo
de un presidente de la república sólo le hacen daño. 

CCoonnssttrruuiirr eell ssuujjeettoo ppooll��ttiiccoo ddee ttooddooss qquuee hhaaggaa
ppoossiibbllee qquuee llaa ppaattrriiaa sseeaa ddee ttooddooss

Para construir un proyecto nacional, solidario y
democrático, es necesario organizar una fuerza ide-
ológica y políticamente coherente, y de carácter
orgánico.  Para asegurar que esta fuerza sea cons-
truida por la concurrencia democrática de diversos
actores que compartan una misma misión estraté-
gica, no se debe actuar desde la exclusión.  Si bien
es políticamente justo (esto nadie lo discute) que el
gobierno conforme su propio movimiento o inclu-

so su propio partido, no es
menos cierta la necesidad de
reconocer que muchos ecuatoria-
nos y ecuatorianas provenimos
de otras tiendas políticas, de
otras fuentes ideológicas y orgá-
nicas, y de trayectorias históricas
diferentes.  Pero todos, al final,
estamos comprometidos en la
lucha por una sociedad libre,
solidaria, justa y democrática.

Ningún proyecto político
puede asegurar su éxito si parte

de una infinidad de fuerzas dispersas.
Consecuentemente, la conformación de un gran
partido-frente es una necesidad ineludible.  Este
partido-frente patriótico, progresista y democráti-
co, deberá ser la instancia que coordine mínima-
mente el quehacer inmediato, y también las tareas
a mediano y largo plazo.  Se trata de una necesidad
política impostergable para viabilizar una estrate-
gia sostenida de transformación del país que vaya
más allá de la acción de un sólo gobierno: la cons-
trucción de una patria ‘altiva  y soberana’ es un
proyecto histórico y social, no un asunto de coyun-
tura o de un gobierno de turno.  

Debemos construir una gran fuerza democráti-
ca, desde donde se piense y se viva la democracia
con un profundo (pero no interminable) debate
interno y con definiciones precisas de lo político
coyuntural y de lo estratégico.  Desde allí se podrá
construir el instrumento político y organizativo
que demanda el pueblo ecuatoriano.  Es decir, no
un instrumento excluyente, basado en círculos de
intimidades, y de alcance regional, sino un partido
nacional, transparente y serio.  En definitiva un
colectivo orgánico que sustente firmemente la
acción transformadora.  Sin la construcción de un
sujeto político adecuado, la posibilidad de cambio
a largo plazo se esfumará.

La conformaci�n de un gran
partido-frente es una necesi-
dad ineludible.  Este partido-
frente, patri�tico, progresista
y democr�tico, deber� ser la
instancia que coordine m�ni-
mamente el quehacer inme-
diato, y tambi�n las tareas a
mediano y largo plazo.
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Durante los días previos a las votaciones del 15
de abril, el peligro de que la población se confun-
diera y anulara su voto pareció cercano.  Este peli-
gro se ratificaba porque el voto nulo ha sido tradi-
cionalmente muy alto en las consultas populares. El
estatuto electoral para la Asamblea Nacional
Constituyente era un texto muy largo y poco cono-
cido.  La gente podía confundirse ante el texto y
anular su voto.  Pero ello no ocurrió.  Los datos del
siguiente gráfico comparan la votación nula y blan-
ca de las elecciones del 15 de abril con la votación
nula y blanca de las elecciones presidenciales reali-
zadas desde 1978.  El resultado es contundente:
durante todo el período constitucional ninguna
elección ha tenido una votación nula o blanca más
baja que la última.  

¿Cómo interpretar este resultado sorprendente?
Fue evidente que al votar, la gran mayoría de la
población no conocía el estatuto ni tuvo una idea
definida sobre los cambios constitucionales o insti-
tucionales que deben hacerse.  He aquí la tercera lec-
ción de los resultados del 15 de abril: el proceso
constituyente es tanto un ensayo de transformar la
institucionalidad cuanto un cambio en la balanza
del poder político nacional.  Más que votar por una
nueva constitución, la gente votó por un cambio en la
relación de fuerzas políticas en la sociedad. Más allá de
cualquier conocimiento detallado sobre las refor-
mas constitucionales que la asamblea pudiera reali-
zar, la gente votó por desalojar del poder político a
las camarillas oligárquicas de los partidos tradicio-
nales.  La gente confía en que el gobierno represen-

AAbbsstteennccii��nn ddee vvaarroonneess yy mmuujjeerreess eenn llaass 
eelleecccciioonneess ddeell 1155 ddee aabbrriill ddee 22000077 ppoorr pprroovviinncciiaass 

Mientras tanto, los resultados electorales del 15
de abril nos ratifican la habilidad del gobierno para
cumplir con su estrategia y su capacidad de inter-
pretar los deseos de cambios profundos que anidan
en la mente de los más pobres.  El breve análisis de
los resultados electorales que sigue, pretende resal-
tar los principales éxitos de la estrategia guberna-
mental tal como se expresan en los resultados elec-
torales.

El primer gran logro del gobierno es la bajísima
abstención registrada el 15 de abril.  Hace pocos
años, cuando las consultas populares se realizaron
fuera del calendario de elecciones generales (1994 y
1995), la abstención superó el 40%.  En contraste, la
abstención en la última consulta fue incluso ligera-
mente más baja que en las elecciones generales del

15 de octubre de 2006, cuando Rafael Correa fue
elegido presidente: bajó del 29% al 28%.  

Recordemos que la del 15 de abril fue una elec-
ción en la que mucha gente podía calcular que,
debido a que habría una siguiente elección muy
pronto, no era necesario ‘obtener el papelito’ del
certificado de votación.  A pesar de ello, la asisten-
cia fue alta.  ¿Cómo explicarlo?  Esa es la segunda
lección de la consulta popular: el gran éxito del gobierno
ha sido el aumento de la politización de la sociedad. El
proceso de polarización política de estos primeros
tres meses ha llevado a que la mayoría de la gente
sienta que en esta consulta se jugaba una votación
importante.  No era un simple acto ritual.  Los ciu-
dadanos y ciudadanas sintieron que debían asistir,
participar y dar su opinión.

La abstención se mantuvo, pues, dentro de los
rangos históricos de las votaciones en elecciones
generales.  Sin embargo, cabe acotar que una parte
importante de la abstención puede explicarse por
errores en el padrón.  Seguramente mucha gente
que ya no debería constar en el padrón todavía está

registrada como empadronada.  Como se aprecia en
el siguiente gráfico, la abstención es casi siempre
mayor entre varones y mucho mayor en las provin-
cias con la mayor emigración (Cañar y Azuay, por
ejemplo).  

AAbbsstteennccii��nn eenn ccoonnssuullttaass ppooppuullaarreess 



concentró la campaña de quienes abiertamente se
pronunciaron por el ‘no’, y donde existe una impor-
tante clase media que podía identificarse con el
temor a la inestabilidad, el enfrentamiento y la con-
frontación, el ‘sí’ venció al ‘no’ por una diferencia
de 8 a 1.  Proporción mayor a la media nacional. 

La cuarta lección de los resultados de la consulta
popular del 15 de abril es menos clara.  La estrate-
gia del gobierno para ganar el apoyo de los sectores
más pobres (adoptando medidas asistenciales, visi-
tando las provincias, descentralizando los gabine-

tes y evitando pactos o acuerdos abiertos con cual-
quier fuerza política), ha redundado en un apoyo
masivo y regionalmente parejo.  Ello podría ser una
señal inicial de que la tradicional ruptura regional del
voto ecuatoriano se está superando, por primera, vez
desde la victoria de Jaime Roldós. Estar venciendo con
inteligencia y creatividad ese quiebre estructural
que ha limitado a lo largo de los últimos treinta
años el crecimiento de la izquierda nacional, es un
mérito de este gobierno de izquierda.
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((1155 ddee aabbrriill ddee 22000077))

ta bien ese anhelo de sustituir a quienes han hecho
del Estado su propiedad particular.

Por otro lado, si comparamos la votación por el
‘sí’ a nivel nacional, el triunfo es igual de contun-
dente en todas las provincias.  Sólo en Napo (57%),
Guayas (75%), Orellana (76.8%), Los Ríos (78.4%) y
Galápagos (79.7%), la votación bajó del 80% de los
votos escrutados.  Estos resultados desnudan, por
una parte, la acción política de Lucio Gutiérrez en
Napo, Orellana y Los Ríos, y por otra parte, el
poder de las cámaras empresariales y los partidos
de la derecha en Guayas.  Pero el margen de dife-
rencia es muy pequeño.  Existe otro modo, más
adecuado, de visualizar las diferencias existentes
entre esta votación provincial tan avasalladora-

mente pareja. El siguiente gráfico presenta el núme-
ro de veces que el ‘sí’ superó al ‘no’ por provincias.
Por ejemplo, a nivel nacional, el ‘sí’ superó al ‘no’
6.6 veces.

En Azuay, Tungurahua, Loja, El Oro, Cotopaxi e
Imbabura, la diferencia entre el ‘sí’ y el ‘no’ fue de
10 a 1 (o incluso más). En Galápagos, Guayas, Napo
y Orellana, la diferencia fue de 4 a 1 (o incluso
menos).  En la importante provincia de Manabí,
donde Álvaro Noboa obtuvo una votación muy
alta, la tendencia fue similar al promedio nacional:
el ‘sí’ derrotó al ‘no’ 6 veces a 1. La ‘estrategia
manabita’ del gobierno parece haber tenido un
éxito electoral notable. No en vano la constituyente
trabajará en Montecristi. En Pichincha, donde se

VVoottaaccii��nn nnuullaa yy bbllaannccaa eenn eelleecccciioonneess pprreessiiddeenncciiaalleess:: 
pprriimmeerraass  yy sseegguunnddaass vvuueellttaass ccoommppaarraaddaass ccoonn 

llaa eelleeccccii��nn ddeell 1155 ddee aabbrriill ddee 22000077
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Como antecedente, cabe recordar
que después de la Segunda Guerra
Mundial se inició un período de
expansión del capital bajo su forma
productiva: el modelo fordista.  Esta
expansión se asentó en la confluen-
cia del ‘Estado de bienestar’ en los
países centrales con la implementa-
ción de un modelo de industrializa-
ción por sustitución de importacio-
nes (ISI), acompañado de procesos
(parciales) de reforma agraria en los países en des-
arrollo.  Este proceso “permitió crear una base
industrial en las antiguas zonas agrarias del mundo
[…]  [E]stas industrias estaban orientadas hacia los
mercados internos que se expandían con […] refor-
mas sociales […].  Pero en 30 años de expansión fue-
ron alcanzando áreas del mundo donde las refor-
mas sociales ya no eran bienvenidas para el sistema
mundial.  Los cambios sociales ganaban dimensio-
nes mucho más profundas que las aceptables por el
sistema socioeconómico dominante –el capitalismo
se sentía conminado por el contenido antiimperia-
lista y socializante del movimiento reformista mun-
dial–.  Con esto, la expansión de los mercados mun-
diales se hacía muy cara y peligrosa.”1 Este peligro
radicaba en la articulación de los procesos de indus-
trialización con el ascenso de las revoluciones de
liberación nacional que hallaban sus signos en la
derrota de EEUU en Vietnam y en el triunfo de la
Unidad Popular en Chile.

En este marco, en América del
Sur surgieron iniciativas de integra-
ción como la CAN y MERCOSUR.
Si bien estos proyectos emergieron
todavía dominados por una visión
comercial y parcial de integración
aduanera, ya anunciaban una pro-
yección hacia otros campos de la
economía.

Todo este ciclo se cerró a inicios
de los años setenta y dio paso a un

nuevo proceso.  Dos factores marcaron este giro.  De
un lado, los impactos de la revolución científico-téc-
nica y la presencia de nuevos actores sociales, colo-
caron a la humanidad ante la posibilidad de un
orden planetario más justo.  Y de otro lado, el salto
del capital hacia un nuevo ciclo bajo la forma finan-
ciera (que implica la acumulación del trabajo, del
tiempo futuro y la absorción especulativa de las
diversas formas de producción de riqueza por el
capital financiero transnacional) entró en una espiral
creciente hasta alcanzar una dimensión planetaria.

El primer impulso de este salto se dio con la
absorción de los excedentes petroleros de los seten-
ta vía la declaración unilateral del gobierno esta-
dounidense de Richard Nixon de la no-convertibili-
dad del dólar. Esta medida alteró el sistema mone-
tario acordado en Bretton Woods y generó la base
para la separación entre capital productivo y su
representación monetaria, un movimiento regresi-
vo en comparación a la constitución de los capitales
financieros en el ciclo anterior.2

La expansi�n financiera
de los pa�ses centrales,
liderada por el capital
norteamericano desde
la d�cada del setenta,
empieza a agotarse y se
abren nuevas coordena-
das para la integraci�n.

1 Theotonio Dos Santos, “Razones del auge económico mundial” El Economista, 16/2/2007  <www.ide.org.ar> 

2 La definición clásica de capital financiero, a partir de Hobson, Lenin y Luxemburgo, es la de la unidad del capital industrial con el capi-
tal bancario.  Antes, la discusión se centró en que el capital financiero también podía darse bajo la forma de la unidad del capital comer-
cial con el capital bancario.  Sin embargo, en este nuevo ciclo, al interior de esta ‘unidad’ hay una disyunción originaria: la representación
monetaria se separa de su base material y puede seguir su propio camino que adopta formas especulativas

UNASUR: 
la coordenada bolivariana

Napoleón Saltos Galarza*

UUNNAASSUURR

El 16 de abril, en el marco de la I Cumbre
Energética Suramericana celebrada en la isla
Margarita, Venezuela, los mandatarios  de 12 paí-
ses de la región decidieron conformar la Unión de
Naciones Suramericanas (UNASUR). Como lo
manifestó el presidente venezolano Hugo Chávez,
el propósito es construir  una “verdadera integra-
ción en las áreas energética, económica, política”,
superando las visiones y las prácticas parciales de
los dos proyectos de integración vigentes en la
región: la Comunidad Andina de Naciones (CAN) y
el Mercado Común del Sur  (MERCOSUR). 

LLaa ccoooorrddeennaaddaa NNoorrttee--SSuurr

Los viejos sueños de Bolívar para la integración
de América del Sur han chocado sistemáticamente
con el dominio del poder norteamericano.  La coor-
denada Norte-Sur o la actual visión imperial, se
condensa en la propuesta del Área de Libre
Comercio de las Américas (ALCA).  El hilo conduc-
tor de este proyecto es una doble subordinación de
las repúblicas latinoamericanas al poder del Estado
y de las transnacionales norteamericanas: la inte-
gración por el imperio del mercado dominado por
el capital rentista y financiero.

La propuesta del ALCA fue derrotada en la
Cumbre de las Américas, celebrada en noviembre
del 2003, por la oposición frontal de Venezuela.
Como alternativa, Venezuela propuso la conforma-
ción de la Alternativa Bolivariana de las Américas
(ALBA).  Esta iniciativa contó con el apoyo directo de
Argentina y con un apoyo condicionado de Brasil. 

En septiembre del 2004, el gobierno de Bush
buscó una salida a través de la negociación de
Tratados de Libre Comercio (TLC) bilaterales con
Colombia, Ecuador, Perú y, posteriormente, con
Bolivia.  Pero este segundo intento también ha sido
derrotado.  Apesar del alineamiento de los gobiernos
de Álvaro Uribe y Alan García, los procesos en
Colombia y Perú todavía no concluyen.  Y por otro
lado, en Ecuador y Bolivia, una larga lucha de resis-
tencia de los pueblos y de los movimientos sociales y
el triunfo de los gobiernos nacionalistas de Rafael
Correa y Evo Morales, han enterrado el proyecto
imperial.

UUnn nnuueevvoo ppeerr��ooddoo

Esta derrota señaliza el cierre de un largo ciclo.
La expansión financiera  de los países centrales,
liderada por el capital norteamericano desde la
década del setenta, empieza a agotarse y se abren
nuevas coordenadas para la integración.

* Profesor-investigador de la Universidad Central del Ecuador, ex diputado de la república
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5 Damien Mollet, Eric Toussaint, Banco Mundial. Llegó la hora de bajar la cortina…, mayo 2007  <www.rebelión.org>
6  Teodonio Dos Santos, 2007.

7  Theotonio Dos Santos, “¿Qué hacer con tanto dinero?”,  ALAI Amlatina, mayo 2007 <www.rebelión.org>. “Las reservas internaciona-
les más importantes las tiene en este momento China con 1 billón 066 mil millones de dólares.  En seguida tenemos a Rusia, con 311 mil
millones de dólares; en tercer lugar, India, con 193 mil millones de dólares; en cuarto lugar, Brasil con 106 mil millones de dólares, hasta
aquí están los BRICs; en quinto lugar, México, con 68 mil millones de dólares; en sexto lugar, Turquía con 59 mil millones de dólares; en
séptimo lugar, Argentina con 35 mil millones de dólares; en octavo lugar, Venezuela, con 34 mil millones de dólares; en noveno lugar, Chile
con 19 mil millones de dólares; en décimo lugar Colombia con 16 mil millones de dólares.”

número creciente de movimientos sociales, desacre-
ditado por el nepotismo descarado de su presiden-
te Paul Wolfowitz, sufre, al mismo tiempo, los ata-
ques de varios gobiernos de Latinoamérica que
actualmente están organizando la construcción de
un Banco del Sur, con una ideología radicalmente
diferente.  ¿Y si el golpe de gracia estuviera cerca?”5

LLaa ccoooorrddeennaaddaa EEssttee--OOeessttee 
El tiempo se mueve en espiral: retorna un ciclo

de excedentes monetarios en manos de los países
periféricos, como el que se presentó durante los
setenta bajo la forma de los petrodólares.

El desplazamiento de los capitales centrales hacia
los monopolios financieros y rentistas produce un
segundo desplazamiento en la división internacional
del trabajo: se crean nuevos polos de producción
industrial en la periferia que alteran el resultado de
la reproducción ampliada de capital.  Los impactos
de la revolución científico-técnica, sobre todo en
informática, robotización y nuevos materiales, aba-
ratan los costos de las copias de los productos indus-
triales, permitiendo el despegue de “nuevas poten-
cias [que] empiezan a amenazar los monopolios cen-
trales de la economía mundial y los excedentes
financieros conseguidos con los superavits comer-
ciales substituyen a los poderes económicos que se
pensaban totalmente estables.”6

Esto explica el surgimiento de un nuevo eje que
cobra relativa autonomía ante los ciclos del capital

central controlado por el G7 y la tríada EEUU-
Europa-Japón.  La expansión de las economías de
China, India, Brasil y Sudáfrica no entra totalmente
en la lógica de las presiones del FMI, sobre todo en el
manejo de la política monetaria.  Así, se estarían con-
formando polos que compiten con el centro y que pue-
den empezar a actuar como ejes subimperialistas en sus
respectivas zonas de influencia. 

El enorme excedente de recursos monetarios en
manos de los países en desarrollo responde a tres
fenómenos. Primero, debido al espectacular au-
mento de sus exportaciones en comparación a un
modesto crecimiento de sus importaciones, estos
países disponen de excedentes de comercio exterior
enormes.  Este fenómeno, a su vez, se vincula a la
irresponsable política de valorización del dólar que
sigue el actual gobierno de EEUU y a la entrada de
China como compradora en expansión colosal.
Segundo, el aumento espectacular de la emigración
de las poblaciones de los países periféricos hacia los
centrales genera una remesa de moneda muy gran-
de hacia los países de origen.  Y tercero, los movi-
mientos de capital dentro de la tríada de los países
desarrollados (EEUU-Europa-Japón) han disminui-
do a favor de los principales polos de crecimiento
mundial, sobre todo China.7 

Otros aspectos que ayudan a entender el debilita-
miento del capital financiero de los países centrales
son los procesos de renegociación de la deuda que
han reducido, al menos en parte, el flujo de exceden-

Este paso configuró un campo económico
nuevo para el manejo del boom petrolero.  El alza
del precio internacional del petróleo generó una
alta masa monetaria que fue cubierta con petrodó-
lares inflados por la no-convertibilidad.  Esos petro-
dólares fluctuantes, tanto por razones económicas
(la contracción y crisis del capital productivo) como
políticas (el debilitamiento de las políticas naciona-
listas sobre todo en los países árabes) no podían
encontrar espacios de inversión.  Por ello, el flujo
financiero de los países centrales cobró nuevos
impulsos: los petrodólares alimentaron la expan-
sión de la banca norteamericana y europea. 

El siguiente paso fue el endeudamiento agresivo
y fácil de los países periféricos con los fondos de
esos mismos petrodólares.  Pero a causa de una
nueva decisión unilateral de los gobiernos centrales
(el eje Reagan-Tatcher) y de las transnacionales, se
modificaron los términos iniciales de endeuda-
miento: se acortaron los plazos y se aumentaron las
tasas de interés.  Así se generó el campo para el
largo calvario de la deuda externa, un dispositivo
para un segundo período de absorción del capital
productivo a través de las políticas neoliberales de
privatización de la riqueza acumulada como pro-
piedad estatal y de flexibilización laboral para la
sobreexplotación del trabajo.  La deuda externa fue
el eslabón para la articulación de nuestro continen-
te con la expansión del capital financiero transna-
cional, y para la aceptación de las políticas neolibe-
rales promovidas por los organismos económicos
multilaterales: Fondo Monetario Internacional,
Banco Mundial y Organización Mundial del
Comercio.

Después de la caída del Muro de Berlín, la vora-
cidad y el poder del capital financiero transnacional

encontraron un tercer campo de absorción de la
riqueza: la riqueza acumulada por el ‘capitalismo
sin capitalistas’ en los países del ‘socialismo real’,
pasó a engrosar los flujos del capital financiero,
ahora globalizado.  Occidente podía proclamar el
‘fin de la historia’ y el ‘tiempo de la plenitud’.

De este modo, entramos a un nuevo ciclo de
expansión del capital, bajo su forma de globaliza-
ción financiera.  Este período se ordena en torno a
cinco líneas de monopolios transnacionales: de los
recursos naturales (sobre todo energéticos, agua y
biodiversidad); de los recursos financieros; de los
recursos bélicos (especialmente de las armas de
destrucción masiva); de los recursos de la informa-
ción y el conocimiento (sobre todo ligados a la revo-
lución científico-técnica); y de los recursos de la
comunicación.3

Sin embargo, este ciclo de globalización resultó
más corto de lo que previó la euforia de los países
centrales y las transnacionales.  La naturaleza del
capitalismo, agudizada por el carácter especulativo
de su forma financiera4, se bifurca en un nuevo
curso de contradicciones entre la capacidad produc-
tiva de la humanidad y la apropiación monopólica
de la riqueza en manos de las transnacionales.  La
expansión del poder estadounidense por el predo-
minio militar, ha desembocado en una doble derro-
ta con impactos decisivos sobre el nuevo ordena-
miento mundial: una derrota militar en Iraq y una
derrota política en América Latina.

Los hilos económicos de la dominación Norte-
Sur se debilitan y abren un espacio propicio para
una integración diferente.  El signo es el ocaso de
los organismos económicos multilaterales. “El
Banco Mundial atraviesa el peor período de su his-
toria. Más débil que nunca, rechazado por un

3 Samir Amin, Los desafíos de la globalización, Siglo XXI, México, 1997.
4 Un ciclo anual del capital productivo y comercial equivale a un ciclo diario del capital financiero.



tes; la cancelación de la deuda de
algunos países con los organismos
económicos multilaterales que ha
reducido la capacidad de presión
de los últimos; los nuevos esfuer-
zos de gobiernos progresistas por
crear sistemas bancarios propios en
el Sur; y, finalmente, la creciente
oposición entre los intereses del
capital bancario y financiero y los
del sector productivo que se
encuentra ahogado por los altos
intereses.

Estos procesos abren una nue-
va coordenada para la integración
en el eje Este-Oeste.  En nuestro
país, el signo de está integración lo hallamos en el
enlace de China y Brasil a través del eje Manaos-
Manta, y del paso de la Base de Manta al Puerto de
Manta.

La fuerza dirigente de esta nueva integración en
América del Sur reside en el poder del capital y el
Estado brasileños.  La dinámica de esta integración
se mueve en una doble línea: un relativo distancia-
miento y negociación con el imperialismo nortea-
mericano coincide con el surgimiento de nuevas
formas de sub-imperialismo en la región. Petrobras,
una empresa transnacional con cobertura estatal,
cifra esta forma de sub-imperialismo.

LLaa ccoooorrddeennaaddaa bboolliivvaarriiaannaa

No sólo en el Ecuador sino en toda América
Latina, vivimos un período de transición desde el
viejo Estado liberal y las herencias coloniales y neo-
coloniales, hacia un nuevo poder constituyente.  Un
elemento decisivo de este paso es la búsqueda de
una nueva integración regional.  La característica de

toda transición es el entrecruza-
miento del viejo proceso político
y económico que busca reacomo-
darse y prolongarse, con las nue-
vas fuerzas que buscan un cam-
bio aunque todavía no logren
imponer su orientación. Toda
transición está marcada por la
angustia y la esperanza.

El eslabón perdido (y hoy
reencontrado) de esta perspecti-
va es la soberanía, no sólo nacio-
nal, sino también popular y
regional.  Ya no se trata de una
visión estatista de la soberanía,
como la impulsada en los años

sesenta en nuestro continente (cuando el modelo ISI
se articulaba con las doctrinas de seguridad nacio-
nal).  Ahora la recuperación de la soberanía nacional
se fundamenta en la soberanía popular, en el poder
constituyente del soberano originario, para sentar
las bases de nuevas normas y de una nueva institu-
cionalidad del Estado, y se proyecta a una soberanía
regional compartida. Esta última constituye el esla-
bón necesario para participar en un nuevo orden
mundial justo y pacífico.

El dominio del pensamiento único bajo la forma
del ‘consenso de Washington’, impuso la visión y la
práctica del Estado mínimo en los países periféricos,
en nombre de la autorregulación del mercado libre.
El resultado fue la renuncia a la soberanía nacional
y su transformación de derecho a capacidad.  Bajo la
visión imperial de George W. Bush, el nuevo orden
mundial estaría distribuido en países fuertes, países
débiles y países basura, definidos como tales a par-
tir de la capacidad de ejercer su ‘soberanía’  (enten-
dida, ante todo, como la capacidad de enfrentar las
amenazas del terrorismo y del narcotráfico).8 

Pero los cálculos imperiales no se han realizado.
Más bien, asistimos a un cambio del mapa político
de América Latina, con el surgimiento de diversos
gobiernos más autónomos con respecto al poder
norteamericano.  La combinación de la base mate-
rial-económica, expresada en el control de enormes
excedentes monetarios en manos de los países en
desarrollo, con la base política, expresada en el
debilitamiento del eje Norte-Sur y el surgimiento de
gobiernos más autónomos, abre condiciones para
otra integración posible.

El debate, entonces, se centra en el carácter de
esta otra integración.  La disyuntiva central la halla-
mos en la posibilidad de articularnos a la coordena-
da Este-Oeste (China-Brasil) o en construir una
coordenada autocentrada bolivariana, que se expre-
saría en iniciativas como la creación del Banco del
Sur, para manejar los excedentes monetarios, el
Tratado Energético Suramericano, para manejar
soberanamente los recursos energéticos, y TVSUR,
para construir una soberanía comunicativa.

En medio de esta disyuntiva, UNASUR marca el
alejamiento del primer eje dominado por el merca-
do financiero y rentista y abre paso a una visión del
desarrollo articulada a la dimensión de la vida y de
la humanidad.

EEll eessllaabb��nn eeccuuaattoorriiaannoo
Ecuador pasa a jugar un papel

clave en esta disyuntiva. La larga
resistencia social y el triunfo de
Rafael Correa detuvieron el cierre del
círculo andino alineado con Bush.  La
derrota del TLC y la declaratoria de
caducidad del contrato con la OXY
han sido los símbolos de este triunfo.

En este contexto, el gobierno de
Correa enfrenta una opción crucial.
La definición frente a la explotación
del yacimiento hidrocarburífero

Ishpingo-Tambococha-Tiputini (ITT) es clave.  El
ITT alberga la más importante reserva de crudo
pesado del país, alrededor de mil millones de barri-
les, y está ubicado dentro del Parque Yasuní, una de
las más importantes reservas de biosfera en el
mundo.  Inicial-mente, el presidente respaldó la
tesis del presidente ejecutivo de Petroecuador que
apuntaba a celebrar un acuerdo con Petrobras-Sino-
pec-Enap para la explotación del ITT.  Pero luego,
ante la resistencia de los movimientos sociales y la
oposición del ministro de Energía, Alberto Acosta,
el presidente se ha visto obligado a abrir otras posi-
bilidades: 1) la no explotación del crudo a cambio
del pago del 50% de los posibles ingresos, como
parte de una política ambiental global;  2) la explo-
tación directa a cargo de Petroecuador;  y, 3) la aper-
tura a la participación de otras empresas estatales,
como PDVSA.

En la Cumbre Energética de Margarita, los go-
biernos de Ecuador y Venezuela dieron pasos hacia
la concreción de un tratado energético que podría
incluir una salida audaz y soberana: la creación de
una empresa mixta entre Petroecuador Y PDVSA
para explotar, conjuntamente, el ITT y un campo
similar en el Orinoco.  Este consorcio se proyectaría,
además, hacia otros aspectos de la economía petro-
lera, como la comercialización y la refinación.  El
adelanto de esta propuesta contrasta con el retraso

del marco jurídico para poder reali-
zarla. Ello exige una alta voluntad
política de cambio tanto en el ejecuti-
vo como en los otros poderes y tam-
bién en la sociedad.

La decisión frente a la disyuntiva
entre la coordenada Este-Oeste (Man-
ta-Manaos o China-Brasil) y la coor-
denada bolivariana marcará el carác-
ter del proyecto económico para
nuestro país en la próxima asamblea
constituyente.
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La disyuntiva central
la hallamos en la posi-
bilidad de articularnos
a la coordenada Este-
Oeste (China-Brasil) o
en construir una coor-
denada autocentrada
bolivarina.

La expansi�n de las econom�-
as de China, India, Brasil y
Sud�frica no entra totalmen-
te en la l�gica de las presio-
nes del FMI, sobre todo en el
manejo de la pol�tica mone-
taria.  As�, se estar�an confor-
mando polos que compiten
con el centro y que pueden
empezar a actuar como ejes
sub-imperialistas en sus res-
pectivas zonas de influencia. 

8.   George W. Bush, Doctrina de Seguridad Nacional de los Estados Unidos de Norteamérica, Washington, septiembre de 2002.



Durante los últimos 28 años, la politiquería
venía degenerando en tal magnitud a la
política y a la democracia que la mayoría

de entidades del Estado, secuestradas por la ‘parti-
docracia’, se encontraban severamente afectadas
por el desprestigio y la falta de credibilidad.  Hasta
noviembre de 2006, nos sentíamos en un país agó-
nico, asolado por la corrupción, el centralismo, la
inequidad y el clientelismo. Pero la victoria de
Rafael Correa Delgado, en nombre de las fuerzas
ciudadanas y políticas comprometidas con un cam-
bio profundo y radical, transformó esa agonía en
esperanza.  Este sentimiento fue refrendado hace
pocas semanas con la arrolladora victoria del ‘sí’ en
la consulta popular.

Actualmente nos encontramos a las puertas de
una ‘revolución ciudadana’ final y decisiva.  Ello,
indudablemente, requiere de un gran acuerdo ciu-
dadano a nivel nacional donde prime el interés
común sobre el particular y donde todas las repre-

sentaciones populares sean propuestas y aceptadas
democráticamente.  En este proceso, necesitamos
crear mecanismos de veeduría pública. Adicional-
mente, cuando no existan acuerdos mayoritarios, las
decisiones podrán tomarse mediante consultas
populares abiertas.  Sólo así se alentará el surgi-
miento de una nueva política llena de legitimidad.

Como parte de este proceso, los integrantes de
Ciudadanos Nuevo País ya hemos llegado a un pri-
mer y exigente acuerdo junto a las agrupaciones
Alianza País y Alternativa Democrática.  Este
‘Acuerdo País’, como lo hemos denominado, se
nutrirá de muchas experiencias y de miles de espe-
ranzas e ilusiones.  En lo que sigue, expongo las
razones que, desde las experiencias vividas por
Ciudadanos Nuevo País, fundamentan nuestra
confluencia y coincidencia con los otros dos movi-
mientos que han explicitado su compromiso mili-
tante con este gran proyecto de cambio ciudadano.
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LLooss pprriimmeerrooss ppaassooss 

Los ciudadanos que en 1996 reclamábamos el
derecho a participar políticamente, no sólo quería-
mos ser candidatos sino convertirnos en protago-
nistas de un cambio radical.1 Guiados por los tres
mandatos básicos y ancestrales, ama quilla, ama llu-
lla, ama shua (no ser ocioso, no mentir, no robar),
ideamos cuatro revoluciones ciudadanas: revolu-
ción ética, económica, ecológica y educativa.
Asimismo, propusimos 21 tesis para superar las
inequidades e injusticias y avanzar en la construc-
ción colectiva de ese ‘Nuevo País’ que sigue siendo
el objetivo de todos y todas.

Creíamos y creemos que la  herramienta ciuda-
dana más poderosa es una asamblea constituyente
que permita crear las condiciones para efectivizar
ese cambio radical y reflejarlo en
una nueva constitución.  Sin
embargo, ese sólo será el
comienzo.  La gran tarea comen-
zará inmediatamente después
de que se cierre la constituyente
y se apruebe la constitución.
Para concretar nuestros dere-
chos y ejercer el control y la
supervigilancia de nuestros
deberes, las ideas directrices y
rectoras plasmadas en la nueva
constitución tendrán que des-
arrollarse con tenacidad y com-
promiso durante los próximos
años en el nuevo Congreso, la

nueva administración de justicia y en toda la nueva
institucionalidad que surja.  No olvidemos que la
asamblea es apenas un medio para el cambio recla-
mado por el país.  Las transformaciones verdaderas
y concretas las iremos realizando con nuevas con-
ductas y actitudes en nuestras actividades cotidia-
nas.  Para conseguir igualdad de oportunidades y
bienestar, tendremos que aprender a 'vivir más’ con
menos derroche, consumismo y agresiones ambien-
tales.   

DDee llooss ddiicchhooss aa llooss hheecchhooss

Los ‘dichos’ de 1996 son,  once años después,
expresiones reales de caminos recorridos.  Aunque
de manera parcial e incompleta, esos sueños se han
concretado.  Las nuevas fuerzas políticas que sur-

gieron en 1996, pudieron acce-
der a la administración de
gobiernos locales y provincia-
les.2 Entre los ejemplos de esos
cambios pensados, dirigidos y
concretados por liderazgos ciu-
dadanos que, conciliando la
ética con la política, consiguie-
ron impulsar formas inéditas
de organización y participación
ciudadana, se pueden destacar
las alcaldías de Cuenca (1996-
2004) y las de Cotacachi y
Otavalo (1996-2008).  

Desde un inicio, los cambios
fueron pensados: la radicalidad
y el compromiso siempre ten-

1 Para nosotros ser ciudadano o ciudadana consiste en haber logrado politizar de tal manera nuestras vidas que estamos dispuestos a
defender, hasta con la vida, nuestros derechos individuales y colectivos.  Al mismo tiempo, comprendemos que bajo un Estado social de
derecho aquellos derechos se garantizan por el cumplimiento de nuestros deberes.  Valga la acotación, pues en las múltiples acepciones
de nuestro idioma, con frecuencia restringimos los términos ciudadano  o ciudadana a  ‘vecinos de una ciudad’.
2 En  la conducción del Estado central no se han desarrollado políticas diferentes.  La ‘partidocracia’ siempre consiguió interrumpir o
‘abortar’ toda iniciativa de cambio nacional.  En este nivel de gobierno, sólo se distinguen contados ministros diferentes.

‘Acuerdo País’: 
una opción ciudadana radical

Fernando Cordero Cueva*

* Ex alcalde Cuenca, ex decano de la Facultad de Arquitectura, ex vicepresidente de la
Organización de las Ciudades del Patrimonio Mundial (OCPM), diputado de la república.  

ÒÒNNoo ppuueeddee hhaabbeerr ppaattrriioottiissmmoo ssiinn lliibbeerrttaadd;; nnii lliibbeerr--
ttaadd ssiinn vviirrttuudd;; nnii vviirrttuudd ssiinn cciiuuddaaddaannooss.. CCrreeaa cciiuu--
ddaaddaannooss yy tteennddrr��ss  ttooddoo lloo qquuee nneecceessiittaass;; ssiinn eellllooss
nnoo tteennddrr��ss  ssiinnoo eessccllaavvooss eennvviilleecciiddooss,, ddeessddee llooss
ggoobbeerrnnaanntteess ddeell EEssttaaddoo hhaacciiaa aabbaajjoo..ÓÓ

JJeeaann-- JJaaccqquueess RRoouusssseeaauu

La gran tarea comenzar�
inmediatamente despu�s de
que se cierre la constituyente
y se apruebe la constituci�n.
Para concretar nuestros
derechos y ejercer el control
y la supervigilancia de nues-
tros deberes, las ideas direc-
trices y rectoras plasmadas
en la nueva constituci�n ten-
dr�n que desarrollarse con
tenacidad y compromiso



3  Ver “Cuenca: una ciudad en serio” Informe de Labores 2000-2004  (Cuenca: Municipalidad de Cuenca, Enero 2005).  
4  Ver el Plan de Gobierno de Alianza País. 

dades, las culturas, y el medio ambiente.
Para ello se propone:

-  El respeto irrestricto a los derechos humanos y el
reconocimiento de su naturaleza progresiva a
partir de aquellos derechos ya conquistados.  En
ningún caso debe permitirse que la asamblea
signifique un retroceso en estos derechos que
son un patrimonio histórico de los diferentes
sectores sociales del Ecuador.

-  La construcción de una nueva institucionalidad
democrática que garantice, materialice y proteja
efectivamente los derechos humanos reconoci-
dos en la nueva constitución.

-  La necesidad de terminar con las lógicas corpo-
rativas y de intereses partidistas representadas
en la gestión del Estado.  Todos los órganos de
control deben actuar de forma independiente y
con apego al derecho.

-  El mejoramiento y ampliación de los canales y
mecanismos de participación ciudadana. 

-  La lucha contra la corrupción, la transparencia
en la gestión pública, la rendición de cuentas de
todos los funcionarios, y la revocatoria del man-
dato para todos los cargos de elección popular.

-  El diseño de un modelo de Estado que busque el
desarrollo armónico para que no tengamos terri-
torios ricos y territorios pobres.  Se debe acercar
el poder y los servicios a la ciudadanía e impul-
sar el desarrollo local asegurando, también, las
responsabilidades irrenunciables del Estado

central.  También se deben definir las grandes
políticas, generar cohesión nacional y garantizar
la distribución equitativa de los recursos.

-  La generación de un modelo de economía soli-
daria, que privilegie la producción y la genera-
ción de empleo.

-  La solidaridad intergeneracional a través del
cuidado, la protección y el aprovechamiento res-
ponsable del medio ambiente y sus recursos.

A partir de estas coincidencias sobre las que se
funda ‘Acuerdo País’, convocamos a todos los ecua-
torianos y ecuatorianas comprometidos con la
construcción de un Ecuador soberano, justo y soli-
dario.

‘Acuerdo País’ es un paso fundamental para
aglutinar a todas las tendencias ciudadanas con la
mirada puesta en el horizonte y no en el ‘retrovisor’
de la historia.  Nos nutrimos del pasado y del pre-
sente, pero la gran tarea inmediata es dar los pasos
necesarios y estratégicos para avanzar, sin prejui-
cios, sin triunfalismos, y sin exclusiones pero siem-
pre con una sola bandera que nos cobije.   Esta ban-
dera no es otra que la lealtad a los principios.
‘Acuerdo País’ es un acuerdo con la vida, un acuer-
do con la solidaridad, un acuerdo con la justicia y la
equidad.  Con nuestros esfuerzos, compromisos y
cambios de actitud podemos derrotar a la ‘partido-
cracia’, a la politiquería, al centralismo, a la corrup-
ción y la mediocridad y, así, conducir al Ecuador
hacia la igualdad y bienestar para todos y todas.
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drán en la planificación una gran aliada.  Más ade-
lante, las transformaciones se fueron materializan-
do.  Esto implicó la mejoría progresiva y permanen-
temente de las condiciones de vida de todos y
todas.  Como parte de un proceso endógeno y
ascendente, cada vez se involucró a más personas.
Esta experiencia sirvió, a su vez, para re-conceptuar
el rol del Estado central y  obligarle, poco a poco, a
desistir de su modelo exógeno, vertical, populista y
clientelar.  Desde el nivel local, hemos suscitado la
reflexión sobre el papel que tiene el Estado central
como rector y generador de políticas complementa-
rias y subsidiarias que, sin descuidar el desarrollo
nacional, propicien un verdadero desarrollo local
integral.3

EEll NNuueevvoo PPaa��ss:: llaa eessppeerraannzzaa ccoommoo mmoottoorr ddee
lluucchhaa ccoonnttrraa llaa ÔÔppaarrttiiddooccrraacciiaaÕÕ

Cuando en el año 2006 surge la candidatura pre-
sidencial de Rafael Correa en nombre de los ciuda-
danos, los anhelos de cambio, frustrados una y otra
vez por las mañas y trampas de la ‘partidocracia’,
adquirieron una nueva y contagiosa vitalidad.  Esta
nueva esperanza no se detiene ante ningún obstá-
culo.  Con un lenguaje equivalente pero renovado
por una década de avances ciudadanos, hoy se
vuelve a proponer que soñemos con un nuevo país
y con una sociedad más justa, equitativa y solida-
ria, que sea capaz de inventar el socialismo del
siglo XXI.4

A diferencia de la experiencia de 1996 y los años
siguientes, esta nueva versión de liderazgo ciuda-
dano ha tenido la virtud de congregar e incentivar
múltiples formas de organización (familiar, barrial
y parroquial) a lo largo y ancho de todo el Ecuador

urbano y rural.  De este modo, se ha propiciado el
surgimiento de conductas políticas que, en forma
coherente y militante, respaldan el proyecto políti-
co de cambio y a su líder más visible.

ÔÔAAccuueerrddoo PPaa��ssÕÕ:: lleeaallttaadd aa llooss pprriinncciippiiooss yy ccoomm--
pprroommiissoo ppaarraa sseerr aaccttoorreess ddiirreeccttooss ddeell ccaammbbiioo

El pasado jueves 10 de mayo, los movimientos
políticos Alianza País, Ciudadanos Nuevo País y
Alternativa Democrática, manifestamos nuestra
voluntad de unir esfuerzos individuales y colecti-
vos para avanzar en la construcción de una demo-
cracia participativa, capaz de transformar radical-
mente las actuales condiciones de inequidad e
injusticia.  Una semana después, las primeras eva-
luaciones de este acuerdo son estimulantes y están
propiciando adhesiones de casi todos los movi-
mientos ciudadanos del Ecuador.  Las pocas  auto-
exclusiones frente a este proceso responden, mayo-
ritariamente, a prejuicios o a la reiteración de pro-
puestas extremistas carentes de respaldo popular. 

A continuación transcribo la síntesis utilizada en
la presentación pública de este acuerdo.

‘Acuerdo País’ es un paso importante en la
construcción de un acuerdo político amplio y
democrático, capaz de generar en la Asam-
blea Nacional Constituyente y, también des-
pués de ella, las condiciones necesarias para
el bienestar de todos y todas, para la recupe-
ración de lo público, y para la democratiza-
ción del Estado y de la sociedad. 
La nueva constitución debe superar la reduc-
ción Estado-mercado para reconocer una rea-
lidad más compleja en la que actúan el Es-
tado, el mercado, los individuos, las comuni-



abiertamente en contra de la asamblea, pues hacer-
lo hubiera implicado problemas futuros en el proce-
so electoral para elegir asambleístas.  

Sin embargo, en la elección que ya tenemos por
delante, las maquinarias electorales sin duda des-
plegarán todas sus capacidades.  A ello debemos
agregar un elemento importante: ya que el Estado
financiará la publicidad electoral de los candidatos
en los medios masivos, la campaña va a ser em-
prendida por estructuras organizativas.  ¿Quiénes
tienen capacidad para sostener un proceso de esas
características?  Pues aquellos actores que reciente-
mente construyeron su maquinaria electoral en la
última elección legislativa y presidencial.  En ese
sentido, sería un error no reconocer la importancia
del movimiento político que llevó al poder a Rafael
Correa.  Alianza País es un actor fundamental para
viabilizar la presencia política en la asamblea de
actores de izquierda diferenciados de los partidos
tradicionales.  

Cabe enfatizar que es fundamental generar una
fuerza política con capacidad de sostener las pro-
puestas dentro de la asamblea y que pueda garanti-
zar, después de ella, la vigencia de la constitución
en el tiempo.  En otros términos, la constituyente
también debe servir para construir un actor político
que defienda el acuerdo constitucional (algo que
nunca ha sucedido en estos últimos 25 años).  

Se debe señalar que el discurso del cambio no ha
sido monopolio del gobierno ni del presidente
Correa.  Sin embargo, con el antecedente de su lide-
razgo en campaña, y actuando ya como un actor
real de poder, el nuevo gobierno ha impulsado las
condiciones para superar la férrea oposición del
establecimiento más conservador y hacer realidad
el instrumento político del cambio (la asamblea
constituyente).  Desde el pragmatismo, la compren-
sión de ese fenómeno ha hecho que varias fuerzas
políticas analicen la posibilidad de conformar una

alianza con miras al proceso electoral constituyente.
Ello permitiría viabilizar el impulso de una pro-
puesta de izquierda profundamente respetuosa de
la democracia y que garantice una participación
real en la constituyente.    

Desde la perspectiva de Alternativa Democrática,
estos son los temas fundamentales que sustentan la
necesidad de una alianza.  Como organización polí-
tica contamos con propuestas y objetivos ha ser
impulsados dentro de la asamblea (en su momento,
estos puntos ya se presentaron ante la comisión del
Consejo de Universidades y Escuelas Politécnicas).
Alrededor de esas tesis, podemos construir acuerdos
con otras organizaciones de la tendencia con el fin de
impulsar una propuesta común en la constituyente
que, además, se articule con un fuerte proceso de
participación ciudadana.  En este marco, las siguien-
tes organizaciones políticas firmamos un acuerdo
político: Alianza País (Patria Altiva y Soberana -
PAÍS-, Acción Democrática Nacional -ADN-,
Iniciativa Ciudadana y Movimiento Ciudadano por
la Nueva Democracia), Ciudadanos Nuevo País y
Alternativa Democrática.  

Nuestro objetivo es unir esfuerzos individuales
y colectivos para avanzar en la construcción de una
democracia participativa, capaz de transformar
radicalmente las actuales condiciones de inequidad
e injusticia.  La iniciativa de crear este ‘Acuerdo
País’ nos permite avanzar en la construcción de un
actor político que actúe con fuerza y decisión a par-
tir de algunas tesis compartidas.   En términos gene-
rales, el proceso de cambio que defendemos pasa
por la creación de las condiciones necesarias para el
bienestar de todos y todas, por la recuperación de lo
público, y por la democratización del Estado y de la
sociedad.  Estas tesis serán impulsadas democráti-
camente dentro de un amplio debate nacional, con
miras a construir un nuevo pacto social que refleje
un país soberano, justo y solidario.

40 41

La responsabilidad de ir juntos a la Asamblea Constituyente

La Asamblea Nacional Constituyente plantea
retos que, por su magnitud, deben ser asumi-
dos en común.  Frente a este desafío, debemos

reflexionar sobre dos puntos.  Primero, sobre el pro-
ceso de construcción de un acuerdo político que sea
elevado a nivel constitucional.  Y segundo, sobre el
proceso electoral para contar con representantes en
la asamblea.

En el primer caso, existen dos niveles que deben
estar interrelacionados. El de la asamblea constitu-
yente (un cuerpo colegiado integrado por represen-
tantes electos por votación popular, universal y
directa) y el de la sociedad en su conjunto.  En
ambos niveles es igualmente necesario construir un
amplio consenso sobre los temas clave que se desea
impulsar a través de la nueva constitución.  Con
respecto a la ciudadanía, específicamente, es nece-
sario organizar mesas temáticas que recojan pro-
puestas.  Asimismo, se debe informar y explicar a la
población sobre los puntos de la reforma, y mante-
ner un proceso de movilización ciudadana que vigi-
le y acompañe, desde afuera, el proceso al interior
de la constituyente.  Adicionalmente, debemos esta-
blecer canales eficientes de comunicación, no sólo
con aquellos ciudadanos que se identifiquen con
propuestas provenientes de la izquierda, sino con
otros sectores sociales.  De este modo, podremos
construir espacios de diálogo que expliquen y sus-
tenten las propuestas de la tendencia.

Se trata, entonces, de sustentar un proceso parti-
cipativo que involucre a la ciudadanía en la discu-
sión constituyente.  Para levantar una discusión de
esas características, la unidad es fundamental: el
momento exige la convergencia de un sinnúmero
de esfuerzos y de energía social para que la asam-
blea constituyente sea en realidad un instrumento
político de cambio.  Si bien la izquierda, histórica-
mente, no ha logrado forjar una unidad electoral
que aglutine a toda la tendencia, al parecer por lo
menos podrá converger en algunas tesis a ser
impulsadas más allá de quiénes resulten favoreci-
dos en las urnas por uno u otro movimiento.  En ese
sentido, Alternativa Democrática ha avanzado en
construir este espacio de encuentro con otras fuer-
zas de la tendencia.

Ahora bien, el segundo punto sobre el que debe-
mos reflexionar se refiere a la elección de asamble-
ístas.  El nuevo proceso electoral es distinto al que
se realizó el pasado 15 de abril.  Por un lado, en la
consulta popular se le preguntó al pueblo ecuato-
riano si quería o no que se instale una asamblea
constituyente y si aprobaba las reglas de su convo-
catoria y funcionamiento. En esa elección, las
maquinarias de los partidos no trabajaron con toda
su capacidad pues las dirigencias partidarias esta-
ban conscientes del amplio respaldo del ‘sí’ entre la
población.  Con la excepción de la Democracia
Cristiana, los demás partidos se cuidaron de actuar

La responsabilidad de ir juntos a la
Asamblea Nacional Constituyente

Norman Wray*

* Miembro de Alternativa Democrática



La iniciativa neoliberal, por su parte, apuntó a corre-
gir la deriva socializante del capitalismo regulado.
Inauguró así una línea de políticas restrictivas que
apuntaban a regresar a un modelo de concentración
excluyente y de radical innovación tecnológica,
cuya variable clave era la reducción de costos en el
proceso productivo.   El reformismo capitalista fra-
casó, no tanto como resultado de las fuerzas que lo
impugnaron, sino por la incapacidad de las clases
dirigentes que intentaron llevarlo a cabo.  La retira-
da estratégica de la iniciativa del capitalismo refor-
mista, fenómeno que es reconocible a nivel global, se
activa mediante la iniciativa neoliberal, que aparece
como un regreso neoconservador a la lógica absolu-
tista del dominio.  En América Latina, los logros del

reformismo capitalista aparecen como pálidos refle-
jos de las conquistas históricas que alcanzaron los
‘Estados de Bienestar’ en Europa.  Por ello, el fraca-
so del neoliberalismo es doblemente aparatoso: el
desmontaje de las tibias políticas expansivas e inclu-
sivas desatan procesos de movilización de nuevas
fuerzas sociales y de actores que emergen en una
lógica de fuerte politización, mientras la región ter-
mina el milenio con los más altos índices de inequi-
dad a nivel global.  El regreso del protagonismo de
la izquierda en la región aparece entonces como
resultado, tanto de las malas maniobras capitalistas,
como de la irrupción de fuerzas y actores sociales
que emergen como efectos de movilización desata-
dos por el mismo capitalismo. 
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Algunas interpretaciones aparecen como nece-
sarias al tratar de discernir el fenómeno de la ree-
mergencia de la izquierda en América Latina.  El
fracaso de los modelos de desarrollo del capitalis-
mo latinoamericano, tanto en su versión neokeyne-
siana como en su versión neoliberal, incide en la
conformación de un cuerpo social abigarrado, mul-
tiforme y altamente politizado pero que no cristali-
za en una configuración relativamente uniforme
(como fue la clase obrera tradicional, referente de
las acciones teóricas y prácticas de la izquierda his-
tórica).  La inexistente iniciativa capitalista latinoa-
mericana en un contexto de alta y dinámica inte-
gración global, deja nuevamente a la región en una
condición subordinada y dependiente frente a los
procesos de integración.  Es en este contexto que
emerge el protagonismo de la izquierda latinoame-
ricana. Este contexto, a su vez, está marcado por un
fuerte recambio de las élites al poder y por el ingre-
so en la arena política de nuevos actores que pre-

sentan una estructuración social marcadamente
diferenciada.  Esto último se expresa en el carácter
no homogéneo de la composición ideológica y polí-
tica de las izquierdas latinoamericanas.  En efecto,
éstas van desde posturas de corte etnicista de rai-
gambre milenarista, como en el caso boliviano, a
derivaciones nacional-populares como el neo-pero-
nismo de Kirchner;  desde posturas jacobinas de
corte populista, como las lideradas por Chávez en
Venezuela, a posturas tecnocrático-populistas
como las de Correa en Ecuador, o a definiciones
más claramente tecnocráticas pero con proyeccio-
nes de inclusión social, como en el caso de Lula en
Brasil o Bachelet en Chile.   La diferenciación entre
izquierda y derecha, que parecía eclipsarse a nivel
global durante los años ochenta, ahora parece reco-
brar nuevos bríos.  Esta distinción que empezaba a
perder sus perfiles de repente recupera su sentido,
y lo hace en el contexto latinoamericano.  ¿Cuáles
son los rasgos que definen a la izquierda latinoa-
mericana en el momento actual?  ¿Qué significa ser
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Si bien el panorama de las izquierdas es fuerte-
mente diferenciado, el debate actual tiende a reducir
esa diferenciación en dos grandes agregaciones: el
polo populista o el polo tecnocrático. Ambas ten-
dencias están presentes en los distintos casos latino-
americanos, aunque su énfasis es distinto en cada
realidad nacional.  En el primer caso, el referente
parece ser la izquierda de Chávez, y en el segundo,
la izquierda chilena de Lagos y Bachelet.  Veamos
ahora los casos que tienden más hacia el populismo.
Las cartas de presentación de la autodenominada
‘nueva izquierda latinoamericana’ impulsora del
‘socialismo del siglo XXI’, son las mismas que en los
años sesenta presentara el movimiento guerrillero
de Fidel Castro al asaltar el cuartel Moncada.  Los
exponentes de esta ‘nueva izquierda’ se remiten a la
figura de Castro, la cual funciona como ícono inte-
grador que compacta adhesiones. Especialmente el
coronel Hugo Chávez, se atribuye el rol de conti-
nuador del mito revolucionario.  Solamente que en
su caso no fue necesaria ni la marcha por la Sierra
Maestra, ni el asalto al cuartel Moncada.  Fue sufi-

ciente un ‘pequeño empujón’ a la maltrecha institu-
cionalidad democrática venezolana, ocupada por
viejas oligarquías ‘remozadas’, que fungieron de
fuerzas modernizadoras pero que no eran sino
expresiones maquilladas del ancien régime. Con su
coreografía de cantos a la patria, de colores encendi-
dos y de banderas, Chávez aparece como el restau-
rador del mito revolucionario en la lucha antioligár-
quica.  Pero lo que recupera no es precisamente la
tradición de la izquierda, sino la de las luchas del
liberalismo revolucionario. No casualmente la
reconstrucción del mito realizada por Chávez es la
del bolivarianismo.  De modo similar, Rafael Correa
y Evo Morales recurren, respectivamente, al alfaris-
mo y al milenarismo étnico.   Y si de mitos se trata,
la otra mitología a la que acude esta corriente es la
de la convocatoria popular.  La ‘ficción del pueblo’
funciona aquí como mecanismo de compactación y
neutralización política de la diversidad constitutiva
de la composición social que tiende a ser cada vez
más diferenciada.  Quien compacta esta diversidad
es el líder carismático.  En esta construcción, el ‘pue-
blo’ aparece como cargado de ‘virtudes morales

3

de izquierda en este nuevo contexto?
El fracaso de las dos estrategias adoptadas por el

capitalismo contemporáneo, tanto la iniciativa neo-
keynesiana como la neoliberal, aparecen como el
trasfondo de la reaparición de la izquierda luego de
su virtual silencio durante los años ochenta y
noventa.  Ya entrados los años ochenta, el impulso

de las políticas expansivas destinado a integrar en
los procesos de gestión a la contraparte contestata-
ria mediante un abierto protagonismo de la política
social y a través de reconversiones productivas que
potenciaran los mercados internos, había fracasado.
La crisis fiscal y de endeudamiento externo de las
economías latinoamericanas evidenció este fracaso.

ACTUALIDAD DE LAS IZQUIERDAS



La izquierda tuvo su filiación en el liberalismo,
de allí que esta operación de recuperación de íconos
revolucionarios liberales no sea del todo descabella-
da.  En realidad, la izquierda antes de ser marxista
fue liberal y su origen es jacobino.  Quienes se senta-
ron a la izquierda en la Asamblea el 28 de agosto de
1789,  fueron aquellos que se opusieron a la perma-
nencia del veto real, mientras quienes lo defendían
ocuparon la parte derecha de la sala.  Una casuali-
dad momentánea en la historia pero que luego se
cargará de significaciones profundas: la izquierda
como espacio de movimiento, comprometida con el
cambio y la transformación;  la derecha, como espa-
cio del status quo y del orden.  Así comienza a deli-
nearse un dualismo que tiene raíces ideológicas pro-
fundas y, en muchos casos, derivaciones de carácter
religioso.  Si bien la izquierda se presenta como
defensora del cambio y del movimiento, su estructu-
ra ideológica permanece conservadora.  La izquier-
da se vuelve defensora de la idea de un ‘orden natu-
ral’ que debe ser preservado, de una ‘razón natural’
que debe ser emancipada pero que está allí en la pro-
fundidad de la consciencia subjetiva.   La idea del
orden natural y del bien como sustancia constitutiva

de la vida social aparece como el paradigma central
de la izquierda.  De aquí emerge su programa polí-
tico de rescate de esa naturalidad social alienada o
desnaturalizada por la modernidad capitalista.  Una
formulación que tendrá sus consecuencias políticas
en la construcción del concepto de pueblo como rea-
lidad indiferenciada, y en la idea de la autorrealiza-
ción de la sociedad, de su autoexpresión.  De allí el
énfasis en el concepto de democracia directa: el
poder debe regresar al pueblo sin cortapisas, sin arti-
ficios, sin mediaciones.  La izquierda, desde sus orí-
genes, se compromete más con la lógica de movi-
miento y de oposición que con la del orden y del
gobierno.  Pero cuando, gracias a la fuerza de impac-
to de su ideología, logra asaltar los cuarteles del
poder, termina entrampándose en la lógica del
gobierno. Es aquí donde aparece su déficit de demo-
cracia.  El gobierno es consubstancial con la existen-
cia de diferentes intereses y proyecciones de valor.
Gobernar es arreglar discordias y conflictos.  Si se
parte de la idea de que esas discordias y conflictos
no existen ‘por naturaleza’, lo que queda para el
gobierno es su eliminación, su extirpación como
‘mal’, su no reconocimiento.  Si no se asume crítica-
mente esta premisa, cuando la izquierda llega al
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puras y simples’, y dotado de un ‘saber o razón últi-
ma’ que está más allá de la artificialidad propia de
la lógica conceptual o intelectualista de la ‘política
formal’.  Se apela, así, a una razón intuitiva que deri-
va en acción emocional, en adscripción incondicio-
nal a un líder que encarna las virtudes del ‘pueblo’.
Con esta construcción de universalidad se substitu-
ye la elaboración programática y deliberativa por
mecanismos afectivos de adscripción emotiva de las
masas con el líder.  Tanto Chávez como Correa, y en
alguna medida Morales, han recreado esta construc-
ción semántica para arremeter contra la lógica de la
representación, y a través de ésta contra la lógica

deliberativa de construcción de decisiones.  Apelan
a la política como ‘acto demiúrgico’, como trasgre-
sión de la que emerge un nuevo orden sin que éste
haya sido prefigurado por ninguna razón progra-
mática.  La deliberación tiende a ser sustituida por
la movilización permanente y por el uso in extremis
del expediente electoral y plebiscitario.  Tal deriva
neopopulista apela a símbolos movilizadores con
capacidad de integrar una multiplicidad de actores,
demandas e identidades.  Los símbolos patrios subs-
tituyen a la lógica selectiva propia de la representa-
ción por otra de tipo agregativo: la adscripción por la
fe sustituye a la deliberación.

4

5
poder, su deriva es la dictadura y el totalitarismo.  

Ya conocemos la historia de la izquierda hasta la
caída del muro de Berlín.  Su acumulación de poder
para asaltar al poder cristalizó en poder inexpugna-
ble, en totalitarismo, en absolutismo.  En este com-
plicado acercamiento a la lógica del poder, la recep-
ción de la tradición liberal en la izquierda es parcial
y limitada.  Recupera del liberalismo su lado
bueno’, el de la ideología del no-poder bajo la ins-
piración clásica de la ‘buena política’: aquella que
opone una naturaleza humana bondadosa al poder
maligno y malvado.  La utopía del no-poder apare-
ce como radicalización del estado mínimo liberal,
una construcción ideológica altamente movilizado-
ra.  Solamente que de ideología que permite el acce-
so al poder, se convierte, ya en el poder, justamente
en lo opuesto que quiere lograr.  Una aproximación
más adecuada de la izquierda a la tradición liberal
le hubiera permitido zanjar sus diferencias de
manera más productiva y reconocer en la tradición
liberal, no solamente su expresión jacobina, sino
también su matriz absolutista.  Sobre el gran labo-
ratorio de la política que fue la construcción del
Estado absoluto y de sus conceptos de soberanía y
legitimidad, más tarde, en un colosal salto lógico e
histórico, aparece el iluminismo con sus derechos
fundamentales.  El absolutismo aporta a la cons-
trucción de la política moderna con el concepto de
Estado como procesador de orden, como máquina
productora de gestión política.  Los derechos fun-
damentales que inspiran al iluminismo sólo pue-
den entenderse como emergencia polémica frente al
absolutismo, como re-configuración de la lógica de
la gestión del poder desde la perspectiva de los
derechos ciudadanos.  Si del liberalismo se rescata
sólo su lógica jacobina, no se entiende el porqué de
los derechos ciudadanos y se los tiende a ver como

‘ficciones ideológicas’ que esconden la verdadera
estructura indiferenciada de la realidad social.  La
izquierda, al no reconocer esta vinculación entre
iluminismo y absolutismo que está en el origen de
la tradición liberal y moderna, no concibe a los
derechos fundamentales como estructuras inamo-
vibles de procesamiento del poder político.  Es el
iluminismo como expresión de la ‘voluntad popu-
lar’ el que hereda y transforma la máquina de ges-
tión del poder: el poder no se elimina sino que se
democratiza.  Si no se reconoce esta estructura de
diferenciación constitutiva del poder por la cual el
Estado es necesario, así como son necesarios sus
conceptos de legitimidad y de soberanía entendidos
en los términos de una nueva socialidad emergente
(o sea, declinados o ‘filtrados’ por la lógica de los
derechos fundamentales), la izquierda se queda en
la exclusiva lógica de la exclusión jacobina de las
diferencias.  Aquí radican los límites de la ideología
de esta versión de la izquierda: no reconocer la den-
sidad de la lógica del poder, su necesidad constitu-
tiva articulada en normas,  procedimientos y regula-
ciones, en burocracias y administraciones, en dere-
chos individuales y colectivos.  El no reconocer esta
densidad del poder le impide controlarlo o neutrali-
zarlo democráticamente.  Y al no hacerlo, se vuelve
su ejecutor y su víctima.  Una nueva izquierda sola-
mente puede aparecer cuando la relación con el libe-
ralismo se zanje reconociendo la integralidad de su
construcción política.  Cuando se vea en esta cons-
trucción una evolución radical con respecto a las
derivaciones teológicas y carismáticas de la legiti-
mación del poder.  Cuando se asuma, en serio, la
construcción de la soberanía popular como estruc-
tura diferenciada articulada por los derechos ciu-
dadanos.  ¿Está el ‘socialismo del siglo XXI’ equi-
pado teórica y políticamente para aceptar este



desafío? 
Adecuadamente advierte M. Tronti: “La izquier-

da nace liberal y progresista, y deviene radical y
democrática.  En ese recorrido encuentra al movi-
miento obrero, a su historia, a su teoría”.  ¿En qué
medida la teoría se vuelve práctica, se convierte en
regimentación política efectiva?  Este es el salto aún
no realizado por las izquierdas, y frente al cual el
‘socialismo del siglo XXI’ aparece como una pálida
parodia, como repetición de la orientación jacobina
y su candoroso enfrentamiento al poder.  ¿Podemos
reconocer en la izquierda latinoamericana el intento
por recorrer este camino más complejo de elabora-
ción y conformación política?  Seguramente que sí.
Y la reflexión nos conduce al proceso chileno.   Fue
en el Chile de la Unidad Popular donde se jugó el
destino de la izquierda moderna.  Allí, un bloque de
partidos y organizaciones, desde una posición de
clase obrera, experimentó ‘el camino democrático
de acceso al poder’.  Algo que parecería caracterizar
actualmente a toda la izquierda del continente
desde Chávez a Lula, desde Correa a Bachelet.
Desde Chile en el setenta para acá, la izquierda
abandonó el camino insurreccional de acceso al
poder, a pesar de que el referente, en muchos casos,
siga siendo la Cuba revolucionaria de Fidel Castro.
No solamente que la izquierda ha accedido al poder
utilizando la institucionalidad del sufragio univer-
sal, sino algo más: ahora impulsa las transformacio-
nes desde el campo de la institucionalidad y del
constitucionalismo, instancias antes desvalorizadas
como meras superestructuras, o ‘mistificaciones
propias de la institucionalidad burguesa’.  La
‘nueva izquierda’ ha modificado la ruta de la trans-
formación.  Ahora las instituciones y el constitucio-
nalismo son la vía y el camino del cambio, en alter-
nativa al movimiento insurreccional.  Sin embargo,
la pregunta emerge: ¿ha recuperado realmente la

izquierda el constitucionalismo moderno, o esta
operación consiste en su uso instrumental para
luego de alcanzado el poder político, construir su
tradicional concentración absoluta de poder, dejan-
do en segundo plano un aspecto consustancial al
constitucionalismo como es la garantía de los dere-
chos fundamentales y la división y autonomía de
poderes?  La experiencia del socialismo chileno es
aleccionadora no solamente porque demostró que la
izquierda podía acceder al poder por medios pacífi-
cos y mediante la institucionalidad de las elecciones
libres, sino también porque recuperó la figura de
Antonio Gramsci para América Latina.  La lógica de
gobierno, si quiere ser sostenible en el tiempo, debe
sustentarse sobre la hegemonía entendida como
construcción intelectual y moral.  La transformación
histórica liderada por la izquierda va más allá del
acceso al poder político.  Su verdadera complejidad
consiste en la lógica de gobierno de una realidad
social y económica diferenciada (diferenciación que
caracteriza a las mismas fuerzas comprometidas con
la transformación).  La emergencia del poder abso-
luto de Pinochet se explica, más allá de la vocación
totalitaria de las fuerzas armadas, por la incapaci-
dad de gobierno que demostró el socialismo de
Allende para conducir el proceso de transformacio-
nes.  Una incapacidad de gobierno y de hegemonía
tanto en el propio campo o bloque de las fuerzas de
izquierda como frente a otras fuerzas externas a ese
campo, pero igualmente comprometidas con la
transformación social y política.  La experiencia del
fracaso del socialismo chileno desencadenó efectos
decisivos en otras latitudes y en otras izquierdas a
nivel global.  Luego de examinar la derrota chilena,
el ‘compromiso histórico’ italiano, y el ‘eurocomu-
nismo’ que fue su derivación, descubrieron la
importancia de la lógica de gobierno como cons-
trucción plural comandada por la izquierda.  Una

complejidad que no pudo ser adecuadamente cana-
lizada por estas fuerzas y que estalló en pedazos jus-
tamente allí donde parecía cuajar.  El secuestro de
Moro por parte de las Brigadas Rojas en 1978, estu-
vo dirigido justamente a boicotear la línea gramscia-
na de la hegemonía del Partido Comunista sobre las
fuerzas opuestas aliadas de la Democracia Cristiana.
Su réplica en la política de Gorbachov en una reali-

dad ya conformada por el poder soviético, donde
aparentemente no existía contraparte organizada a
ese poder con la cual conducir el proceso de demo-
cratización, condujo al virtual desmantelamiento
del socialismo.  A partir de este punto, el paso hacia
el desmoronamiento de toda la constelación de paí-
ses adherentes al bloque soviético y a la caída del
muro de Berlín será uno solo.         
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La historia de la experiencia chilena y de su deri-

vación europea es una clave importante de acceso a
la comprensión de la reconfiguración de los perfiles
ideológicos y políticos de la nueva izquierda latino-
americana.  Lo que no advirtieron Allende y sus
fuerzas aliadas, y tampoco el ‘eurocomunismo’, fue
la radicalidad de la reconversión capitalista que se
hallaba en curso a nivel global.  En ambos casos se
trató, más que de un programa de enfrentamiento a
esta iniciativa del capital, de una ligera intuición no
suficientemente reflexionada.  La iniciativa capita-
lista no solamente estaba dirigida a debilitar la com-
posición política de una clase obrera fuertemente
politizada a través de una línea de flexibilización
productiva radical.  Tal iniciativa apuntaba, más
allá, hacia una reducción de costos organizacionales
en los mismos procesos productivos que permitiera
a las economías occidentales ingresar en un nuevo
ciclo de acumulación y enfrentar con alguna ventaja
la emergencia de nuevas economías en expansión.
Estas últimas crecían, justamente, a partir de sus
bajos costos organizacionales y en particular de su
fuerza laboral.   Las innovaciones tecnológicas en la
comunicación y la información permitían vincular
de manera más dinámica procesos productivos y
lógicas financieras.  La innovación tecnológica no
fue solamente de máquinas, fue también (y funda-
mentalmente) de procesos.  La producción indus-
trial ingresó en una línea de reconversión producti-

va y organizacional radical: descentramiento de
procesos productivos, tercerización y flexibilización
en las fases del diseño y de la elaboración del pro-
ducto.  Tal estrategia de integración productiva a
nivel global fue comandada por el capital financie-
ro, en un contexto de efectiva dispersión del control
sobre los procesos productivos locales.   La época
del dualismo clasista obrero-capital estaba siendo
superada por la reestructuración capitalista,  impul-
sada por la misma configuración política y por la
fuerza de impacto de las organizaciones obreras.
Las figuras del conflicto habían ingresado en una
nueva fase de conformación y articulación.  El
mundo de las diferencias se instalaba como nueva
estructura de la vida social, y la creciente integra-
ción comunicativa del mundo global vinculaba a
culturas y sociedades que antes habían permaneci-
do incomunicadas.  La lógica del partido único deja-
ba de ser consistente con esta nueva estructura de la
composición social y de los enfrentamientos políti-
cos.  La diferenciación se instalaba en el mismo
campo de las fuerzas de izquierda por lo que su
reducción a una sola versión del enfrentamiento
resultaba totalitaria y excluyente, o explotaba en
conflictos que anulaban cualquier capacidad de
impacto.  Esto sucedió en el Chile de Allende.  Los
conflictos de la izquierda radical con el mismo
gobierno debilitaron su capacidad de control del
proceso y generaron las condiciones para la iniciati-
va autoritaria de Pinochet.  En Italia, al secuestrar y



cuerpo social.    
La izquierda latinoamericana presenta un cua-

dro de diferenciación en su conformación ideológi-
ca y política.  Su protagonismo actual obedece más
a los fracasos de la iniciativa capitalista de moder-
nización que a una deliberada operación de cons-
trucción política y programática.  La modernización
en América Latina fue más una operación de élites
separadas del cuerpo social que el resultado de una
clara iniciativa reformista del capital.  La derecha
no supo reconocer y hacer suya la estrategia refor-
mista de la socialización de la producción, lo que
explica los altos índices de inequidad distributiva y
las condiciones de extrema pobreza y de vulnerabi-
lidad por las que atraviesan grandes segmentos de
la población latinoamericana.  Condiciones estruc-
turales estridentes en materia de infraestructura
básica, de inequidades, de ausencia de desarrollo
institucional e integración regional, caracterizan a
la realidad política latinoamericana.  El neolibera-
lismo ha fracasado en América Latina porque no ha
tenido como referente ninguna iniciativa reformista
previa del capital.   Estas dificultades de aclimata-
ción del neoliberalismo han significado el desmon-
taje de las incipientes instituciones liberales y la
recuperación de las viejas instituciones oligárqui-
cas, con sus lógicas discursivas y con sus pragmáti-
cas premodernas.  Lógicas caudillistas, rasgos clien-
telares o populistas, hacen parte de las estructuras

semánticas que predefinen las lógicas del discurso
político, y componen las prácticas de actores y
gobiernos que se remiten a la carta de identidad de
la izquierda.  Ésta difícilmente puede inmunizarse
frente a la preeminencia de estas lógicas políticas.
Las ’izquierdas latinoamericanas del siglo XXI’ pre-
sentan una configuración diversificada que es con-
gruente con las contradicciones y reconversiones
productivas del capitalismo global.  Más allá de su
retórica discursiva, la ‘izquierda jacobina bolivaria-
na’ (encabezada por Chávez y replicada, en distin-
ta medida, por Correa y Morales), permanece ancla-
da en una figura obsoleta del capital, pero vigente y
dominante en la actual geopolítica global: un
modelo productivo y tecnológico que favorece for-
mas predatorias y rentistas consubstanciales tanto
con la vigencia de políticas pragmáticas premoder-
nas, como con la sobreexplotación de los recursos
naturales del planeta.  La transitoria bonanza eco-
nómica generada por los altos precios del petróleo
tiende a reposicionar a la economía en lógicas pro-
ductivas que parecían ya superadas históricamente.
Su lógica productiva extractiva de materias primas
presiona hacia la re-primarización del conjunto de
la economía, un modelo que contrae y reduce en
una dirección unívoca la composición tecnológica y
organizacional del proceso económico y que puede
sustentar un modelo político de concentración y
centralización de poder piramidal y autoritario.

modificado el perfil y la agregación del ‘sujeto colec-
tivo’.  La innovación tecnológica ha provocado la
extensión y maduración de estamentos intermedios
que se reproducen mediante lógicas de movilización
cognitiva.  Los flujos comunicativos refuerzan una
hermenéutica social como actitud cada vez más
generalizada.  Las reestructuraciones capitalistas
producen una dislocación más intensa de la compo-
sición social por lo que ya no es suficiente reducir la

política y la organización a una sola de estas figuras
diferenciadas.  La lógica de partido único ya no es
consistente con este cuadro de alta diferenciación.
La complejidad y la movilidad de las fuerzas no
resisten su reducción a la rígida voluntad de simpli-
ficación de ningún jefe carismático.  La construcción
de poder deberá ser siempre plural y la reproduc-
ción de este poder estará en directa relación con la
ampliación y potenciación de esta diferenciación del

eliminar a Aldo Moro, las Brigadas Rojas acabaron
con la estrategia de control y de gobierno concerta-
do con la Democracia Cristiana (en la que se ponía a
prueba la capacidad de hegemonía de las fuerzas de
izquierda sobre sus contrapartes capitalistas).  Lo

sucedido en la Unión Soviética, no fue sino el inten-
to desesperado por adecuar la estructura política del
régimen a las nuevas exigencias que provenían de la
reestructuración tecnológica y política del capitalis-
mo.  Pero el régimen no estaba equipado ni teórica
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8
ni políticamente para enfrentar este desafío.

El análisis del caso chileno adquiere connotacio-
nes estratégicas importantes.  No solamente puso
sobre el tapete la posibilidad para la izquierda de
utilizar el sufragio libre como mecanismo de acceso
al poder.  También descubrió la falta de preparación
teórica de la izquierda para asumir la lógica de
gobierno, más todavía en un contexto de creciente
diversificación y complejización de la política a
nivel global.  El costo para la izquierda y para la
sociedad chilena fue extremadamente alto, al punto
que revertir la deriva totalitaria del régimen de
Pinochet le implicaba recorrer el camino de las
alianzas y de los acuerdos, ahora incluso con sus
anteriores fuerzas opuestas.  La concertación chile-
na es otro de los resultados del experimento históri-
co de la izquierda.  Esta concertación supuso el
reconocimiento práctico (ya no gracias a la fuerza
de los conceptos, como hubiera sido deseable, sino
a la luz de la tragedia histórica) de la necesidad de
un gobierno que procese el cambio de manera plu-
ral y concertada.  El desafío de la democratización
en Chile obligaba a la izquierda a asumir en serio la
lógica de gobierno.  No sólo se trataba de derrocar
al régimen autoritario únicamente desde el campo
de las fuerzas de izquierda.  Éstas no eran suficien-
tes.  Se trataba de articular un bloque más amplio de
fuerzas sociales y políticas, y de reconocer en esas
fuerzas intereses y proyecciones que no necesaria-
mente coincidían con el programa de izquierda.  La
perspectiva estratégica debía modificarse.  Ahora la
izquierda descubría la importancia de los derechos
ciudadanos y veía en ellos no solamente una plata-

forma para la ‘acumulación de fuerzas’ sino una
base sustantiva para todo su bagaje programático.
La izquierda de los derechos aparecía con igual
fuerza que la izquierda de la lucha por el empleo,
por la mejora del salario, por la distribución más
equitativa del ingreso.   Al descubrir la importancia
de los derechos en la lucha contra el poder autorita-
rio y totalitario, la izquierda latinoamericana reco-
rría el camino de la democratización ya recorrido
por el liberalismo revolucionario.  La perspectiva
programática se enriquecía: ahora eran los derechos
más la equidad, los derechos más la producción
socializada.  ¿Cómo traducir los derechos en políti-
cas públicas?  La izquierda abandona su posición de
subalternidad y asume la lógica de gobierno al
tiempo que abandona su referencia unívoca a una
base social restringida.  El contexto de alta diferen-
ciación social, amplía la base de conformación de
los derechos.  Éstos ya no son solamente políticos y
civiles.  Ahora son sociales y económicos, indivi-
duales y colectivos y el horizonte de la política tiene
que ver con la capacidad de regular y gobernar su
realización efectiva.  El desafío que plantea la expe-
riencia de la izquierda chilena es crucial para el con-
junto de la izquierda latinoamericana.  Su desafío
sobrepasa el dilema entre populismo y tecnocracia
y accede a un nivel de mayor densidad y proyec-
ción estratégica: o la izquierda permanece anclada a
una lógica de liberalismo radical, o profundiza en la
transformación social sin ceder en la política de
derechos.  Ello la obliga a reconocer el pluralismo y
a abandonar su tradición exclusiva de representar a
la clase obrera.   La reestructuración capitalista ha

9
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Aunque el posneoliberalismo no condensa
todo el ideario que las izquierdas latinoa-
mericanas han venido construyendo a lo

largo del último cuarto de siglo, sí se sitúa en el
corazón de sus programas políticos, de sus dilemas
estratégicos y de los conflictos políticos internos sus-
citados cuando muchas de sus fuerzas han llegado
al poder.  Hablar de los gaseosos contornos del ciclo
posneoliberal es, entonces, un paso ineludible para
entender las tensiones que enfrentan los gobiernos
progresistas de la región entre el sostenimiento de
las perspectivas ideológicas que les dotan de una
específica identidad política y los complejos escena-
rios políticos en que se desenvuelven.

La intensa crítica de los movimientos sociales y
de los partidos situados más a la izquierda del arco
político brasileño al poderoso gobierno de Lula da
Silva por el giro bastante moderado de su agenda
de política económica, no sólo evidencia las fuertes
contradicciones que marcan el accionar político y
gubernamental de las fuerzas que aún se reconocen
como parte de la tendencia sino, además, las sólidas
herencias y anclajes, institucionales y políticos, con

que cuenta el campo neoconservador.1 Como ha
ocurrido en Brasil, la capacidad de generación de
respuestas alternativas desde las izquierdas surge a
partir de los más o menos estrechos márgenes que
deja el imperativo de lealtad a los equilibrios fiscales.

Es así que los nuevos gobiernos se han presenta-
do mucho más pragmáticos de lo que sus electores
esperaban.  Sus agendas de gobierno no excluyen
(salvo, tal vez, en el caso venezolano, en gran medi-
da debido a los altos precios de su petróleo) la nece-
sidad de preservar un control prudente del gasto
fiscal y de evitar medidas que estimulen la infla-
ción.  Muchas de las expectativas de superación del
neoliberalismo que se habían creado en los circuitos
de izquierda en el momento de su ascenso al poder
han sido, así, postergadas o frustradas.  Sin embar-
go, el caso es que más allá de su voluntad política,
los gobiernos de izquierda han debido enfrentar las
herencias económicas y las sólidas resistencias polí-
ticas del neoliberalismo (fuga de capitales, amena-
zas bancarias, préstamos internacionales condicio-
nados, etc.) sin contar, para ello, con una carta de
navegación plenamente consolidada.  La profundi-

‘Posneoliberalismo’
y ‘neodesarrollismo’:
¿Las nuevas coordenadas de acción política 
de la izquierda latinoamericana?

franklin ramírez gallegos*

* Dr (c) Sociología Política, Universidad Paris VIII - Universidad Complutense de Madrid.
1 Cabe matizar lo afirmado sobre la crítica desde la izquierda al gobierno de Lula.  En su gran mayoría, las izquierdas apoyaron al can-
didato del Partido de los Trabajadores (PT) en el segundo turno de las elecciones presidenciales de octubre del 2006.

Esta nueva acumulación originaria de capital tiene
importantes consecuencias para la integración y el
desarrollo regional latinoamericano en un contexto
global altamente competitivo.  La otra izquierda, la
de Lula y la de Lagos y Bachelet, expresan con más
claridad el proceso evolutivo de la izquierda histó-
rica latinoamericana.  Sus experiencias de salida de
regímenes autoritarios definieron un perfil más
abierto a construcciones plurales y diversificadas
en su articulación política y en la maduración de su
construcción programática.  La necesaria conforma-
ción de alianzas en el proceso de redemocratiza-
ción, los condujo a posturas de apertura con fuerzas
comprometidas con el desarrollo del capital y del
mercado, lo que los ubica en una línea de corte
reformista. Por sus propias características ‘no petro-
leras’, sus economías se vieron en la necesidad de
promover articulaciones productivas diversificadas
en su composición tecnológica y abiertas a lógicas
globales y a mercados de mayor complejidad en su
composición tecnológica y política.   ¿Puede la polí-
tica de las izquierdas reducir su proyección a una
sola de estas figuras diferenciadas, o la pluralidad
de su composición puede de alguna manera ser
recompuesta como estrategia regional de mayor
impacto en las complejas lógicas globales?  Una con-
cepción lineal y progresiva de la política puede
explicar, pero no justificar, el ‘retraso’ de los conteni-
dos del enfrentamiento político y la misma calidad
de la política de muchos sectores de la izquierda lati-
noamericana.  Así, el programa de la izquierda
podría concebirse como la realización de las tareas
no cumplidas por la iniciativa capitalista.  Pero ello
significaría caer nuevamente en la trampa de recu-
perar el fatalismo de las fases ineluctables del des-
arrollo.  Por esta vía, la izquierda que realice esas

tareas no cumplidas, y que ‘pacte con la realidad’
para realizar su programa estratégico, se volverá
populista, acudirá a expedientes clientelares, o re-
legitimará las formas caudillistas ‘propias de la cul-
tura política latinoamericana’.   El desafío para las
izquierdas consiste en realizar una política desde
las exigencias más avanzadas que impone la com-
plejidad global actual, y resolver desde allí los
‘retrasos estructurales’ que presenta la realidad del
desarrollo y las mismas lógicas y estructuras
semánticas del enfrentamiento político.  La izquier-
da no puede anclarse en una comprensión retrasa-
da del enfrentamiento político que no reconozca la
existencia de complejas lógicas de mercado globales
en las cuales está inserta la realidad latinoamerica-
na.  Su tarea no puede consistir en regresar a postu-
ras ortodoxas y cuasi religiosas de rescate de una
naturalidad social corrompida por las lógicas del
capital.  La diferenciación social es constitutiva de
sociedad y esa dimensión no puede ser concebida
como disfunción o como decadencia respecto de un
origen incontaminado.  La realidad actual es la de la
contaminación de culturas y de referentes de valor.
La iniciativa desde la izquierda deberá consistir en
comprometerse con la producción de nuevos valo-
res de convivencia.  No hacerlo podría significar la
reedición o reconstrucción de una vieja imagen del
poder nuevamente absoluto, centralizador y exclu-
yente.  La política ahora es cosmopolita, inserta en
complejas lógicas de mercado, comprometida con
la multiculturalidad de la construcción de la socie-
dad, inscrita en la lógica de una hermenéutica gene-
ralizada y es en estas condiciones que debe demos-
trar su capacidad de gobierno.  El compromiso con
los derechos y con su defensa a ultranza puede ser
la nueva carta de presentación de la izquierda.          



dad de comportamiento, autogobierno o libertad
positiva, y auto-rrealización o libre desarrollo de las
capacidades y talentos humanos) y las bases motiva-
cionales sobre las que opera el capitalismo (funda-
mentalmente, anti-igualitarias y egoístas).5 La acción
política de las izquierdas no puede, entonces, excluir
de su horizonte crítico la tarea de perfilar un proyec-
to social que se acerque a la efectiva concreción de
sus principios.  No obstante, dicho horizonte se
construye desde el presente. Y en nuestro presente la
superación del régimen de acumulación neoliberal
(o post-fordista) del capitalismo aparece como parte
de las trayectorias históricas accesibles y posibles,
tanto desde el marco de las iniciativas de gobiernos
y agentes políticos encaminados hacia tal propósito,
como desde las mismas perspectivas de desarrollo
de la sociedad capitalista.

Sin embargo, admitir que (todavía) no existe una
ruta homogénea y/o un comprehensivo modelo
alternativo al postulado por el ‘consenso de
Washigton’, vuelve pertinente la sugerencia analíti-
ca de C. Rodríguez, P. Barret y D. Chavez (editores
del libro La nueva izquierda en América Latina6): debe-
mos preguntarnos por la orientación general de las
políticas progresistas antes que por el destino al que
conducirían.  Tal interrogación extiende la mirada
hacia un conjunto de políticas, programas y experi-
mentos (ellos sí en pleno despliegue a nivel local y
nacional en los gobiernos de las izquierdas) que
abrirían el camino hacia algo diverso del neolibera-
lismo y que parecen converger con los valores que
reconocen como suyos las fuerzas progresistas.

De entre esta plataforma de propuestas, es posi-
ble reconocer al menos cinco elementos, con niveles
de estructuración y congruencia diferenciados
según cada país, que bien podrían confluir a futuro
gestando efectivamente un nuevo esquema de
desarrollo social.  Las teorías y modelos económicos
no se cristalizan de un día para otro: el mismo neo-
liberalismo tomó más de tres décadas hasta tomar la
forma de una agenda comprehensiva hacia media-
dos de los años setenta.7 A continuación, describo
los elementos que son parte de la reconfiguración de
la agenda pública de la región, en un orden de
menor a mayor, de acuerdo a su peso en el presente
para la construcción del escenario posneoliberal.8  

El fomento de una serie de experimentos de coopera-
ción económica entre el sector público y el sector asocia-
tivo (movimientos sociales, organizaciones locales)
en procura de nuevas formas de gestión y control
de las unidades productivas.  Un ejemplo ilustrati-
vo es el de las empresas ‘recuperadas’ por los tra-
bajadores y movimientos piqueteros tras la masiva
recesión argentina del 2001.  A menudo también se
menciona el caso de la Coordinadora por el Agua
en Cochabamba y su experiencia de gestión comu-
nitaria del agua.  Aunque en la mayoría de casos
los recursos bajo su control son muy exiguos y no
parece que puedan tener un impacto económico-
laboral relevante, estas experiencias anticipan un
régimen de propiedad y de gestión mixto-coopera-
tivo cuyo estímulo ya ha sido previsto, por ejem-
plo, en la Constitución y en los planes económicos
venezolanos. 

dad de dicho modelo y las sólidas coaliciones eco-
nómicas trasnacionales que lo sustentan, aparecen
como grandes restricciones para viabilizar cambios
profundos y viables en el corto y mediano plazo.  El
peso del servicio a la deuda externa  (Brasil,
Ecuador), la distorsión de intervenciones puramen-
te rentistas (Venezuela), y la debilidad, ineficacia y
corrupción de las agencias esta-
tales (en casi todos los países)2
constituyen, además, grandes
restricciones para encaminar un
programa de desarrollo efectiva-
mente innovador.

Es evidente, entonces, que tal
cosa como el posneoliberalismo
(como lo remarca el término que
sigue al prefijo pos en este neolo-
gismo) contendrá por algún
tiempo más, y con intensidad
diversa según los países, ele-
mentos del modelo neoliberal.
Estos rezagos del pasado se
verán adaptados y transforma-
dos por líneas heterodoxas de
desarrollo económico.  El grado de distanciamiento
frente a la agenda neoliberal estará, así, atravesado
por el nivel y el tipo de presencia estatal en la regu-
lación económica, en la prioridad que se otorgue a
la redistribución de la riqueza social, y por el lugar
que se asigne a la participación política de las diver-
sas organizaciones de la sociedad civil.  En cual-
quier caso, para las izquierdas en el poder abrazar

el horizonte posneoliberal implica, no sólo la búsque-
da de articulación democrática entre las políticas
gubernamentales y la extensa (aunque difusa)
voluntad social de ir más allá de la agenda del ‘con-
senso de Washington’3, sino también, y sobre todo,
alterar las bases económicas e institucionales que,
durante los noventa, permitieron la preponderancia

de los mercados financieros
sobre el sector productivo de
las economías nacionales.  Con
ello, sería posible revertir la
tendencia estructural de las
políticas neoliberales a la inten-
sa concentración de la riqueza,
a la desigualdad social y a la
exclusión socio-política de
amplios sectores sociales.      

Se podrá argumentar, no sin
razón, que la constelación de
ideas y políticas posneoliberales
sitúan en segundo plano a los
componentes directamente
anti-capitalistas que, desde sus
orígenes, las formaciones socia-

listas avanzaron en diversas partes del mundo.4
Este argumento no constituye una crítica banal.
Tampoco un sofisma anacrónico que reflejaría las
nostalgias ideológicas de una izquierda que se
rehúsa a ‘modernizarse’:  existen múltiples eviden-
cias empíricas sobre la incompatibilidad entre el
ideario socialista (que, en síntesis, alude a los prin-
cipios de igualdad radical, fraternidad o comuni-
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5 Sobre el lugar de los principios socialistas en el mundo contemporáneo ver F. Ovejero Lucas, Proceso abierto. El socialismo después del
socialismo (Barcelona: Tusquets, 2005).  Sobre el problema de la incompatibilidad entre el capitalismo y el ideal de la buena vida en el socia-
lismo ver R. Lane, The Loss of Happiness in Market Democracies (New Haven: Yale University Press, 2000).
6 C. Garavito et.al, 2005.  El libro analiza los casos de Brasil, Venezuela, Argentina, México, Bolivia, Ecuador, Colombia y Uruguay.
Sintomáticamente, no toca el caso chileno.
7 R. Munck, “Neoliberalism, Necessitarianism, and Alternatives in Latin America. There is no Alternative (TINA)?” Third World Quaterly
3 (2003): 495-511.
8 Anticipé algunos de estos elementos en F. Ramírez Gallegos, “Mucho más que dos izquierdas” Nueva Sociedad 205 (2006).

2 Sobre estos tres elementos ver F. Brisset Foucault et.al., “Amérique Latine: les racines du tournant á gauche” Revue Mouvements 47/48
(2006): 5-12.
3 Desde fines de 1998, las encuestas de opinión registraron un marcado descenso de la confianza ciudadana en el mercado y una caída de
la visión positiva de las privatizaciones en toda la región.  Ver los datos del Latinobarómetro (1998) y L. Paramio, “Giro a la izquierda y
regreso del populismo”, Nueva Sociedad 205 (2006).
4 El vice-presidente boliviano ha mencionado que en Bolivia se buscará la formación de un “capitalismo andino”.  Néstor Kirchner seña-
ló, igualmente, que lo que el país busca es un “capitalismo serio”.  Por último, la Constitución Bolivariana de Venezuela no se proclama
anti-capitalista.  Ver C. Garavito et.al., La nueva izquierda en América Latina (Bogotá: Norma, 2005).

Existen m�ltiples evidencias
emp�ricas sobre la incompati-
bilidad del ideario socialista
[...] y las bases motivacionales
sobre las que opera el capita-
lismo. [...]  La acci�n pol�tica
de las izquierdas no puede,
entonces, excluir de su hori-
zonte cr�tico la tarea de perfi-
lar un proyecto social que se
acerque a la efectiva concre-
ci�n de sus principios. 
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El arranque de una etapa de difuso y progresivo retor-
no neodesarrollista de la acción estatal. La recupera-
ción de la inversión estatal en la infraestructura
material y financiera de sectores estratégicos para el
crecimiento, se articula con el intento de reestable-
cer las capacidades de redistribución social, regula-
ción económica y planificación en y desde el
Estado.  Ello supone una ruptura cognitiva y políti-
ca con los defensores del ‘consenso de Washington’.
Aún en los casos de mayor desconfianza frente al
mercado, se trata sobre todo de ganar márgenes de
maniobra y control estatal sobre los mercados glo-
bales, los dictados de las instituciones multilatera-
les y el capital financiero, y de propiciar una redis-
tribución más justa de las ganancias entre lo públi-
co y lo privado. 

Al respecto, en una reciente entrevista, Luiz C.
Bresser Pereira ha hablado del nuevo desarrollismo
como un tercer discurso que no es ni el discurso
desarrollista clásico, cuyas distorsiones derivaron
en las crisis de los años ochenta, ni tampoco la orto-
doxia neoliberal convencional.10 Desde el punto de
vista de la política de desarrollo, la diferencia prin-
cipal radica en que, desde la perspectiva neoliberal,
el concepto de nación no existe mientras que para el
nuevo desarrollismo el agente fundamental es la
nación que usa su Estado para generar el desarrollo:
“Para la ortodoxia convencional”, apunta Bresser
Pereira, “la globalización es una situación en la cual
los Estados-nación perdieron relevancia, mientras
que para el nuevo desarrollismo es la competencia
generalizada entre los Estados-nación y, por lo
tanto, un momento del capitalismo en el que los
Estados-nación son más importantes que nunca”.
El Estado adquiriría, así, un rol estratégico en la

promoción de políticas comerciales diferenciadas y
en el direccionamiento de la inversión financiera en
función de las metas de desarrollo.  Se trata de una
salida efectiva del escuálido rol estatal que fijó la
globalización neoliberal a lo largo de los últimos
veinte años. 

Por lo demás, según el mismo autor, el neo-des-
arrollismo en boga recuperaría y colocaría en pri-
mer plano: a) La necesidad de una estrategia nacio-
nal de desarrollo para la innovación productiva, y
el empleo.  b) La idea de que, históricamente, el
financiamiento del desarrollo se ha hecho siempre
en base a capitales nacionales y ahorro interno (y ya
no, como plantea el discurso ortodoxo, a partir del
ahorro externo y la transferencia de capitales de los
países ricos).  c)  El convencimiento de que la esta-
bilidad no debe implicar sólo estabilidad de pre-
cios, sino también un tipo de cambio competitivo y
un tipo de interés moderado, de manera que se pro-
curen niveles razonables de empleo (y no sólo la
atracción de capitales).  d) La necesidad de conser-
var el control fiscal (ello marca una gran diferencia
frente al desarrollismo del ciclo 1950-1980) a fin de
no quebrar al Estado, principal instrumento de des-
arrollo nacional.  Sin embargo, sí se recurre al défi-
cit público en momentos puntuales para estimular
la demanda.   e) El postulado de que, a nivel macro-
económico, se busca generar ahorro público y no
superávit primario que sólo es, apunta Bresser
Pereira, “una forma de esconder el pago de intere-
ses a los rentistas”11.

Tanto la viabilidad de la constelación posneolibe-
ral (amparada, por el momento, en el buen desem-
peño de las economías nacionales durante el último
lustro y en los adecuados proyecciones para los

10 Luiz C. Bresser Pereira (entrevista), “Hay espacio para un nuevo desarrollismo”, Página/12, Febrero 5 2007 <www.pagina12.com.ar>

11 Luiz C. Bresser Pereira, 2007.

La innovación y la ampliación de los mecanismos de
democracia participativa apuntan a una efectiva inclu-
sión de la voz pública en los procesos de toma de
decisión, gestión pública y control social de los
diversos planos de la institucionalidad estatal y del
mismo sistema representativo.  La experiencia para-
digmática es la del presupuesto participativo de
Porto Alegre.  Cabe destacar que Brasil ha influido
largamente en la progresiva extensión de tal dispo-
sitivo político a otras localidades y países de la
región, así como en la experimentación con otras
formas de articular la participación política directa
y la deliberación pública en las instituciones más
clásicas de la democracia representativa. 

El énfasis de lo social en las políticas estatales.  Por
sus criterios de no condicionalidad de los derechos,
de coherencia en la arquitectura de las intervencio-
nes, de eficacia administrativa y de cobertura geo-
gráfica, los programas puestos en marcha por el
gobierno de Brasil aparecen como los más promiso-
rios.9 También se destaca el énfasis de los gobiernos
de Venezuela, Ecuador, y Bolivia en (re)colocar los
temas de la salud y la educación como problemas
que requieren respuestas universales y, asimismo,
el que estos gobiernos otorguen una prioridad
absoluta a la reorientación del gasto social hacia los
sectores más pobres de sus países.  La decisión ini-
cial del presidente Kirchner de anteponer la agenda
social al pago de la deuda a los acreedores interna-
cionales y el eficiente esfuerzo del gobierno chileno
por combatir la pobreza y reducir las desigualdades
en su país, también son señales del retorno de lo
social al primer plano. Aunque muchos críticos ven a

este conjunto de programas como una forma de
‘clientelismo de izquierda’ que no alcanza a revertir
la gravedad de los problemas sociales, no cabe olvi-
dar que se trata de un complejo proceso de reinver-
sión de prioridades públicas y de reconstitución de
unas competencias estatales que habían sido des-
constituidas en los años noventa bajo la creencia de
que toda política redistributiva afectaba a la inver-
sión y al ahorro.

La búsqueda de una inserción regional soberana en el
contexto global. Al respecto, cabe mencionar al
menos cuatro elementos.  Los nuevos gobiernos de
izquierda, bajo el zigzagueante liderazgo de Brasil,
primero, han avanzado iniciativas políticas en
abierta contradicción con las influyentes institucio-
nes financieras multilaterales y empresas transna-
cionales específicas.  Segundo, han conducido una
política exterior dinámica y multilateral que les ha
permitido marcar distancia frente a algunas de las
directrices hegemónicas de la política norteamerica-
na en la región.  Tercero, han elevado la prioridad
de los procesos de integración regional e institucio-
nal (MERCOSUR, UNASUR, CAN, ALBA) con una
agenda geopolítica que busca superar el carácter
estrictamente comercial de los acuerdos previos.
De ahí, por ejemplo, la decisión de lanzar un Banco
del Sur para el financiamiento autónomo de inicia-
tivas de desarrollo regional.  Y cuarto, estos gobier-
nos han emprendido importantes proyectos de
inversión conjunta en sectores económicos de alto
impacto regional y nacional (gaseoductos, refinería,
nuevas energías).

9 M. Saint-Upery, Le rêve de Bolivar. Le défi des gauches sud-américaines (Paris: La découverte, 2007).  Según el Instituto de Pesquisa
Económica Aplicada, el Brasil registra actualmente el menor índice de desigualdad social de los últimos treinta años.  Entre los años 2001
y 2004, las diferencias de renta cayeron 4%.  Es decir, la renta de la población pobre creció más rápidamente que la de los estratos más
favorecidos.  Ello se debería, básicamente, al fortalecimiento de la red de protección social (con los programas Bolsa Familia y Prevenção e
Eliminação da Exploração do Trabalho Infantil), a la expansión educacional y a la reducción de las diferencias salariales entre el interior y la
capital de los estados.  



años próximos 12) como la posibilidad misma de que
se profundice lo que ahora apenas aparece como
esbozo de un esquema de desarrollo re-centrado en
los Estados nacionales, reposará largamente en la
consolidación de los procesos de integración regio-
nal en curso.  Un posicionamiento menos subordi-
nado en la economía global pasa por una triangula-
ción entre Estados y regiones articuladas. Las
inmensas asimetrías entre el hegemón subregional,
Brasil, y el resto de economías (incluida la de
Argentina) aparecen como uno de los grandes obs-
táculos del proceso.  

Adicionalmente, cabe interrogar si la izquierda
latinoamericana será capaz de introducir efectiva-
mente la ‘cuestión ecológica’ en su agenda política.

Al respecto, las señales no son alentadoras. El
momento neodesarrollista no oculta fácilmente su
faz productivista-extractivista convencional.  Otra
interrogante se refiere a la excesiva confianza de la
izquierda latinoamericana en el Estado.  En medio
de una crisis de representación política más o
menos extendida, de la debilidad de las institucio-
nes democráticas y del decisionismo presidencial,
¿se dificultará la construcción de esquemas innova-
dores de gobernanza y se impedirá la inclusión
efectiva y empoderadora de la participación social
en el proceso político, así como la articulación de un
amplio bloque de poder que garantice el aporte
autónomo de sus partes (movimientos sociales,
organizaciones y partidos)? 

Un ideario basado en la amplitud y una uni-
dad sustentada en el respeto a las diferen-
cias, pueden ser consideradas las piedras

angulares sobre la que se erigió el Frente Amplio
del Uruguay, allá por 1971, cuando el país empeza-
ba a ser convulsionado por la guerra anti-subversi-
va y por las opciones políticas más represivas.
¿Pensaron los fundadores del Frente Amplio que
con esos principios iban a definir, tres décadas des-
pués, una verdadera opción de cambio trazando un
referente estratégico para proyectos similares en
América Latina?  A juzgar por lo que ocurrió años
después, probablemente no.  Entrampados entre la
lógica de la lucha guerrillera y la dictadura militar,
las opciones de una lucha democrática legal desde
una perspectiva popular parecían condenadas a la
intrascendencia. Considerado por la izquierda radi-
cal como un simple aditamento del proceso revolu-
cionario, y visto con profunda desconfianza por la
derecha que lo estigmatizaba como un parapeto
legal de la subversión, el proyecto democrático del
Frente Amplio agonizaba en medio de esta polari-
zación política. Aparentemente, carecía de viabili-
dad histórica.

No obstante, tras la crudeza de las dictaduras
instauradas en la mayoría de países latinoamerica-
nos durante la década de los setenta, la perspectiva

de los proyectos más radicales fue profundamente
alterada.  La enorme importancia de la democracia
como proyecto histórico volvió a situarse en el cen-
tro del debate.  Con la excepción del Perú, donde el
estalinismo de Sendero Luminoso sentó sus reales
con inusitada fuerza, y de Colombia, donde el pro-
yecto ortodoxo de las FARC se convirtió en un fac-
tor endémico de la política y la sociedad, en el resto
del continente han irrumpido proyectos renovados
de izquierda durante las dos últimas décadas.  Es
más, en la propia Colombia, y pese al monopolio
de la oposición de izquierda que mantenían las
organizaciones guerrilleras, el surgimiento del
Polo Democrático ha demostrado la viabilidad de
una propuesta alternativa amparada en una visión
moderna de la política.

La propuesta original del Frente Amplio de
Uruguay (que, según sus propios historiadores, no
es más que la continuación de la experiencia de los
Frentes Populares de las décadas de 1930 y 1940 del
siglo pasado) fue favorablemente recogida por
otros movimientos en América Latina.  Hacia fines
de los años setenta, en el Brasil se fundó el Partido
de los Trabajadores (PT), a partir de la conjunción
de organizaciones sindicales y movimientos socia-
les ubicados en el espectro de la centro-izquierda y
la izquierda.  Marxistas, ex guerrilleros, cristianos
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12 CEPAL, Balance preliminar de las economías de América Latina y el Caribe (Santiago de Chile: CEPAL-Naciones Unidas, 2006).



de base y sindicalistas terminaron
apuntalando uno de los proyectos
más interesantes y decisivos de la
historia continental.  

Al igual que sus predecesores
uruguayos, que integraron en el
Frente a sectores que iban desde la
democracia cristiana hasta la
izquierda leninista, un amplio aba-
nico ideológico permitió al PT
aglutinar suficiente fuerza social
como para convertirse, en pocos
años, en un actor determinante en
la política brasileña.  Únicamente así fue posible
forzar el final de la dictadura.  Dos décadas de una
oposición inteligente y constructiva y de un eficien-
te ejercicio de los poderes seccionales, permitieron
al PT acceder al gobierno con un proyecto coheren-
te, con un partido estructurado y con cuadros expe-
rimentados en la administración pública.

Chile, por su parte, no dejó de participar de esta
tendencia.  El final de la sangrienta dictadura de
Pinochet en el país con mayor tradición institucional
de América Latina, no pudo hallar mejor respuesta
que un acuerdo entre los sectores de izquierda y cen-
tro-izquierda para retornar a la democracia y definir
una estrategia de gobierno a largo plazo.  Desde una
perspectiva más radical no se puede negar que, en la
práctica, la Concertación Democrática chilena, con
todos sus límites, ha permitido que ocurra una incli-
nación progresiva hacia la izquierda en los distintos
gobiernos que se han sucedido a partir de 1990.  De
Frei a Bachelet existe, a no dudarlo, un largo y signi-
ficativo avance democrático.

EEll rreessppeettoo…… ppeerroo eenn sseerriioo

En un momento en que la uniformidad ideológi-
ca era una constante inamovible entre las organiza-

ciones de izquierda, la claridad
con que el Frente Amplio esta-
bleció al pluralismo como uno
de sus principios rectores resulta
impresionante.  A los grupos que
lo conformaron no se les exigió
más condiciones que el acata-
miento de la declaración consti-
tutiva, la adopción de las resolu-
ciones colectivas y la solidaridad
recíproca.  Ni catecismos ni
sumisiones dogmáticas.  Hasta
ahora, cada colectivo ha podido

mantener su autonomía con respecto a puntos
como ideología, objetivos finales, estrategia, línea
política, forma de organización y disciplina interna.
La noción de fusión o absorción, a la que nos habí-
an acostumbrado experiencias unitarias anteriores
(y también posteriores), fue trocada por un acuerdo
moderno basado en un profundo compromiso
ético.  La voluntad de construir pudo más que las
diferencias, que los apetitos personales y que el
inveterado canibalismo.  

Pero el respeto a las diferencias no puede, por sí
sólo, mantener la cohesión de un proyecto, salvo
que se trate de una cofradía o hermandad basada en
pactos de sangre o complicidades esotéricas.  El
objetivo catalizador para aglutinar bajo un mismo
techo a una infinidad de proyectos y propuestas
fue, y sigue siendo, un ideario que aspira a cons-
truir una sociedad justa, nacional y progresista.  El
elemento en común de este amplio ideario no es
otro que alcanzar los cambios históricos que
demanda la sociedad.  En este punto, cabe reafir-
mar una vieja aspiración que, para los sectores que
reivindican un discurso revolucionario, todavía
resulta un franco sacrilegio: los proyectos de la
nueva izquierda deben incluso proponerse, entre

otros objetivos, llevar a efecto las tareas históricas
del liberalismo que las burguesías no pudieron, no
supieron o no quisieron realizar.

Ahora bien, es indispensable que al respeto y la
amplitud señalados se adose una irrestricta convic-
ción democrática.  Ni centralismo, ni verticalismo,
ni unicidad de pensamiento.  Un debate que se
agote en los acuerdos mínimos, antes que en las
descalificaciones y suspicacias mutuas, permite
levantar una estrategia conjunta que haga realidad
la idea de sinergia política.  Sumar es la consigna.
Más allá de que en el trayecto puedan ocurrir algu-
nas fracturas o deserciones (como, por lo demás, le
ha ocurrido lamentablemente al PT en Brasil), el
balance final siempre resulta positivo.

LLaa vviieejjaa ppaarrtteerraa ddee llaa hhiissttoorriiaa

Insinuar que en los casos analizados los antece-
dentes de violencia puedan constituir un factor des-
encadenante para el nacimiento de una nueva
izquierda peca de una indolencia y hasta de una
crueldad inaceptables.  La democracia no debería
tener un costo humanitario tan elevado.  Genera-
ciones enteras sacrificadas en manos de la represión
o de la violencia antisubversiva constituyen una
quiebra cuya factura se presenta, tarde o temprano,
a toda la sociedad.

El caso colombiano aparece, en este sentido,
como paradigmático.  El viejo dogma marxista que
señala a la violencia como la ‘partera de la historia’
fue aplicado allí con la más absoluta fidelidad.  El
problema es que el parto ha sido tan prolongado y
el esfuerzo tan agotador, que no sólo no se ha dado
alumbramiento alguno, sino que la madre, es decir
la sociedad colombiana, se desangra en medio de
una atroz hemorragia social.  La negociación de paz
por parte de algunas organizaciones guerrilleras y
la posterior conformación del Polo Democrático,

han sido, sin lugar a dudas, las medidas más acer-
tadas de la izquierda colombiana en toda su histo-
ria.  Pero ambas decisiones requirieron de algunos
condicionantes fundamentales.

En primer lugar, fue necesario apostar por un
proyecto democrático e incluyente que se contra-
ponga a la lógica oligárquica y señorial del centena-
rio bipartidismo liberal-conservador.  La violencia,
la exclusión y la inequidad del sistema debían ser
enfrentadas con más y más democracia, no con pro-
yectos autoritarios ni unilaterales. El Polo Demo-
crático ha dado ejemplo de una amplitud y horizon-
talidad aparentemente imposibles de manejar
desde una concepción tradicional de la organiza-
ción política. La selección de representantes me-
diante elecciones abiertas, masivas y voluntarias,
por ejemplo, es la demostración más contundente
de la superación del viejo sectarismo de izquierda. 

En segundo lugar, y como condición para viabili-
zar lo señalado en el párrafo anterior, fue necesario
poner en práctica un proceso unitario cuya premisa
es la tolerancia absoluta de las diferencias.  La uni-
dad más amplia sobre aspectos básicos era la única
opción para una verdadera disputa de poder frente
a la derecha, pero también para protegerse de la vio-
lencia política.  En una nación cortés y refinada,
donde el asesinato político es cosa corriente (tal
como la describió Waldo Frank hace más de medio
siglo, sin el menor ánimo de profetizar), la izquierda
colombiana tuvo que unirse no sólo por estrategia
política, sino también por supervivencia física.

EEnnttrree llaa ddeessccoonnffiiaannzzaa yy llaa ddeebbiilliiddaadd

Explicar sólo desde el análisis político la crónica
dificultad de la izquierda ecuatoriana para unirse
resulta sumamente complicado.  Tal vez habría que
adentrarse en disciplinas como la antropología, la
psicología social y hasta la geografía humana para
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uniformidad ideol�gica era
una constante inamovible
entre las organizaciones de
izquierda, la claridad con
que el Frente Amplio esta-
bleci� al pluralismo como
uno de sus principios recto-
res resulta impresionante.
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tiplicidad de pequeños actores que negocian indivi-
dualmente con el fin de conseguir alguna ventaja,
el gobierno puede caer en la necesidad de imponer
una dinámica vertical que le resuelva favorable-
mente el enfrentamiento en las urnas con la derecha
y el populismo.  La lista única, o el sometimiento a
una agenda constituyente prediseñada, apuntan en
ese sentido.

De primar este equívoco, los múltiples actores
de izquierda y centro-izquierda que hoy buscan un
espacio político electoral corren el riesgo de ser
invisibilizados, cooptados o absorbidos por la lista
del gobierno.  Desconocer que actualmente, en
cualquier relación política, el gobierno tiene la sar-
tén por el mango sería como querer tapar la luz del

sol con un dedo.  La gran diferencia radica en el
tipo de relación a construir: o con aliados menores
o con súbditos… y eso depende, fundamentalmen-
te, de la visión que despliegue el gobierno, pero
también de las estrategias de unidad y negociación
que apliquen los actores pequeños.

Los beneficios de un acuerdo a largo plazo con-
vienen a toda la tendencia, no sólo por los resulta-
dos potenciales en la Asamblea Nacional Constitu-
yente, sino en las elecciones del próximo año, cuan-
do se jugará la verdadera final en esta disputa por
alterar las relaciones de poder en el Ecuador.

tratar de entender un fenómeno tan complejo como
ridículo.  El fraccionamiento de la tendencia ha
alcanzado tales extremos que resulta casi imposible
establecer una mínima clasificación de sus inte-
grantes, sobre todo por la vertiginosa proliferación
de grupos y colectivos, algunos de los cuales nacen
con la misma rapidez con que desaparecen.

Si consideramos solamente a aquellas organiza-
ciones que cuentan con identidad, una mínima
estructura, cierta trayectoria, algo de presencia
mediática, dimensión nacional y
una que otra figura pública,
podemos registrar al menos una
veintena.  Esta cantidad resulta
exagerada para un país como el
Ecuador.  Más todavía si conside-
ramos que cada organización
tiene andarivel propio y, en no
pocos casos, hasta pretensiones
hegemónicas.  Sin embargo, si
fueran el reflejo de una diversi-
dad constituyente (para utilizar
una terminología acorde con la
moda actual), se podría soñar con una cantera para
la construcción de un actor político moderno, acor-
de con la realidad nacional y con las demandas
sociales.  Pero esa aspiración aún está por forjarse.

El momento político actual no puede ser más
propicio para alcanzar este propósito.  Una derecha
acorralada y carente de liderazgo, un populismo
que se debate entre la estulticia y la ignorancia de
sus conductores, y una sociedad dispuesta a sepul-
tar todo vestigio de las antiguas prácticas políticas,
abren un horizonte prometedor para un proyecto
de cambios profundos.  Sin embargo, esta oportuni-
dad inigualable puede naufragar en la vieja lógica
hegemonista de la política ecuatoriana.

La izquierda y la centro-izquierda tienen que
empezar luchando contra un importante ‘enemigo’
interno:  la atomización política que, como un espe-
jo, refleja el grave fraccionamiento étnico, social y
regional del país. De ahí han surgido cientos de
agrupaciones consolidadas solamente en su peque-
ñez y debilidad, así como infinidad de líderes y
figuras con aspiraciones a veces descabelladas, lo
que entorpece todo intento por generar procesos
unitarios. Demasiados generales para tan poca

tropa, parece ser la ecuación que
define la situación.

Este fraccionamiento ha pro-
vocado una honda desconfianza
mutua.  La identidad construida
por oposición al ‘otro’ ha deriva-
do, en el mundo de las izquier-
das, en una suerte de sospecha y
conspiración permanentes.
Cálculo y suspicacia son los ins-
trumentos que regulan las rela-
ciones entre potenciales socios.
Como resultado, la generosidad,

esa virtud tan escasa pero tan indispensable para
definir una nueva forma de hacer política, paga los
platos rotos.  La dificultad de construir colectivos
amplios y sólidos ha terminado justificando al tsu-
nami electoral en que se ha convertido el actual
gobierno.

??PPaattrriiaarrccaaddoo ddee iizzqquuiieerrddaa??

El reciente éxito electoral del presidente Rafael
Correa en la consulta popular (que de ninguna
manera es el triunfo del movimiento Alianza País)
prefigura un enorme riesgo: que el gobierno termi-
ne convertido en el sumo pontífice de la tendencia.
Ante la ausencia de partido propio, y con una mul-
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ce en trabajar por la reducción de la desigualdad de
la distribución de los ingresos y patrimonios, y exi-
gir educación y salud para todos.  Adicionalmente,
desde finales del siglo pasado, esta lucha también
ha incluido en su agenda la sostenibilidad ecológi-
ca.  Los socialdemócratas reconocieron, también
hace más de cien años, la necesidad de las interrela-
ciones internacionales y, precisamente por ello, coo-
peran a nivel mundial. 

La democracia social surgió como movimiento
político en Europa durante el siglo XIX y se transfi-
rió paulatinamente a otras regiones después de la
Segunda Guerra Mundial.  Este traslado ocurrió,
principalmente, hacia la India: la mayor democracia
mundial en número de habitantes, con el mayor
partido socialdemócrata (el partido Congreso,
cuyos líderes principales fueron Nehru y los
Gandhi).  Por otra parte, la democracia social tam-
bién se transfirió a Latinoamérica y África al térmi-
no de la colonialización.

Durante el siglo XX, la socialdemocracia se cons-
tituyó como izquierda democrática en una compe-
tencia político-ideológica ante el comunismo, es
decir, la izquierda no democrática.  La diferencia
fundamental entre la socialdemocracia y el comu-
nismo radicó en el modo de encarar esta cuestión:
¿es compatible la integración social de la sociedad
con los derechos humanos y la democracia?  En
1989 la socialdemocracia salió victoriosa frente al
comunismo en Europa.  Antes de esta victoria, los
partidos de izquierda, y esto también en
Latinoamérica, podían ser fácilmente estigmatiza-
dos de comunistas.  Sin embargo, esta discrimina-
ción, sobre todo después del final de la Unión
Soviética en 1989, no pasa de ser una difamación. 

La socialdemocracia busca conservar y difundir
su modelo en la sociedad mundial.  Particular-
mente, plantea alcanzar la integración social a tra-

vés de la estabilidad social y la democracia.  La
alternativa, buscar la integración social defendien-
do identidades excluyentes (fundadas en la perte-
nencia irreductible a una nación o a una religión),
no permite una estabilidad social permanente.  Su
fracaso lleva a guerras contra otras naciones o reli-
giones, a la opresión interna, y a revoluciones o
guerras civiles como respuesta.  En casi todo el con-
tinente americano no se ha alcanzado la integración
social.  Esto ha implicado la militarización de la
política exterior de los EEUU y sus consecuencias:
intervenciones en Latinoamérica, en Iraq, y la gue-
rra contra el terrorismo islámico.  En la región, este
tipo de política ha originado guerras civiles (sobre
todo en América Central, pero también en América
del Sur), y las narco-guerras desatadas en Colombia
y sus alrededores.  La guerra entre Ecuador y Perú
también debe ser vista en este contexto.

En su XXII Congreso, celebrado en São Paulo en
el año 2003, la Internacional Socialista acordó sus
concepciones de políticas en la sociedad mundial.
Allí se acordaron valores y objetivos, estrategias
políticas, y se identificaron las instituciones globa-
les necesarias para implementar estas estrategias.
Los tres principios socialdemócratas rectores, des-
critos a continuación, son el desarrollo sostenible,
los derechos humanos y la democracia.

DDeessaarrrroolllloo ssoosstteenniibbllee

El desarrollo sostenible exige una política ecoló-
gica global.  La primera tarea es evitar la catástrofe
climática.  En este sentido, la sociedad mundial
deberá concentrarse en la utilización de fuentes
renovables de energía.  América Latina y Ecuador
podrían desempeñar un papel decisivo en este pro-
ceso. 

Por otra parte, el desarrollo sostenible exige un
desarrollo económico-político dentro de un orden
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Las crecientes interrelaciones sociales, econó-
micas y políticas entre los Estados son parte
de ese profundo cambio actual en las relacio-

nes mundiales que llamamos globalización.  Más
allá de las posturas de sus defensores y de sus
adversarios, la globalización es un hecho histórico.
En este artículo planteo una posición política frente
a este desarrollo global contemporáneo.  ¿Es posible
que en medio de la globalización la
convivencia entre los seres humanos
sea más libre, justa y pacífica, y que su
relación con el medio ambiente sea
ecológicamente sostenible? 

II..

La globalización se refiere, básica-
mente, al desarrollo de la humanidad
hacia la gestación de una sociedad
mundial.  Este desarrollo ha ocurrido, sobre todo,
por la diseminación de las tecnologías digitales de
la información a partir de los últimos decenios del
siglo XX y también por el aumento de la población
mundial.  Ésta pasó de 2 500 a 6 500 millones desde
el final de la Segunda Guerra Mundial hasta la
actualidad.  En este contexto, la experiencia de vida
de la mayoría de la población, en todas las regiones

del mundo, está marcada por una migración per-
manente.  Junto a este carácter transfronterizo,  la
sociedad mundial se ha convertido en una sociedad
de la información y del conocimiento, donde la
integración social se establece a través de la adqui-
sición de conocimientos.  Hasta ahora, los principa-
les beneficiarios de esta evolución son los dueños
de capital.  A través de su control de los mercados

financieros interconectados global-
mente, aprovechan las oportunida-
des de la tecnología de la informa-
ción para fines especulativos.  El
vórtice así generado puede absorber
Estados enteros (Argentina y México
ya lo experimentaron).

La socialdemocracia propone es-
tructurar la globalización con una
política democrática.  La globaliza-

ción no es, necesariamente, neoliberal.  La democra-
cia social es una concepción sociopolítica que vin-
cula la democracia con la justicia social (siempre y
cuando existan condiciones que faciliten un des-
arrollo pacífico).  Desde hace más de cien años, los
socialdemócratas han venido luchando en muchos
países del mundo a favor de la libertad, la justicia y
la paz.  En términos de política social, esto se tradu-

* Ex subsecretario de Relaciones Exteriores de la República Federal de Alemania, ex diputado del Parlamento de la República Federal de
Alemania y ex ministro del Estado Federado de Renania del Norte/Westfalia.  Este artículo se basa en una ponencia del Dr. Christoph
Zoepel para el Instituto Latinoamericano de Investigaciones Sociales (ILDIS)/Friedrich Ebert Stiftung (FES) presentada el día 12 de abril
del 2007 en Quito.  
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propone estructurar
la globalizaci�n con
una pol�tica demo-
cr�tica.  La globaliza-
ci�n no es, necesaria-
mente, neoliberal. 



vida social, como el valor y el derecho de consultar
y criticar al Estado.  Este punto se vincula con la
garantía de la participación del ciudadano, con
amplios derechos democráticos, en las elecciones y
en partidos políticos representativos.  Por último,
otra garantía básica de la democracia es que los par-
lamentos aprueban leyes y controlen al gobierno.  

Para que se puedan celebrar elecciones demo-
cráticas, se necesitan alternativas políticas formula-
das y representadas por partidos políticos.  Muchas
veces, esta alternativa es nombrada bajo las rúbri-
cas ‘izquierda o derecha’.  La alternativa socialde-
mócrata o de la izquierda democráti-
ca, como hemos señalado, es el con-
cepto de la integración social.  La
socialdemocracia compite entonces
con partidos que no se basan en la
integración social, sino en formas tra-
dicionales de la integración orientadas
a asegurar los privilegios de los ricos.  El mundo ha
aprendido que el neoliberalismo no conduce a la
integración social y que, más bien, aumenta la des-
igualdad.  Esto también es cierto para los EEUU.
Por eso, la administración republicana de ese país
une su política económica neoliberal con conceptos
neoconservadores y unilaterales. 

IIII..

Las mayores diferencias entre los Estados de este
mundo se relacionan con los distintos niveles en la
garantía del derecho social o la integración social.
La integración se puede medir a través del índice de
Gini.  Si este indicador adquiere el valor 0, entonces
existe igualdad perfecta, y si tiene un valor de 100
existe desigualdad perfecta.  Los Estados de Europa

y Japón tienen un valor de, aproximadamente, 30
puntos en el índice de Gini.  Los EEUU y China, los
dos Estados más poderosos del mundo, tienen un
valor de 40.8 y 44.7 respectivamente.  Por su parte,
Latinoamérica en general tiene el valor más injusto
del índice de Gini (más de 50 en la mayoría de los
casos).  Guatemala es el ejemplo extremo: aproxi-
madamente 60 puntos. Ecuador, con 43.7 puntos,
está en una posición relativamente favorable.  Sobre
todo por razones histórico-económicas, resulta pro-
blemático comparar a Latinoamérica con Europa.
Sin embargo, la comparación con India (la demo-

cracia con mayor población en el
mundo) puede ayudar.  Allí el índice de
Gini tiene un valor de 32.5.  Por otro
lado, el país que ha unificado de la mejor
forma desarrollo y justicia social es
Corea del Sur.  Ni los EEUU ni  China
deberían servir como ejemplo para

Latinoamérica.  La India o Corea del Sur aparecen
más bien como modelos a anular.

El proyecto de garantizar la integración social
tiene una escala global.  Las sociedades de hoy
necesitan de instituciones políticas globales.  Tales
instituciones representarían el nivel superior de un
sistema político mundial multi-estratificado en los
niveles global, regional y estatal.  En cuanto al nivel
global, las instituciones se desarrollan en el sistema
de las Naciones Unidas.  Sin embargo, las Naciones
Unidas requieren de reformas que asuman ciertos
desafíos importantes.  El Consejo de Seguridad no
puede ser legitimado democráticamente si, por
ejemplo, la democracia con mayor cantidad de
habitantes, India, no es representada.  Asimismo, la
representación de Latinoamérica, África, el Medio

El proyecto de
garantizar la inte-
graci�n social tiene
una escala global. 

1 Si consideramos que la población mundial es de 6.54 mil millones y que 1.32 mil millones viven en China mientras que 1.12 mil millo-
nes viven en la India, integrar ambos Estados resultaría en un enorme desequilibrio.  Sólo India y China serían más grandes que cualquier
otra región.
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económico global.  Para esto se requiere regularizar
los mercados financieros, controlar las empresas
transnacionales, y garantizar tanto normas labora-
les básicas como mercaderías públicas globales
financiadas a través de impuestos globales. 

El desarrollo sostenible, por último, implica la
defensa de la justicia social a escala global.  Deberá
alcanzarse mediante la implementación de las
metas de los Objetivos de Desarrollo del Milenio,
pues éstos constituyen un horizonte amplio de polí-
ticas de desarrollo global.  En este sentido, es nece-
sario concentrarse en reducir a la mitad la pobreza
extrema, garantizar la educación primaria en todo
el mundo y regular ampliamente las deudas de los
países en desarrollo.

DDeerreecchhooss hhuummaannooss

Al comienzo del siglo XXI, la defensa de los
derechos humanos va de la mano con la ‘seguridad
humana’, una concepción aplicada por las Naciones
Unidas desde 1994.  La seguridad humana integra
varios problemas políticos vinculándolos con la
seguridad transnacional e interna, con el desarrollo
político, económico y del medio ambiente y tam-
bién con el derecho a la libre expresión.  Los dere-
chos humanos definidos únicamente como la
defensa contra el acoso por parte del Estado no sir-
ven si, por ejemplo, la seguridad del individuo está
expuesta a violencia en la vida diaria.  La anterior
dimensión limitada de los derechos humanos ha
sido sobrepasada, durante mucho tiempo, en las
islas democráticas y de bienestar de Europa.
Incorporar la noción de seguridad humana es el
reto primordial para muchas regiones y países del
mundo, incluyendo a los países latinoamericanos.

Por otro lado, los derechos humanos implican la
promoción de la integración social a través de la
educación.  Debido a que la sociedad mundial se ha

transformado en una sociedad de la información y
de conocimientos, el derecho a educarse, empezan-
do por el derecho a aprender a leer y escribir, es
fundamental para la vida humana.  Cada analfabe-
ta en este mundo es un escándalo humanitario.  Las
posibilidades de lograr algo en la sociedad mun-
dial radican en el uso del conocimiento.  Esto es
válido para cada individuo, ciudad y país –sobre-
todo en el contexto del desarrollo económico y de
la competencia justa.

Como un tercer punto, los derechos humanos
significan respeto a la identidad cultural.  La socie-
dad mundial no debe igualar las diferencias cultu-
rales, sino respetarlas como derechos humanos.
Esto sólo puede funcionar si las personas de dife-
rentes identidades se respetan mutuamente y apro-
vechan las posibilidades de enriquecerse mutua-
mente.  Estas normas básicas son válidas tanto para
cristianos, musulmanes y judíos, como para blan-
cos, negros e indígenas.  El respeto de la identidad
cultural y la diversidad también exige la rehabilita-
ción de pueblos o etnias oprimidas en el pasado o
en la actualidad.  Los europeos inmigrados a
América y sus descendientes tendrán que aceptarlo. 

DDeemmooccrraacciiaa

La democracia en la sociedad civil significa
‘buen gobierno’.  Para estar a la altura de los desafí-
os de la globalización, el buen gobierno deber ser
efectivo, democrático y basarse en el Estado de
derecho. El Estado para unos pocos, o bien, el
Estado corrupto, no es compatible con la democra-
cia.

La democracia en la sociedad civil también sig-
nifica transparencia para todos los que quieran
entender las decisiones y desarrollos políticos.  Esto
exige tanto un compromiso de la sociedad civil por
permanecer despierta frente a múltiples áreas de la



países latinoamericanos elegidos democráticamen-
te mantienen relaciones con Estados antidemocráti-
cos, deberían aclarar la diferencia entre sistemas
democráticos y sistemas autoritarios.  El objetivo de
la política socialista en América Latina es legítimo.
Pero el socialismo siempre tiene que pronunciarse a
favor de la democracia.  Inclusive el Papa Benedicto
declaró como útil el socialismo democrático en un
mundo que conoce los valores sociales. 

La perspectiva socialdemócrata puede ser resu-
mida en los siguientes puntos: 
a) La integración regional de América Latina es

necesaria. Las demandas unipolares de los
EEUU sólo se pueden contrarrestar si se impul-
sa la integración regional. 

b) En conjunto con la Organización Internacional
del Trabajo (OIT), el MERCOSUR y la CAN, la
integración regional debería ser ampliada por
normas laborales básicas.

c) Los Estados latinoamericanos requieren de un
sistema de impuestos eficiente para realizar las
tareas de la integración regional.  No existe nin-
guna razón por la que los impuestos en relación
con el ingreso individual sean menores a los de
los EEUU.  Modificando la base impositiva, la
ayuda al desarrollo se podría utilizar, exclusiva-
mente, para la educación y la reducción de la
pobreza. 

d) La integración social de todos, sobretodo de los
pobres, a través de la educación es un aspecto

central.  Cada niño debe cumplir, por lo menos,
la educación básica (esto es, 8 años de escolari-
dad).  Este desafío debería ser el núcleo de la
cooperación de desarrollo con Europa. 

e) La realización de los derechos humanos requiere
de la aceptación de una sociedad multiétnica y
multicultural. 

f) Las fuentes de energía renovable de América
Latina y especialmente del Ecuador (concreta-
mente la energía hidroeléctrica y geotérmica),
deben ser aprovechadas para reducir la depen-
dencia del petróleo y mitigar la pérdida de bos-
ques de difícil regeneración.  De modo general,
es un hecho que el consumo de energía per cápi-
ta de los Estados norteamericanos y europeos
occidentales no puede ser practicado en el
mundo sin causar gravísimos cambios climáti-
cos.  Por ello, una reducción del consumo de
energía es un mandato ecológico que permitirá a
los países con recursos energéticos conservar
por más tiempo sus riquezas naturales y reducir
daños ecológicos, como la tala de bosques,
mediante el cultivo de su propia biomasa.

g) Los demócratas de la izquierda de los Estados
latinoamericanos deberían cooperar de forma
institucional, ganar a los grupos sociales hasta
ahora excluidos y trabajar estrechamente con las
fuerzas de la sociedad civil. 
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Oriente y Asia del Suroriente
tiene que ser democrática.  Por
otro lado, el Consejo de Segu-
ridad de las Naciones Unidas
debe ser complementado por un
segundo consejo que se dedique
a temas económicos, sociales y
ecológicos.  Es necesario crear
un consejo de las Naciones
Unidas para el desarrollo soste-
nible. Por último, las organiza-
ciones internacionales de finan-
zas también deben ser reforma-
das para que todos los seres
humanos y sus Estados sean
representados equitativamente.  

En cuanto al nivel regional,
un sistema político multilateral y separado por
poderes necesita de regiones integradas con capaci-
dad de acción.  La gran mayoría de Estados peque-
ños no pueden, por sí solos, contribuir en mayor
grado.  Las regiones, sin embargo, deberían ser
equilibradas según la cantidad de habitantes, el
poder económico y el tamaño del territorio.   El fun-
damento para crear y fortalecer este nivel organiza-
tivo son las estructuras globales y geopolíticas exis-
tentes.  La Unión Europa elogia sus méritos acerca
de la integración regional: a partir del primero de
enero del 2007, tiene 27 Estados miembros con
aproximadamente 479 millones de habitantes.  Sin
embargo, si América Latina y el Caribe se constitu-
yera como región, ésta tendría 569 millones de
habitantes (90 millones más que Europa). Tanto
Europa como Latino-américa tienen problemas de
integración con algunos Estados pequeños en las
periferias, en América Central y en los Balcanes
Occidentales, respectivamente. Por otro lado, los
EEUU constituyen únicamente una región de 300

millones de habitantes.  Pero su
poder económico es sobresa-
liente. La asignación de México,
con 108 millones de habitantes,
depende del Tratado de Libre
Comercio de América del Norte
(NAFTA). Tanto el NAFTA
como el Tratado de Libre Co-
mercio de América Central
(CAFTA) dificultan la asigna-
ción de América Central. 

Los países pequeños, en
general, son un problema para
la estabilidad de las regiones.
Esto responde, muchas veces, a
los intereses de grandes países.
Tal es el caso, por ejemplo, en

Latinoamé-rica o en Europa Oriental.
Asimismo, los Estados pequeños son un pro-

blema para la integración de África (con 925 millo-
nes de habitantes en 54 países).

IIIIII..

A partir de la elección de presidentes anti-neoli-
berales de izquierda en muchos países de este con-
tinente, el público alemán mira con gran interés
hacia América Latina.  Los observadores objetivos
confirman que las elecciones se desarrollaron basa-
das en normas del Estado de derecho y que, por lo
tanto, tienen legitimación democrática.  

También es legítimo modificar las constitucio-
nes. Sin embargo, una constitución democrática de-
bería ser concebida para siempre.   

En este contexto regional, la libertad de expre-
sión (uno de los hitos de la política de derechos
humanos) debe ser conservada. Irrespetar esta
libertad es una hipoteca que pesa sobre la política
de Fidel Castro en Cuba.  Si los presidentes de los

A partir de la elecci�n de pre-
sidentes anti-neoliberales de
izquierda en muchos pa�ses
de este continente, el p�blico
alem�n mira con gran inter�s
hacia Am�rica Latina.  Los
observadores objetivos con-
firman que las elecciones se
desarrollaron basadas en nor-
mas del Estado de derecho y
que, por lo tanto, tienen legi-
timaci�n democr�tica. 



El mundo contemporáneo es cualitativamente
distinto al mundo de la segunda mitad del
siglo XX.  Actualmente el enfrentamiento tra-

dicional entre los postulados de izquierda y de dere-
cha ha desparecido, y ambas corrientes enfrentan un
fenómeno distinto: el populismo anti-ideológico.
Discursos mediáticos y una permanente retórica en
contra de las formas y prácticas de las organizacio-
nes políticas con mayor historia, han producido
nuevas esferas de poder político y triunfos electora-
les mesiánicos de personajes que, sin la orientación
de programa alguno, llevan adelante una acción
ubicada entre la demanda ciudadana y la oferta uti-
litaria.

Como producto del debilitamiento institucional
y de la ausencia de respuestas a las nuevas expecta-
tivas de la gente, en Ecuador los partidos políticos
con fundamentos ideológicos han visto mermados
y fracturados sus niveles de intermediación con el
pueblo.  Como consecuencia, han cedido espacios
en los cuerpos colegiados de gobernabilidad demo-
crática.  Esto, por supuesto, al amparo de errores
sistemáticos orientados a mantener el status quo,
desdibujando la orientación que esas organizacio-
nes debían tener.

Conscientes de esta problemática, los miembros
del partido Izquierda Democrática, bajo la presi-
dencia nacional de Andrés Páez (electo en eleccio-
nes internas el 27 de enero de este año)1, celebraron
un Congreso Ideológico durante los días 27 y 28 de
abril.  A este encuentro asistieron, en calidad de
expositores magistrales, líderes y pensadores de la
socialdemocracia internacional tales como Sergio
Bitar (presidente del Partido por la Democracia de
Chile y ex ministro de las administraciones de
Ricardo Lagos y Salvador Allende), Rolando Araya
(ex candidato a la presidencia de Costa Rica por el
partido Liberación Nacional), Sergio Benito Osorio
(delegado de Cuauthémoc Cárdenas, ex alcalde de
México D.F. y ex candidato a la presidencia), Luis
Ayala (secretario general de la Internacional Socia-
lista), y Kai Burmaister (vicepresidente de la Inter-
nacional Socialista de Jóvenes).

La discusión, en la que participaron más de 700
personas acreditadas entre simpatizantes y afilia-
dos, constituyó un espacio de construcción colecti-
va.  Fue posible encontrar puntos de acuerdo y pro-
cesar diferencias a través del cuestionamiento de la
trascendencia y justificación de la organización po-
lítica.  De este modo, se pudo escuchar a los jóve-

Hacia un nuevo 
socialismo democrático

Xavier Buendía Venegas*

* Secretario Nacional de Relaciones Internacionales de Izquierda Democrática.
1 Nótese que la ID es la única organización política que ha entrado en este proceso para la elección de sus directivos.
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nes, a las mujeres, a las minorías y a todos los que
coinciden o difieren con los principios de la social-
democracia para construir, juntos, una propuesta y
alcanzar compromisos con la misma.  Particular-
mente, en el congreso se definieron posiciones fren-
te a los nuevos temas que atañen a la humanidad:
entre otros, el comercio internacional, el narcotráfi-
co, el terrorismo, el fenómeno de la migración y el
calentamiento global.  

Los fines del Congreso Ideológico giraron entor-
no de la renovación y afirmación de los principios
socialistas democráticos.  Esto con la finalidad de
retomar el liderazgo nacional, rescatando la práctica
política del oportunismo y la improvisación, para
construir un país con justicia social y libertad.
Como resultado final, se esperaba manifestar al
Ecuador, a Latinoamérica y al mundo las propuestas
de una reformada y joven socialdemocracia.

Las conferencias magistrales, temáticas y las
mesas de trabajo abarcaron el debate sobre los
siguientes temas:  
• Solidaridad y el desarrollo político de las nacio-

nes.  

• Paso de la ética pública a la ética global.

• Correlatos entre principios ideológicos y acción
política.

• Democracia como componente sustancial de los
procesos de desarrollo.

• Calentamiento global.

• Transparencia en la gestión pública y la audito-
ria social.

• Ejercicio de la ciudadanía frente a la vulnerabili-
dad de sus derechos.

• Discusión Estado vs. mercado.

• Gobiernos seccionales y autonomías.

• Papel de las fuerzas armadas en la sociedad
moderna.

• Regulaciones éticas de la tecnología biomédica.

• Reforma política (la nueva institucionalidad y la
gobernabilidad).

• Rol de los partidos políticos frente al desarrollo.

• Cuidado de la salud en la sociedad del nuevo
siglo.

• Equidad de género y sociedad.

• Sociedad digital, su desarrollo y acceso.

• Independencia científico-tecnológica de nues-
tras naciones.

• Educación y parámetros del subdesarrollo.

• Seguridad social como proceso solidario.

• Defensa del medio ambiente (recursos energéti-
cos y naturales).

• Vulnerabilidad y desarrollo.

• Desarrollo y socialismo democrático.

• Minorías sexuales.

• Soberanía nacional.

• Rol del Estado frente al desarrollo.
En el transcurso de la discusión se pusieron de

manifiesto algunos puntos centrales.  Uno de ellos
es que el desequilibrio entre actores políticos y
sociales perjudica crecientemente a los ciudadanos
más vulnerables.  En relación a ello, la intensifica-
ción del proceso de globalización hace que decisio-
nes cruciales y dramáticas queden totalmente aje-
nas del control público y social.  También se señaló
que el marco jurídico y político del Ecuador, en su
despliegue de funciones, no garantiza el cumpli-
miento eficiente de derechos.  Por otra parte, se dijo,
con la polarización del conflicto ideológico entre los



Cuando el ILDIS y la revista La Tendencia
tomaron la decisión de organizar el proyec-
to “Las izquierdas y la constituyente”, el

propósito fue acercar a las distintas posiciones de
nuestra corriente y facilitar el debate entre ellas
sobre los nuevos contenidos constitucionales.  Con
ello, esperamos concretar procesos de acción e
intervención conjunta en la Asamblea Nacional
Constituyente a realizarse en los próximos meses.

En el mes de enero, cuando arrancaba este pro-
yecto, el gobierno del presidente Rafael Correa soli-
citó al Tribunal Supremo Electoral la convocatoria a
una Consulta Popular para resolver la instalación
de la asamblea.  Desde entonces, en el país se han
vivido momentos de tensión e incertidumbre.  Esta
desestabilización fue generada por determinadas
fuerzas políticas que pretendieron impedir la reali-
zación del referéndum.  Sin embargo, después de la
consulta y sus resultados, los conflictos y tensiones
han sido relativamente superados.  Hoy el panora-
ma es distinto.  Diversos sectores de nuestra ten-
dencia de izquierda-centroizquierda se disponen a
concretar acuerdos en torno a los principales conte-
nidos de la nueva  carta política.  Existe el ánimo y
la predisposición para avanzar hacia la definición
de un programa constitucional que nos permita
asistir con todas las herramientas listas y dispuestas
a un evento cívico-político tan importante como es
la asamblea.

En medio del proceso constituyente por el que
ya estamos atravesando, se expresa la diversidad
de sectores de nuestra corriente: se han conformado
el Frente Nacional por la Constituyente, la Alianza
Somos Poder Constituyente, el Acuerdo Nacional y
la Unidad de la Izquierda.  Por otra parte, también
se han venido manifestando las posiciones de orga-
nizaciones políticas como Alianza País, Ciudadanos
Nuevo País,  Red Ética y Democracia, Izquierda
Democrática, y de importantes grupos políticos
emergentes como Alternativa Democrática, Poder
Ciudadano, Clave Democrática y Alfaro Vive
Carajo.  A partir de la riqueza de este pluralismo,
aspiramos a concretar una unidad programática
gestada a partir de la deliberación y el acuerdo
sobre los contenidos de la nueva constitución.

Ya en la ciudad de Cuenca, en acuerdo con
Azuay Dialoga, el 14 de marzo del presente año se
realizó un primer intercambio orientado en este
sentido.  En este evento, que nos permitió conocer
los puntos de vista de azuayos y cuencanos sobre la
importancia de la Asamblea Nacional Constitu-
yente, se destacó la visión de Fernando Bustamante
(coordinador ministerial de seguridad interna y
externa del gobierno).  Como Bustamante afirmó, el
proceso constituyente apunta a generar nuevos
actores políticos y a terminar con el permanente blo-
queo institucional que ha vivido nuestra democracia
en los últimos años. Adicionalmente, el encuentro
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alcances de lo público y lo privado, se pueden esta-
blecer los ejes vertebradores de la línea de acción
política.  Finalmente, se destacó que es importante
ubicar y dar forma a modelos de manejo de la cosa
pública que garanticen la práctica de la democracia
en todos los estamentos sociales.

Adicionalmente, se examinó el rol de las Fuerzas
Armadas.  En los últimos episodios de la historia
republicana, esta institución se ha convertido en un
árbitro dirimente de las diferentes crisis.  Ello seña-
la la necesidad de definir cuál debe ser el papel que
las Fuerzas Armadas deben cumplir frente a la
sociedad.

La reforma política debe partir de una ruptura
necesaria que provea respuestas sobre el manejo del
poder y la toma de decisiones con protagonismo
ciudadano.  Como actores políticos hemos de ope-
rar en un cambio cualitativo que garantice la recon-
cepción de la democracia.  Es indudable que como
partido somos actores fundamentales en el plantea-
miento de soluciones a la complejidad de los pro-
blemas sociales y a las exigencias de mayor eficacia
en el diseño e implementación de las políticas
públicas.  Sin abandonar los aspectos teóricos del
desarrollo, hemos de convertirnos en voceros de la
gente común, de la población ahora altamente poli-
tizada, abordando este desafío y superando falsos
dilemas.

Temas como la equidad de género, la educación
y los parámetros del subdesarrollo, la seguridad
social como un proceso solidario, la vulnerabilidad
y el desarrollo, las minorías y la discriminación,
constituyen los pilares fundamentales sobre los

cuales generar un programa de acción social que
enmarque y consolide, en la praxis política, al socia-
lismo democrático.  Todo esto fundamentado en el
principio de igualdad que Rodrigo Borja define en
su obra Enciclopedia de la política como “la descrip-
ción de las personas como seres equivalentes y
sigue por darles las mismas oportunidades ante la
vida”. [Sic.]

El Congreso Ideológico de Izquierda Democrá-
tica permitió identificar los consensos renovados
para sistematizar una propuesta que haga posible la
actualización de nuestra Declaración de Principios,
sin el abandono de nuestra matriz ideológica.  Esto
nos permite informar a todo el Ecuador y al mundo
sobre nuestros nuevos alcances definidos por
Andrés Páez en su obra Socialdemocracia: “Hemos
adquirido una voluntad de actualización que rena-
ce, incluso si fuese menester de cambiar en lo nece-
sario, sumada a una arraigada voluntad de servicio
y entrega para construir una sociedad digna gene-
rando iniciativas para elaborar un proyecto real que
en este caso es el de un partido político profunda-
mente ideológico”.

“Toda ideología es perfectible” ha dicho Rodrigo
Borja, y bajo ese principio el partido desarrolló su
Congreso Ideológico.  Como remarca Andrés Páez,
“la política es un acto de amor, de compromiso, de
creación e imaginación”.  Por eso vamos a llevar
adelante las acciones programáticas gestadas en
este evento trascendental para profundizar nuestra
relación con la gente y proponerle al Ecuador que sí
es posible recuperar los sueños y las utopías desde
el socialismo democrático.

* Director de la revista La Tendencia

DEBATE SOBRE LA NUEVA CONSTITUCION



en Cuenca nos permitió conocer una interesante
propuesta para resolver el problema de la organiza-
ción político-administrativa del Estado ecuatoriano,
y escuchar valiosos criterios sobre desarrollo local y
democracia.  Todos estos elementos sin duda ali-
mentan la definición de nuestro programa constitu-
cional desde la izquierda-centroizquierda.

Con el segundo encuentro del proyecto “Las
izquierdas y la constituyente” celebrado el 28 de
marzo en la ciudad de Quito, se procuró dar conti-
nuidad a lo ya avanzado.  En el establecimiento de
la agenda se incluyó, en primer lugar, un panel titu-
lado “La importancia de la constituyente para la
transformación del Ecuador”.  Allí se dieron a
conocer los puntos de vista del movimiento indíge-
na (a través de Nina Pacari), de la Comisión
Constitucional organizada por el CONESUP a
pedido del presidente Correa (a través de Gustavo
Vega), de importantes sectores políticos y ciudada-
nos guayaquileños (a través de Eva García), y del
gobierno (a través del viceministro Eduardo
Paredes).

Como ya lo manifesté en la inauguración del
foro de Cuenca, en el foro de Quito volví a enfatizar
que a través de las distintas variantes de los gobier-
nos de izquierda en América Latina, actualmente
vivimos un proceso de superación del modelo neo-
liberal que se impuso y fracasó en nuestras socieda-
des durante la década pasada.  En este marco, la
promoción de cambios históricos en nuestro país
puede ser proyectada a partir de los siguientes ejes:
1.  Implementar una política económica basada en

el desarrollo sustentable o sostenible que con-
temple la protección al medio ambiente, el creci-
miento económico productivo, la justicia social
y la equidad.  Con ello se apunta a construir una
alternativa a las recetas del llamado ‘consenso
de Washington’ y al neoliberalismo que depre-

daron y afectaron nuestro medio ambiente, limi-
taron el crecimiento de la economía y generaron
más pobreza, injusticia e inequidad.

2. Gestar una transformación que recupere el Esta-
do social de derecho y su institucionalidad.  En
otros términos, es necesario recobrar la autori-
dad y legitimidad del Estado en la sociedad, y
asegurar que tenga la fortaleza y capacidad para
generar servicios sociales universales de cali-
dad, especialmente en los campos de la seguri-
dad social, la educación y la salud.  Durante la
‘larga noche neoliberal’ de la década pasada, se
desmanteló al Estado, a sus servicios sociales e
instituciones, privilegiando al mercado y las pri-
vatizaciones, acrecentando la pobreza y la des-
esperanza.  Como alternativa, hoy debemos pro-
mover un Estado que garantice el bienestar de
los ciudadanos y ciudadanas.  Para ello, es nece-
sario instrumentar los medios para avanzar
hacia una nueva forma de división político-
administrativa descentralizada que fortalezca la
integración de nuestra nación.  En este desafío
se debe poner el acento en la solidaridad y com-
plementariedad en el desarrollo entre las zonas
pobres y ricas de nuestra patria, entendiendo a
la mancomunidad como el medio por excelencia
para concretar una nueva regionalización que
unifique, y no separe ni  descomponga, a nues-
tro Ecuador del siglo XXI.

3.  Impulsar el desarrollo de la democracia creando
normas y mecanismos que mejoren la represen-
tación de la sociedad.  Debemos promover y
garantizar los derechos humanos y generar una
transformación democratizadora de los actores
políticos.  Este cambio nos permitirá garantizar
la seguridad individual, la identidad cultural, la
integración, y un ejercicio de gobierno transpa-
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rente y participativo. En el nuevo régimen polí-
tico a ser construido, la participación deberá ser
el complemento decisivo de la representación.

4.  Garantizar la soberanía.  En las condiciones
actuales, debemos apuntar a una soberanía
regional basada en la integración de nuestros
pueblos.  Ello nos puede permitir fortalecer la
autonomía de nuestra América, esto es, incre-
mentar nuestro poder de negociación económica
y política frente a nuestro vecino del Norte y
frente al mundo globalizado. En el concierto de
nuestra región cada vez más soberana, debemos
apuntar a que nuestro país incida en la modifica-
ción de los aspectos más graves del mundo glo-
balizado.  La economía transnacional ha estado
al servicio del capitalismo más salvaje y despia-
dado.  Esto, de hecho, constituye una amenaza
de destrucción de la especie y sus formas de
vida.  Asimismo, en nuestra contemporaneidad
las posiciones bélicas han prevalecido sobre la
cooperación entre los pueblos del mundo. A ini-
cios del siglo XXI, es posible concretar a nivel
mundial  una nueva gobernanza  que acabe con
estas amenazas planetarias  y genere una nueva
forma de dirigir los destinos de la humanidad.
El Ecuador y la región cuentan con las condicio-
nes políticas para comprometerse en esta tarea.

Desde nuestra perspectiva, estos puntos, señala-
dos de manera sintética, expresan la parte medular
de la aspiración de cambio que nuestros pueblos, en
Ecuador y América Latina, demandan actualmente.
A partir de estas líneas programáticas, en el foro de
Quito del 28 de marzo, se organizó un segundo diá-
logo sobre la concepción y los criterios que tiene
nuestra corriente en torno a la parte orgánica de la
nueva constitución.   En la mesa redonda “La trans-
formación democrática del Estado y la economía”,

junto a Fander Falconí (secretario nacional de plani-
ficación del gobierno), participaron destacados inte-
lectuales de izquierda como Pablo Andrade, Carlos
Larrea y Pedro Páez.  El objetivo de esta mesa fue
delinear algunos aspectos fundamentales de  la
relación del Estado con la economía, con la socie-
dad, con la organización político-administrativa y
con la soberanía.  

De manera más específica, en esta mesa de dis-
cusión se trató, en primer lugar, el tema del nuevo
esquema de regulación económica necesario para
reequilibrar los nexos del Estado con el mercado.
Esta temática abarca aspectos como las relaciones
comerciales, la regulación financiera, la nueva
estructura tributaria y la relación laboral.  

En segundo lugar, se abordó la redefinición de la
gestión pública del Estado, precisando la distinción
entre lo privado y lo público no-estatal.  Aquí se
procuró conceptuar con mayor claridad tópicos
como las áreas estratégicas de la economía, el patri-
monio estatal, los sistemas de propiedad mixtos, la
privatización y los sistemas cooperativos y comuni-
tarios.  Asimismo, la reflexión incluyó el problema
de la descentralización y la necesidad de crear una
nueva división político-administrativa que articule
las competencias públicas a nivel local, regional y
nacional.

En tercer lugar, se discutió sobre igualdad y jus-
ticia distributiva.  En este punto se desarrollaron
argumentos que, partiendo de un enfoque univer-
sal de derechos, favorecen la reconstitución del sis-
tema de protección y seguridad social y de políticas
públicas distributivas.

En cuarto y último lugar, en la mesa redonda
“La transformación democrática del Estado y la
economía”, se procuró definir una nueva concep-
ción sobre la inserción del Ecuador en el contexto
internacional.  Los puntos que incluyó este tópico



Quiero compartir con ustedes un conjunto
de ideas sobre geopolítica y sobre el rol de
la política exterior frente a la seguridad y

comercio internacional, con el fin de discutir los
límites y posibilidades de una nueva política exte-
rior ecuatoriana.  Mi presentación tendrá dos par-
tes.  En la primera expondré un esquema sencillo
para el análisis de los tres contextos en los que se
mueve la política exterior de cualquier Estado en la
actualidad, a saber: global, regional y nacional.  En
la segunda parte, desarrollaré este esquema analíti-
co en relación al problema de la política exterior
ecuatoriana.

LLoo gglloobbaall,, lloo rreeggiioonnaall yy lloo nnaacciioonnaall

Con cierta frecuencia, corrientes intelectuales
ideológicamente opuestas llegan a coincidencias
asombrosas sobre algunos temas.  El de la globali-
zación es uno de ellos.  En efecto, teóricos y deciso-
res políticos de inspiración conservadora, neolibe-
ral y sus opositores socialistas y ‘movimientistas’,
conciben a la compleja economía política mundial
contemporánea como una fuerza imparable que
presiona y moldea a las sociedades nacionales a la
manera de un alfarero trabajando con arcilla.1

Conservadores y neoliberales coinciden en seña-
lar que el alfarero es por naturaleza bondadoso y
que, a pesar de la torpeza espasmódica de algunos
de sus movimientos, en el largo plazo su labor será
beneficiosa para todos.  Su figura representativa es
el libre mercado universal.  Los socialistas y ‘movi-
mientistas’ sostienen, en cambio, no sólo que el alfa-
rero es en sí mismo malvado sino, además, que las
aparentes torpezas son acciones deliberadas.  La
encarnación de este demoníaco escultor es el impe-
rialismo global.

En estos debates, los temas de lo regional y lo
nacional/local simplemente se pierden por reduc-
ción.  Las formaciones regionales son vistas como
instrumentales a diseños institucionales que favore-
cen o al avance del libre mercado o a la resistencia
al imperialismo.  De igual manera, los proyectos
nacionales de desarrollo son pintados como meras
reacciones a dos posibles tipos de respuesta: asimi-
lación o resistencia a la nueva economía política
mundial.

Existe, sin embargo, otra manera de ver los con-
textos contemporáneos.  Lo global puede efectiva-
mente concebirse como un sistema económico mun-
dial.  Pero se trata de un sistema diferenciado.  En la
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fueron la geopolítica de la integración, la elabora-
ción de una agenda de política exterior ya no cen-
trada en la seguridad, y el impulso de nuevas
opciones comerciales estratégicas.

Inmediatamente a continuación, presentamos
las ponencias expuestas por Andrade, Larrea y
Páez.    Adicionalmente, en esta sección de la revis-
ta incluimos una síntesis sobre el encuentro
“Experiencias Constitucionales en América Latina”
celebrado el 19 de abril en Quito.  Enmarcado en el
proyecto “Las izquierdas y la constituyente”, la
finalidad de este evento fue ofrecer un panorama
comparativo de los procesos de reforma constitu-
cional ocurridos en Colombia, Bolivia, Venezuela y
en el propio Ecuador en 1998.  Finalmente, como
último insumo para la discusión en torno a la cons-

tituyente, en lo que resta de esta sección presenta-
mos algunas de las reflexiones colectivas elabora-
das por distintos sectores sociales y políticos del
país.    

Tenemos la certeza de que el bagaje conceptual
proveído por los eventos organizados por ILDIS y
la revista La Tendencia, nos pueden orientar para
fundamentar algunos aspectos del cambio histórico
que el Ecuador demanda.  Esperamos que a partir
de estos lineamientos, en las mesas específicas de
discusión contempladas en el proyecto “Las
izquierdas y la constituyente”, se formulen pro-
puestas para concretar un modelo constitucional
desde las izquierdas que esté a la altura de las
demandas del Ecuador  en el siglo XXI. 

Hacia una nueva inserción 
en el contexto global y regional*

Pablo Andrade**

* Ponencia presentada el día 28 de marzo en FLACSO, Quito, dentro de la mesa de discusión “La transformación democrática del Estado
y la economía” del proyecto “Las izquierdas y la constituyente”.
** Profesor - investigador, Universidad Andina Simón Bolívar sede Ecuador.

1 Colin Hay, “Globalisation as a Problem of Political Analysis: Restoring Agents to a 'Process without a Subject' and Politics to a Logic of
Economic Compulsion”, Cambridge Review of International Affairs Vol. 15 Issue 3 (2002): 379-392.
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nueva economía política mundial, el grado de com-
petencia por los mercados, la interdependencia de
los sectores industrial y financiero, así como el pre-
dominio de este último, son mayores entre los paí-
ses del Atlántico del Norte, Japón y el Este y Sur
asiáticos.2 Pero incluso en este núcleo, lo global no
se concreta sino a la manera de formaciones regio-
nales.  Siguiendo a Mitchel Bernard, entiendo por
formaciones regionales a  conjuntos de sociedades
diferentes, con composiciones de clase distintas,
que se hallan conectadas entre sí.3 La conexión
involucra varios tipos de arreglos formales e infor-
males, dependientes de alianzas transnacionales
específicas y del tipo de instituciones que existen
dentro de las respectivas sociedades nacionales.

Visto de esta manera el contexto global, las
regiones dejan de ser el resultado más o menos sim-
ple de diseños instrumentales particulares y apare-
cen, más bien, como un nivel intermedio entre lo
global y lo nacional.  Las regiones tienen un susten-
to material provisto por las condiciones particula-
res de cada economía política (o sociedad) nacional
y por los procesos históricos de conexión entre las
diferentes sociedades.  Expresado de manera sim-
ple, las regiones pueden ser producidas globalmen-
te pero sus manifestaciones responden a especifi-
dades nacionales.

Esquemáticamente, podemos distinguir básica-
mente tres grandes formaciones regionales en el
mundo contemporáneo.  La original de los países
capitalistas avanzados, constituida por el Atlántico
Norte y Japón.  Una segunda que emerge luego de

la Segunda Guerra Mundial en el Este y Sur de
Asia.  Y una tercera formada por los países de
pobre industrialización de América Latina y el
Caribe, y África.  La macro región del Atlántico
Norte está dividida, a su vez, en dos regiones (cla-
ramente diferentes por sus arreglos institucionales
formales e informales): la norteamericana y la con-
tinental europea.  Al menos en su núcleo más ínti-
mo, la macro región asiática fue hasta la crisis
financiera de 1997 en gran medida una prolonga-
ción de la economía regional japonesa.  Por su
parte, los países industrializados de América
Latina (México, Brasil y en menor medida
Argentina y Chile) forman parte, simultáneamente
aunque de manera diferenciada, de la región norte-
americana y  de la continental europea.  El resto de
los países del mundo forman una especie de ‘resi-
duo’ que padece de ciclos de conexión y descone-
xión intermitentes con las macro regiones indus-
trializadas.  Estos ciclos dependen de las necesida-
des y complementariedades de estas últimas eco-
nomías con las capacidades de producción prima-
ria de los países residuales.4 

Quiero enfatizar que las fuerzas económicas que
guían las dinámicas de todas estas regiones están
cambiando intensa y rápidamente a  causa de dos
desarrollos recientes: primero, la emergencia de
China y, en menor medida, India, como competido-
res industriales mundiales5; y segundo, la reiterada
incapacidad de la economía de Estados Unidos
para recuperar y mantener ritmos de crecimiento
económico altos durante períodos relativamente

extensos (más de una década).6   Estos dos procesos
combinados pueden generar crecimientos explosi-
vos y bruscos, transitoriamente favorables a la
incorporación de países residuales a las diferentes
regiones industrializadas, pero insostenibles en el
largo plazo pudiendo reventar en la forma de gran-
des crisis financieras y del empleo industrial (como
sucedió con Tailandia, Indonesia y Malasia hasta la
crisis financiera de 1997).7

Los estudios sobre la crisis de 1997 han estable-
cido claramente que, por un lado, ésta eliminó de la
región a los países residuales de más reciente incor-
poración (Tailandia, Indonesia y Malasia no han
logrado recuperar sus ritmos de crecimiento inclu-
so una década después), mientras que por otro
lado, conservó y consolidó a socios bien estableci-
dos (Corea del Sur y Taiwán, principalmente) y
abrió oportunidades para China e India, los nuevos
competidores mundiales.  A su vez, estos cambios,
en su conjunto, han fortalecido un tipo de esquema
de integración regional particular: ASEAN.

¿Cómo podemos explicar estos procesos?
Estudios recientes muestran que mientras los paí-
ses de integración exitosa lograron implementar
estrategias de industrialización orientada por las
exportaciones (IOE) altamente eficientes en térmi-
nos de crecimiento económico, los países residua-
les, a pesar de haber adoptado estrategias superfi-
cialmente similares, fracasaron en sostenerlas.  Tres
factores dan cuenta de ese fracaso.  Primero, los paí-
ses residuales asiáticos adoptaron estrategias
exportadoras guiadas por el mercado (es decir,
basadas en mano de obra barata mediante la reduc-

ción de los salarios), en lugar de incrementar la pro-
ductividad industrial de sus economías mediante
subsidios a la incorporación de conocimiento, o a
través de un crecimiento guiado por las institucio-
nes.  Segundo, los Estados de estos países no logra-
ron desarrollar mecanismos de control de crédito ni
sistemas de monitoreo y coordinación de la calidad
y cantidad de la producción industrial.  Tercero, en
su lugar, los Estados de los países residuales asiáti-
cos aplicaron políticas para atraer la inversión
internacional que los lanzaron a los brazos de la
especulación financiera internacional, en complici-
dad con especuladores y rentistas locales.8 

LL��mmiitteess yy ooppoorrttuunniiddaaddeess ddee uunnaa nnuueevvaa ppooll��ttiiccaa
eexxtteerriioorr

A esta altura del partido la historia les debe
sonar familiar, porque se parece muchísimo a lo
que ha venido ocurriendo con Ecuador desde 1992.
En estos años, Ecuador se mantuvo como un país
residual primario exportador, sólo que con más
problemas ecológicos, sociales y políticos que hace
catorce años.  Con estos elementos de análisis,
podemos resolver las preguntas referidas a la polí-
tica exterior y, específicamente, a la integración y el
comercio internacional.  

Si miramos al vecindario e incluso un poco más
allá hacia el Norte del hemisferio, el panorama es
poco alentador.  Los diseños institucionales forma-
les existentes (CAN y MERCOSUR), ofrecen pocas
oportunidades económicas, y esto por razones
estructurales básicas.  Dentro de la región andina,
la única economía verdaderamente industrializada,

2 Robert Brenner, The Boom and the Bubble. The U.S. in the World Economy (London: Verso, 2003).  Especialmente los capítulos 2 y 3.
3 Mitchel Bernard, “East Asia’s Tumbling Dominoes: the Financial Crises and the Myth of the Regional Model”, Socialist Register (1999):
127-211.
4 Alice H. Amsden, The Rise of “The Rest”. Challenges to the West from Late-Industrializing Economies (Oxford: Oxford University Press,
2001).
5 Nicholas Lardy, “The Economic Rise of China: Treat or Opportunity?”, Working Paper, Federal Reserve Bank of Cleveland,August 1, 2003.
Alex Ninian,  “India in the World”, Contemporary Review, January, 2006, 312-319.  

6 Robert Brenner, The Economics of Global Turbulence. (En prensa).
7 Robert Wade y Frank Veneroso, “The Asian Crisis: The High Debt Model Versus the Wall Street-Treasury-IMF Complex”, New Left
Review, January (1998): 3-22.
8 Bernard, 1999.  Sobre los regímenes políticos en Corea del Sur y Taiwán véase Tun-jen Cheng, “Political Regimes and Development
Strategies:  South Korea and Taiwan” en Gary Gereffi y Donad L. Wyman, Manufacturing Miracles: Paths of Industrialization in Latin America
and East Asia, (New Jersey: Princeton University Press, 1998) 139-178.



ral del esquema siempre dependería del crecimien-
to sostenido de la economía mundial, un factor que
no está en manos de los gobiernos latinoamericanos
individual o colectivamente.

Consideremos ahora un aspecto diferente del
contexto internacional: el tema de la seguridad.  La
seguridad internacional ha sido definida tradicio-
nalmente como un bien común cuya provisión
depende de las capacidades de los Estados.  Sin
embargo, luego del fin de la Guerra Fría, y especial-
mente después de los ataques terroristas del 11 de
septiembre, esa capacidad estatal ha sido redefinida
en torno a dos ejes:  1) el bienestar del Estado domi-
nante, Estados Unidos, parecería tener una jerar-
quía superior o, por lo menos, ser equivalente al
bien común internacional;  2) las capacidades de los
Estados para producir seguridad ya no se refieren
sólo a las posibles amenazas de guerra interestatal,
sino que abarcan también sus responsabilidades
para establecer y preservar un orden doméstico que
impida el surgimiento de las llamadas ‘amenazas
transnacionales’. 

Durante la presente década, los gobiernos andi-
nos han adoptado políticas de seguridad orientadas
a redefinir el rol de los Estados en torno a la nueva
concepción de seguridad.  Estas políticas han apro-
ximado aún más a la región con Estados Unidos.  La
excepción que confirma la regla es Venezuela.12 

No discutiré si una política de seguridad á la
venezolana es deseable para el Ecuador.  Pero si me
parece que no es necesaria.  Y esto por dos razones.
En primer lugar, debido al evidente fracaso de la

ocupación de Iraq, el congreso y el senado estadou-
nidenses actualmente favorecen limitar la militari-
zación de la agenda estadounidense con la región.
Esta circunstancia abre una ventana de oportuni-
dad para negociar acuerdos de cooperación con
Estados Unidos y Colombia, principalmente, que
permitirían proteger la seguridad nacional de
Ecuador y, al mismo tiempo, limitar el rol de
Estados Unidos en las decisiones domésticas.
Segundo, el fiasco económico de la administración
de Bush y la amenaza de una gran crisis económica,
tienden a alimentar las tendencias proteccionistas
en el congreso estadounidense, forzando al presi-
dente a abandonar iniciativas tipo TLC.13 Este fac-
tor también podría ser favorable para el Ecuador.

En conclusión, el Ecuador necesita una política
exterior que apunte a internalizar las ganancias del
comercio internacional a ser producidas en los
siguientes veinte años, principalmente por la vía
de la exportación petrolera.  Sin embargo, estas
ganancias pueden evaporarse fácilmente si no se
adoptan políticas que construyan instituciones
domésticas favorables a una industrialización
intensiva en empleo y conocimiento.  El círculo vir-
tuoso entre comercio exterior e industrialización
que debe crearse, no depende exclusivamente de la
política exterior.  En segundo lugar, frente a los
temas de seguridad nacional, la política exterior
ecuatoriana debería estar en capacidad de ganar
autonomía frente a Estados Unidos sin que ello
implique asumir a este país como un enemigo
externo.
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pero con problemas serios de colocación de sus
exportaciones industriales, es Colombia.  La actual
prosperidad petrolera de Venezuela y Ecuador se
debe, en gran parte, a la enorme demanda interna-
cional de petróleo creada por el crecimiento econó-
mico de la región asiática9 y, en parte, al consumo
de bienes primarios y servicios de Estados Unidos
sostenido en los últimos seis años (por la política
china y japonesa de comprar bonos del tesoro esta-
dounidense).  Las exportaciones peruanas también
se basan en las materias primas de las que dispone
en abundancia.  Bolivia, por último, es un país no
industrializado y primario exportador.  ¿Qué opor-
tunidades ofrece esta situación para Ecuador?  Muy
pocas.

Las oportunidades parecerían ser mayores con
MERCOSUR.  Después de todo, Brasil es un país
industrializado relativamente exitoso en sus expor-
taciones.  Sin embargo, buena parte de éstas, como
la carne y la soya, también son primarias;  y asimis-
mo, el nuevo nicho exportador en desarrollo, el eta-
nol, está basado en caña de azúcar, un recurso
abundante localmente.10 La situación con Argenti-
na es menos clara.  El proceso de des-industrializa-
ción argentino se ha acelerado notablemente.  La
composición de sus exportaciones es cada vez más
primaria.  Y, al igual que Brasil, dispone de recursos
alimentarios en abundancia. Ni hablar de Paraguay
y Uruguay.

La integración con Estados Unidos bajo un
esquema de Tratado de Libre Comercio (TLC)
podría ser tentadora, de no ser por dos grandes

‘peros’.  Primero, su producción agrícola en pro-
ductos de climas templados y de planicie húmeda
(vegetales, maíz, trigo, etc.) es superior a la nuestra
en todo aspecto (menos en sabor y variedad).
Adicionalmente, por su vinculación con Canadá y
México, las compañías multinacionales estadouni-
denses podrían servir a esos países como ‘platafor-
mas exportadoras’ de productos primarios, tales
como papas, tomates, variedades de ají, pescado,
etc.  Segundo, carecemos de capacidad institucional
para implementar un modelo de desarrollo que
compre o copie tecnología avanzada (abundante en
los países del NAFTA) a fin de absorberla y utilizar-
la en una estrategia de industrialización orientada
por exportaciones.  Para tener esta capacidad, debe-
ríamos poder negociar un TLC que contemple una
serie de protecciones a la industria local, controles
financieros, y garantías para un uso más o menos
libre de licencias (todo lo contrario a lo que Estados
Unidos busca).11  

El esquema más atractivo resulta la Comunidad
Sudamericana de Naciones (CSN) bajo dos condi-
ciones.  Primero, que la iniciativa de crear el Banco
del Sur se haga realidad.  Este banco de desarrollo
podría cumplir el rol de proveedor de crédito para
el establecimiento de industrias exportadoras com-
petitivas.  Segundo, que simultáneamente se creen
las capacidades nacionales para controlar créditos,
monitorear inversiones y establecer estándares de
calidad de producción que hagan a esas industrias
exportadoras nacionales económicamente renta-
bles.  Aún si esto fuera posible, la viabilidad gene-

9 Especialmente China e India, cuya demanda seguirá impulsando el mercado del petróleo por los próximos veinte años, según la
Agencia Internacional de Energía.
10 Luiz Filgueiras, “O Neoliberalismo no Brasil: Estrutura, Dinamica e Ajuste do Modelo Economico” en Eduardo M. Basualdo y Enrique
Arceo, Neoliberalismo y sectores dominantes: Tendencias globales y experiencias nacionales (Buenos Aires: CLACSO, 2006) 179-206.
11 Joseph Stiglitz, “Los retos de la globalización para los países en desarrollo: el caso del Ecuador” en PLANEX 2020, Ecuador en el
Escenario Global (Quito: Ministerio de Relaciones Exteriores): 31-48.

12 El gobierno venezolano ha adoptado una definición de seguridad de concepción geopolítica tradicional, puesto que identifica un ene-
migo externo prioritario, Estados Unidos, frente al cual se hacen preparativos para evitar una posible guerra.  Véase Edmundo González
Urrutia, “Las dos etapas de la política exterior de Chávez”, Nueva sociedad 205 (2006): 159-171.
13 Daniel W. Drexner, “The New New World Order”, Foreign Affairs Vol. 86 Issue 2 (2007): 34-46.



Sin embargo, los intentos de constitución de
modos de regulación coherentes se agotaron uno
tras otro.  Podemos distinguir al menos tres fases
diferenciadas de este proceso: los ochenta, el inicio
de los noventa y la dolarización.  A pesar de la
intensa propaganda en sentido contrario desplega-
da por analistas (algunos de ellos de izquierda) de
mucha presencia en los medios y la academia, en
estas tres fases se constata una acumulativa profun-
dización de las reformas neoliberales a partir de las
prescripciones del FMI (el modelo de Pollak, de
talla única, aplicado en todas las latitudes excepto
en EEUU).  Si no se cumplieron las metas compro-
metidas es porque éstas se fijaron con la misma
imagen del burro que para que tire de la carga,
tenía amarrada la zanahoria siempre un poco más
allá de lo que podía alcanzar.  Como demuestra la
evidencia econométrica del período y el análisis
dinámico en base a vectores propios3, la combina-
ción de políticas propuestas era insostenible: el
ciclo inflación–devaluación (pass-through effect) se
amplificaba porque las estrategias empresariales
predominantes de fijación de precios, en condicio-
nes de polarización social, privilegiaban las ganan-
cias vía precios en lugar de aumentar la masa de
ventas.4 

Durante las dos primeras fases se apuntó a gene-
rar un excedente externo para pagar la deuda sobre
la base de devaluaciones permanentes y achica-
miento del Estado (reducción del mercado interno
y baja de los ingresos de los trabajadores).  Pero

como la construcción de ese modo de regulación les
estalló en las manos, sus gestores optaron por extre-
mar las cosas y dolarizar al país, arrinconándolo así
a adoptar reformas estructurales más radicales en
el camino neoliberal.

Ya para el gobierno de Rodrigo Borja, esa políti-
ca se mostraba en un callejón sin salida con una
‘inflación de equilibrio’ de más del 50% anual.5 La
respuesta ante este agotamiento endógeno del
modo de regulación fue intentar ‘más de lo mismo’.
A pesar de las intensas advertencias en la propia
literatura ortodoxa (incluyendo voces tan autoriza-
das de la ofensiva neoliberal de las décadas anterio-
res como McKinnon), el siguiente gobierno aceleró
la profundización de las reformas neoliberales en el
marco de una estabilización con ‘ancla cambiaria’.
Pero las bandas cambiarias reflejaban lo insosteni-
ble del modelo incluso con intereses cada vez más
altos.6

Las prisas políticas por precipitar las reformas
estructurales (cuya viada no alcanzó a completar
las privatizaciones por la resistencia popular) gene-
raron la crisis financiera que hasta el FMI había pre-
venido.7 El carácter endógeno de la crisis viene
dado por la interacción entre la desregulación
financiera y la apertura comercial.  Esto en un
marco de mucha desigualdad, alto componente
importado en el consumo de ingresos mayores,
deterioro del tejido social, y debilitamiento legal de
la soberanía monetaria y fiscal (que terminaría pro-
vocando un alto nivel de endeudamiento a costos

Esta modesta reflexión invita a una discusión
enmarcada en categorías analíticas que
podrían ayudar a superar ciertas limitacio-

nes propias de este tipo de debates en el pasado.  Al
mismo tiempo, en esta intervención sugiero ciertas
líneas cruciales en la construcción de una alternati-
va para el país en el contexto de la relación de fuer-
zas internas y externas.  Creo que es fundamental
orientar la discusión del rol del Estado en torno a la
construcción de un nuevo régimen de acumulación
que favorezca el ‘empoderamiento’ de la gente, el
ensamblaje de una nueva identidad digna y solida-
ria en América Latina y el desarrollo radical de ciu-
dadanía.

LLooss rreellaannzzaammiieennttooss iinnffrruuccttuuoossooss ddee uunn
rr��ggiimmeenn ddee aaccuummuullaaccii��nn ÔÔnneeoolliibbeerraallÕÕ 

Desde la crisis de la deuda externa, el país ha
sufrido los embates de fuerzas internas y externas
empeñadas en el cambio de régimen de acumula-
ción.  A despecho de lo que manifiesta la mayoría

de la literatura sobre el tema (incluyendo a muchos
investigadores progresistas), en Ecuador y América
Latina el régimen de acumulación orientado a la
industrialización sustitutiva de importaciones (ISI)
no se agotó.  En Ecuador, por ejemplo, la contribu-
ción al crecimiento de la sustitución de importacio-
nes fue muy importante incluso hasta entrados los
años noventa.  En la región sigue existiendo un pro-
ceso de sustitución de importaciones, pero de
nuevo tipo.1

Frente a la crisis permanente de la economía y la
sociedad, el aparato estatal ha intentado reconsti-
tuir continuamente un modo de regulación.  El con-
junto de instituciones se han mostrado incapaces de
generar una compatibilidad dinámica entre las
decisiones descentralizadas de los agentes.  Esto ha
impedido relanzar el crecimiento y enfrentar las
coyunturas negativas producidas por el deterioro
de los términos de intercambio internacional o por
fenómenos climáticos ‘de rutina’ en el país.2

3 Páez, “Algoritmos genéticos en la estimación de un modelo macroeconométrico para Ecuador”, Cuestiones Económicas 3 (2000).
4 Páez, “Estrategia empresarial de precios en coyunturas de polarización social”, Tendencias Económicas, financieras y políticas, CORDES ed.
(Quito, 1993).  Ver también “Sobre precios y polarización social” Tendencias Económicas, financieras y políticas, CORDES ed. (Quito, 2001). 
5 Páez, “Real Exchange Rate: Macroeconomic and Social Performance under Dollarization”.  Ponencia presentada al 82vo Colloquio de la Applied
Econometrics Association, Toledo-España, noviembre 2003.
6 Páez, “Tipo de cambio real, desempeño macroeconómico y social bajo dolarización”, Notas técnicas / Banco Central del Ecuador 68 (2002).
7 Páez, “Desregulación financiera, crisis y dolarización”.  Ponencia presentada en el Seminario Taller “La nueva arquitectura financiera
internacional y desafíos para la sociedad civil de América Latina”, Lima-Perú, septiembre 2000.
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•  El riesgo de crédito por recuperación de présta-
mos entre agentes, sin el poder de mercado para
afrontar la evolución de los precios relativos,
adquiere potencialmente dimensiones masivas,
recurrentes y autoalimentadas. 

VViiaabbiilliiddaadd ddeell mmooddoo ddee rreegguullaaccii��nn,, pprrooffuunnddii--
zzaaccii��nn nneeoolliibbeerraall yy aalltteerrnnaattiivvaass

Hasta el momento, existe una limitada percep-
ción del carácter de los cambios debido a los precios
del petróleo, a la entrada de capitales y de remesas.
Pero la extrema debilidad de un modo de regula-
ción que todavía está en construcción puede
demostrarse argumentadamente.

Parte de los dispositivos de crisis todavía están
latentes, con los agravantes de una mayor ‘oligopo-
lización’, un alto costo, estrangulación y discrimina-
ción del crédito,  una apreciación real y apertura más
radical, una mayor vulnerabilidad externa y la
ausencia de un prestamista de última instancia.
Actualmente hay mayor incertidumbre (del tipo irre-
ductible en el sentido de Keynes).  Los efectos positi-
vos de la expansión financiera inicial se han esfuma-
do, en parte, con el estrangulamiento del crédito y
difícilmente se filtran hacia la producción.  Por otro
lado, los mecanismos de riesgo moral, crédito vincu-
lado, elusión regulatoria y exposición al exterior han
sido recreados bajo las nuevas condiciones.

Adicionalmente, existen efectos específicamente
monetarios de la dolarización poco tratados en el
debate nacional.  Entre ellos, las fluctuaciones de la
capacidad de demanda nominal de la economía
están ahora directamente ligadas a las fluctuaciones
del sector externo (de manera más rígida que bajo
una convertibilidad), definiendo fluctuaciones asi-

métricamente en cimas y valles y con riesgos de
efectos procíclicos.  Los efectos de un sector externo
debilitado actuarían como una política ‘monetaria’
restrictiva que, en ausencia de un adecuado sistema
de estabilización y desarrollo, repercutirían directa-
mente sobre la política fiscal, afectando al sistema
de pagos y a los canales de formación de la deman-
da que, a su vez, impactarían sobre ciertos precios
relativos (deflación sectorial).10

LLaa rreecceettaa oorrttooddooxxaa:: ÔÔmm��ss ddee lloo mmiissmmooÕÕ

Por mínima coherencia, la dolarización urge la
construcción de otros elementos para ensayar, de
nuevo, un modo de regulación cuyos contenidos
sociales y de sustentabilidad están aún por definirse.

La receta ortodoxa para ‘completar’ el modo de
regulación intentado con la dolarización incluiría
vectores que exacerbarían las vulnerabilidades
mencionadas: 
- Mayor ‘flexibilización’ laboral. Pero la precariza-

ción aumenta la incertidumbre e inestabiliza los
mercados domésticos

- Más privatizaciones. Pero una política de  pre-
cios ‘rentables’ para las transnacionales afectan
la competitividad.

- Mayor internacionalización financiera. Pero las
altas tasas de interés ya asfixian al aparato pro-
ductivo y la actual segmentación de los merca-
dos tendería a profundizarse.

- Mayor apertura comercial y financiera. Pero
debe considerarse que la vulnerabilidad externa
ahora afecta directamente al sistema de pagos. 

Este nuevo intento de regulación sólo puede sus-
tentarse en un escenario de economías de enclave ya

10 Páez, “Exploraciones sobre la evolución de los precios relativos bajo dolarización” La experiencia inflacionaria en Ecuador bajo dolarización,
Nota Técnica No. 67, Banco Central del Ecuador, Enero 2002.
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financieros altos, sobre todo en dólares, incluso en
sectores no generadores de divisas).  El deterioro
del sector externo y los consiguientes procesos de
devaluación, tendrían un efecto catastrófico en los
balances de las empresas, impactando sobre la cali-
dad de la cartera bancaria.8

Este dispositivo de crisis persiste bajo la dolari-
zación en formas más complejas: ahora la aprecia-
ción real no tiene mitigadores domésticos y la vul-
nerabilidad del sector externo se expresa directa-
mente sobre el sistema de pagos.9

EEssppeecciiffiicciiddaaddeess ddee llaa ddoollaarriizzaaccii��nn

La acumulación de vulnerabilidades producidas
por la dolarización, deben ser analizadas para cali-
brar la magnitud de las tareas que deben enfrentar-
se.  La liberalización financiera nos condujo a la cri-
sis pero no se va a ir con ella: es el marco en el que
la dolarización opera.  La actual economía dolariza-
da funciona desde una matriz de desequilibrios his-
tóricos que sólo han modernizado el subdesarrollo
y la dependencia, la desarticulación productiva y la
polarización social, los mercados cautivos, la discri-
minación del crédito, los mercados de capitales
incompletos y subdesarrollados, y la inseguridad
jurídica.  Todos estos efectos negativos, paradójica-
mente fueron exacerbados por la apertura que,
según el discurso dominante, era la panacea. 

También se han exacerbado el bloqueo ahorro-
inversión, la adicción a ahorros externos, la agudi-
zación de las desigualdades sociales, la debilidad
del mercado interno y el círculo vicioso del subde-
sarrollo.

Bajo estas circunstancias, la dolarización, por
definición, implica una reducción de la capacidad
de respuesta con nuevas condiciones micro y
macroeconómicas.  

Entre las nuevas condiciones macroeconómicas,
cabe destacar tres puntos: 
•  Los recursos ahorrados se destinan masivamente

a la especulación o al exterior como reservas de
liquidez (privadas o públicas), al tiempo que se
eleva la deuda externa aceleradamente y crece la
desesperación por atraer inversión extranjera. 

• Debido a la reducida capacidad de gestión ma-
croeconómica del riesgo, ocurre un cambio es-
tructural en la formación de las expectativas de
los agentes económicos. 

•  Los auspiciosos registros contables de las entra-
das de recursos en los buenos tiempos, pueden
transformarse en exigencias de liquidez que en
coyunturas malas pueden adquirir característi-
cas de crisis financiera. 

Por otra parte, entre las nuevas condiciones
microeconómicas se destacan estas tres:
•  La dolarización cambia la forma de operar de los

diferentes mercados (de ajustes básicamente vía
precios a ambientes deflacionistas diferenciados
con recortes en producción y empleo) en condi-
ciones estructurales de restricción fiscal y ges-
tión pro-cíclica de la demanda agregada. 

•  La reducción de riesgo de mercado (devaluación
y tasas de interés)  versus el riesgo de liquidez y
de crédito.

8 Páez, “Financial Liberalization, Crisis and National Currency Destruction in Ecuador”, Regional Integration in Europe and Latin America:
Monetary and Financial Aspects, Pierre van der Haegen y José Viñals (eds.) (Ashgate Publishing, 2003).
9 Páez, “Are the Washington Consensus Policies Sustainable? A Game Theoretical Assessment for the Case of Ecuador”.  Working paper.
Department of Economics, University of Utah, 2005.



11 Páez (coautor), “Análisis de la ‘Ley Trole’”, ILDIS, 2000.
12 Páez, “La crisis del patrón oro y las reformas Gómez Morín en Ecuador”. (En prensa).
13 Páez (coautor), Ciudadanizando la política. Aportes de políticas públicas para el debate nacional (Quito: Grupo Faro, 2006.) 

- Recuperación del capítulo sobre sectores
económicos de la Constitución de 1978 con
profundización de la economía popular.

Innovación de instrumentos de desarrollo ante la
caducidad de las herramientas de política que res-
tan bajo la dolarización

A. Nueva gestión de lo fiscal.

a. Pacto fiscal redistributivo.

b.  Sistemas de fondos para la estabilización y el
desarrollo.14

c. Sistema reticular de planificación y gestión.

d. Fondos concursables.

e.  Rendición de cuentas y equidad interregional,
intergeneracional, vertical y horizontal.

f. Programación estratégica plurianual que coor-
dine acciones de todo el sector público. 

B.  Nueva arquitectura financiera democrática.15 

a. Gestión macroeconómica, banca pública y sis-
tema de fondos para la estabilización y el   des-
arrollo. 

b. Dinámica ‘concurrencial’ de los mercados
financieros y red de seguridad financiera. 

c. Democratización del crédito y fomento a la
inversión productiva entre los sectores más vul-
nerables (Sistema Nacional de Microfinanzas).

C. Construir un sistema de fondos de estabilización
y desarrollo.

a.  Financiar el desarrollo y la reconversión pro-
ductiva.

b. Modular los ciclos.

c. Definir una gestión macroeconómica más efi-
ciente.

Desarrollar una nueva articulación de la economía
popular con el capital

A. Plan integral de reactivación basado en las
MIPYMES y la profundización financiera.

B. Sistema Nacional de Microfinanzas para dar un
salto cualitativo con las MIPYMES.

C. Desarrollo rural.

a.  Seguridad alimentaria, ligada a cadenas inte-
gradas de producción y consumo con genera-
ción de tecnologías adecuadas.

b.  Reforma agraria y transformación producti-
va, integrando aglomerados de generación de
valor y conocimiento e integración vertical.

c. Tejido social y económico en base a mecanis-
mos cooperativos en producción, comercializa-
ción, crédito e innovación.

d. Recuperación de los instrumentos estatales de
desarrollo en el marco de un nuevo diseño terri-
torial.

14 Páez, “Ciclos y reactivación en Ecuador”, Asedios a lo imposible, Alberto Acosta y Fander Falconí (eds.) (Quito, FLACSO-ILDIS, 2006).
15 Páez, “La necesidad de una nueva arquitectura financiera para el Ecuador”, en Hacia un Modelo de Desarrollo Alternativo, Rafael
Quintero Erika Sylva (eds.) (Quito: Ed. La Tierra, 2006).
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contenido en los paquetes conocidos como ‘leyes
Troles’.11 Bajo este esquema, se propendería hacia
un régimen de acumulación depredador, centrado
en un modelo primario exportador basado en rentas
diferenciales y en el desfalco de la fuerza de trabajo
y del ambiente (petróleo, minas, madera, etc.).

LLaass ooppcciioonneess pprrooggrreessiissttaass

Como ocurrió entre 1925 y 1948, la inadecuación
entre los diversos modos de regulación ensayados y
el régimen de acumulación en reestructuración no
terminaría  de resolverse hasta que, desde los inte-
reses populares, se empuje al bloque de poder a una
salida con un horizonte más progresivo (…o se
construya un nuevo bloque de poder).12 Tómese en
cuenta que un modo de regulación, con la corres-
pondiente relación de fuerzas que cristaliza, define
en buena parte la constitución de un régimen de
acumulación viable. 

En el esbozo de una alternativa, es fundamental
superar varias trampas ideológicas presentes en el
ambiente político ecuatoriano.  Entre ellas, hay que
resaltar que vivimos una economía política muy
complicada, entrampada en el falso dilema acerca
de la salida de la dolarización. Superando ese en-
trampamiento, debe apuntarse hacia la construc-
ción de consensos en torno a un régimen de acumu-
lación viable en el largo plazo, pues el que han
intentado instaurar las fuerzas dominantes hasta
hace poco, ha fracasado.  Las condiciones esenciales
de esa viabilidad serían: redistribución, desbloqueo
de la relación ahorro-inversión, y renegociación de
la inserción internacional. 

Más importante que la velocidad de las reformas
es su dirección y coherencia.  Un modo de regula-

ción viable puede crear las condiciones políticas
para gestar un bloque histórico distinto, en torno a
un régimen de acumulación más progresivo.  Las
fuerzas sociales convocadas para el efecto y confia-
das en la viabilidad del proyecto, avanzarían hacia
la construcción de una nueva mayoría.

EElleemmeennttooss cceennttrraalleess ppaarraa uunnaa rreeddeeffiinniiccii��nn
pprrooggrreessiissttaa ddeell ppaappeell ddeell EEssttaaddoo

A partir de lo expuesto, se puede sintetizar una
propuesta que redefina el papel del Estado a través
de los siguientes puntos:

Desarrollar un proyecto de país con ejercicio
de la soberanía en la economía globalizada

A. Proyecto País.

a. Planificación estratégica, sobre todo en ener-
gía, recursos no renovables, patrimonio ambien-
tal, recursos humanos y apertura al  bloque
regional (Plan Verde13 , recuperación de regalías,
sistema reticular de planificación y gestión).

b. Nuevo diseño de país: más democrático, más
descentralizado, más participativo, sobre todo
en la definición de prioridades de reconversión
productiva (sinergias público-privadas) en una
proyección regional.

B. ‘Tapar los baches’.

a. Cerrar las disposiciones constitucionales que
lesionan la soberanía, con un tratamiento cohe-
rente de los convenios internacionales.

b. Aprovechar y proyectar el sector estatal que
formalmente tenemos.

- Definición eficiente y transparente de
empresas públicas.



En efecto, el ingreso por habitante en América
Latina ha aumentado apenas un 0.4% anual entre
1980 y 2005, cifra ocho veces inferior a la alcanzada
entre 1950 y 1980 (2.6 %)3.   Al virtual estancamien-
to de la economía se ha añadido la profundización
de la exclusión.  De acuerdo a la CEPAL, mientras
en 1980 la pobreza afectaba a 136 millones de perso-
nas (lo que equivalente al 40.5% de la población), en
el 2005 el porcentaje de pobreza se mantiene en
cifras similares (39.8%), pero afecta a 209 millones
de personas4.   A partir de los coeficientes de Gini en
la distribución del ingreso, señala la misma fuente,
la desigualdad social en América Latina (considera-
da la más alta del mundo) ha aumentado en la
mayor parte de los países de la región.  Para
América Latina en su conjunto, este coeficiente
ascendió de 0.484 durante los años setenta, a 0.508
en los ochenta y a 0.522 en los noventa.5

Otra dimensión de la exclusión social se registra
en el acceso al empleo apropiado.  Tanto las tasas de
desempleo abierto como las de subempleo se han
mantenido en valores elevados y crecientes.  El des-
empleo abierto fue de un 9% en el 2006, frente a un
7.1% en 1990.  Entre los trabajadores ocupados, el
sector informal alcanza casi la mitad del empleo en
la región (48.5% en el 2005)6.  

EEll ccaassoo eeccuuaattoorriiaannoo 

Durante el último cuarto de siglo, los indicado-
res del desempeño económico y social en Ecuador
son similares, o incluso inferiores, a los de la región.
A pesar de la recuperación de los últimos dos años,

el ingreso por habitante en el 2005 fue apenas un
13% superior al de 1981, con un crecimiento medio
anual del 0.5%.  El deslustrado desempeño econó-
mico se ha visto agravado por las profundas crisis
de 1983, 1987 y, sobre todo, las de 1998 y 1999, cuyas
consecuencias todavía se mantienen.

La mayoría de la población ecuatoriana aún se
encuentra afectada por la pobreza, que llegaba al
51% en el 2005 (cifra apenas inferior al 53% corres-
pondiente a 1994).  Existe una amplia evidencia
sobre el aumento de la desigualdad social.  De
acuerdo a un reciente estudio comparativo realiza-
do por el Banco Mundial7, el coeficiente de Gini del
ingreso de los hogares ascendió de 0.548 en 1994 a
0.562 en 1998.  Estos valores se encuentran entre los
más altos de la región.  Únicamente en Brasil se
registra una cifra significativamente superior (0.59
en el 2001).  

Los datos recientes sobre empleo muestran que,
aproximadamente, el 10% de la fuerza laboral se
encuentra desempleada en Quito, Guayaquil y
Cuenca.  Otro 40% se halla subempleado.  Y sola-
mente el 13% de los trabajadores urbanos labora en
condiciones apropiadas de ingreso, estabilidad y
protección social8.  

Como conclusión, vemos que los 25 años de apli-
cación de políticas neoliberales en América Latina y
Ecuador muestran, consistentemente, resultados
insatisfactorios tanto con respecto al mínimo creci-
miento económico como a la persistencia o profun-
dización de la pobreza, el aumento de la inequidad
social y el deterioro estructural de las condiciones

3 Carlos Larrea, “Industrialization, Employment and Crisis in Contemporary Latin America” Occasional Papers in Latin America and
Caribbean Studies 1 (Toronto: CERLAC-York University, 1991).
4 CEPAL, Panorama social de América Latina, (Santiago: CEPAL, 2006).
5 David de Ferranti, Inequality in Latin America and the Caribbean: Breaking with History? (Washington DC: World Bank, 2003).
6 OIT, Panorama laboral (Lima: OIT, 2006).
7 David de Ferranti, 2003.
8 Carlos Larrea, “Sistema de información sobre empleo” (Quito: UNFPA, 2007).  (Documento no publicado).
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Al cabo de un cuarto de siglo de su aplica-
ción, las políticas neoliberales han genera-
do una profunda crisis económica, social,

ambiental y política, tanto en Ecuador como en
otros países latinoamericanos.  Esta crisis, a su vez,
ha abierto perspectivas para la formulación de
estrategias alternativas de desarrollo, que pueden
expresarse en espacios como el de la Asamblea
Nacional Constituyente. 

Esta intervención explora las políticas sociales
que pueden formularse para revertir el carácter
minimalista asignado al Estado, y superar la visión
asistencialista y residual de las políticas sociales,
inspirada en el ‘consenso de Washington’.

IInneeqquuiiddaadd yy ddeessaarrrroolllloo eenn AAmm��rriiccaa LLaattiinnaa yy
EEccuuaaddoorr

Apartir de 1982, América Latina, afectada por la
crisis de la deuda, asumió una nueva estrategia de
desarrollo, bajo los lineamientos del ‘consenso de
Washington’.  De esta forma, se redujo la interven-
ción del Estado en la economía y el desarrollo
social, se transfirieron a los mercados y al sector
privado las responsabilidades y mecanismos para

el desarrollo, y se promovieron la apertura comer-
cial y la inversión extranjera. 

Al cabo de un cuarto de siglo, los resultados de
estas estrategias han sido desalentadores.  Las polí-
ticas mencionadas no han logrado siquiera alcanzar
su principal objetivo, la recuperación económica, y
la región ha sufrido el estancamiento más prolon-
gado registrado durante un siglo1.  Tal estanca-
miento fue agravado por una pronunciada inestabi-
lidad y por la presencia de crisis financieras.
Adicionalmente, la inequidad social se ha acentua-
do, la pobreza ha crecido y el desempleo estructu-
ral se ha profundizado.  El pronunciado crecimien-
to en el quantum de las exportaciones ha conllevado
un marcado deterioro ambiental, sin haber logrado
la esperada recuperación económica y social.  En
este contexto de estancamiento, deterioro y exclu-
sión, las políticas sociales han perdido su carácter
universal, y se han reducido principalmente a un
rol compensatorio, asistencialista y concentrado en
la provisión de servicios de mala calidad a algunos
sectores excluidos por la política económica.  Las
estructuras democráticas se han tornado frágiles y
su contenido se ha reducido con frecuencia a un
carácter meramente formal.2
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propuestas para la constituyente*

Carlos Larrea** 
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1 Rosemary Thorp, Progress, Poverty and Exclusion: An Economic History of Latin America in the 20th Century (Baltimore: Johns Hopkins
University Press, 1998).
2 Carlos Larrea, Dolarización, crisis y pobreza en el Ecuador (Buenos Aires: CLACSO, 2006). (En prensa). 



mación de una sociedad alternativa, que conduzca
a la satisfacción sustentable de las necesidades
humanas de toda la población, en un marco demo-
crático y participativo.  Esta misión no tiene prece-
dentes históricos y demanda la construcción de
nuevos caminos (aunque puede tomar algunos ele-
mentos de varias estrategias alternativas de
desarrollo adoptadas en el pasado).

Al respecto, se pueden delimitar algunas condi-
ciones mínimas de la función del Estado y de su
relación con la sociedad civil, que permitan superar
las reformas neoliberales.  Para empezar, la cons-
trucción de una sociedad equitativa, participativa y
sustentable, que alcance la satisfacción de las nece-
sidades humanas de la población, superando la
situación actual de pobreza, discriminación y exclu-
sión masivas y estructurales, es una tarea funda-
mental del Estado.  Estos objetivos no pueden ser
alcanzados, como lo ha pretendido el neoliberalis-
mo, mediante la acción de las fuerzas del mercado.

La experiencia ha demostrado que la libre acción
no regulada de las fuerzas de mercado, en un con-
texto caracterizado por el dominio de estructuras
monopólicas y la presencia de externalidades
ambientales negativas (calentamiento global, pérdi-
da de la biodiversidad, etc.) consolida el carácter
excluyente y no sustentable de las actuales estructu-
ras sociales, y profundiza la dependencia, la pobre-
za y la inequidad (como ha ocurrido en América
Latina a partir de 1982).  En consecuencia, un mode-
lo alternativo demanda una intervención activa y
sistemática del Estado en la economía, que conduz-
ca y lidere el cambio social hacia una nueva socie-
dad sustentable, participativa y equitativa, en la
que las fuerzas del mercado se regulen y sometan a
los objetivos básicos de la sociedad. 

Como lo establece el Art. 3 de la actual
Constitución, la construcción de una sociedad equi-
tativa y participativa, caracterizada por la elimina-
ción sustentable de la pobreza y las actuales estruc-

turas sociales excluyentes, es un “deber primordial
del Estado”.  La nueva carta política debe establecer
en forma clara y prioritaria esta misión primordial
e irrenunciable del Estado.

En particular, se debe enfatizar como principio
conductor de las políticas públicas la superación de
la inequidad en sus múltiples dimensiones.
Recordemos que América Latina es la región más
inequitativa del planeta y que las desigualdades
han tendido a crecer y perpetuarse.  La desigualdad
se manifiesta tanto en su dimensión social (distribu-
ción del ingreso, de la tierra y de los activos produc-
tivos) como en sus aspectos étnicos (discriminación
hacia los pueblos indígenas y afro-descendientes),
de género (discriminación a la mujer, feminización
de la pobreza y la informalidad), y mediante la pro-
fundización de las desigualdades regionales (metró-
poli-periferia) y del campo frente a la ciudad.

El nuevo rol proactivo e interventor del Estado
requiere la identificación de metas de equidad, sus-
tentabilidad y superación de la pobreza en el corto,
mediano y largo plazo, mediante la reconformación
de organismos nacionales de planificación del des-
arrollo.  En el caso ecuatoriano, estos organismos
prácticamente se han desmantelado, a pesar de su
mención explícita en la actual Constitución (Arts.
254 y 255).  Las actuales actividades de planifica-
ción se han segmentado tanto sectorial como terri-
torialmente.  También se han limitado al corto
plazo, mediante la asignación anual de recursos,
perdiendo su consistencia y poder político.  El
nuevo papel de la planificación debe mantener su
carácter participativo y descentralizado, pero inte-
grando esta dimensión dentro de estrategias coor-
dinadas de largo plazo, en función de objetivos
nacionales.

Desde una perspectiva de defensa de los dere-
chos, definimos como pobreza la incapacidad
estructural de los hogares para satisfacer las necesi-
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de empleo.  Adicionalmente, el deterioro ambiental
ha sido pronunciado y la sustentabilidad del des-
arrollo futuro se halla seriamente amenazada por la
pérdida de biodiversidad, la deforestación, el dete-
rioro de los suelos, el calentamiento global y la con-
taminación.

EEll EEssttaaddoo nneeoolliibbeerraall

Las políticas de ajuste estructural transformaron
profundamente la institucionalidad del Estado.  Al
transferir al mercado la asignación de recursos para
el desarrollo económico y social, el Estado se limita
a un rol básico de garantizar los derechos de pro-
piedad, y mantener y defender la institucionalidad
necesaria para el adecuado funcionamiento de la
economía.  Las políticas sociales se reducen a com-
pensar las fallas del mercado, focalizándose en
algunos grupos desfavorecidos, sin generar distor-
siones en los precios, así como en la provisión de
ciertos servicios básicos de educación y salud para
sectores no cubiertos por la oferta privada. 

Así, no solamente se eliminaron o redujeron las
políticas que regulaban las tasas de interés, el tipo
de cambio, los salarios y los precios de productos
básicos, sino que también se tendieron a eliminar
las instituciones de planificación pública en el
mediano y largo plazo.  Bajo los lineamientos del
‘consenso de Washington’, se ha buscado una inter-
ferencia mínima con las fuerzas del mercado.  Y la
estrategia de ‘desarrollo’ social ha adquirido un
carácter residual, limitándose, en la práctica, a la
provisión de servicios básicos (de educación, salud
o vivienda) de mala calidad, o a compensaciones
monetarias a los sectores más excluidos por las
políticas de ajuste estructural.  Como resultado, se

constata una ausencia de reconocimiento de los
derechos sociales universales.9

Las políticas tributarias han procurado reducir
las cargas sobre el capital y las grandes corporacio-
nes para incentivar la inversión nacional y extranje-
ra, y han incrementado los impuestos sobre el con-
sumo (IVA) sin considerar su efecto regresivo en la
distribución del ingreso.  Las privatizaciones y la
apertura comercial y financiera han ampliado la
participación del capital nacional y transnacional
en la economía, mientras la desregulación laboral
ha conducido al represamiento de los salarios reales
y a la precarización del mercado laboral, con la
reducción de la calidad y cobertura de la seguridad
social.  La reducción del tamaño del Estado se ha
acompañado de una transferencia de ciertos servi-
cios sociales básicos hacia los gobiernos autónomos
u organizaciones no gubernamentales.  En este pro-
ceso, no siempre se han preservado la calidad y
oportunidad de estos servicios.

Aunque el Estado ecuatoriano ha sufrido una
reducción significativa y ha sido afectado en gran
medida por las reformas neoliberales, la
Constitución vigente de 1998 no necesariamente se
enmarca en esta concepción.  Por el contrario, la
actual Constitución ha  rescatado elementos de una
visión alternativa del Estado.  La nueva
Constitución debe retomar y consolidar muchos
principios de equidad, desarrollo y sustentabilidad
ya claramente definidos en la actual carta funda-
mental.

HHaacciiaa uunn EEssttaaddoo aalltteerrnnaattiivvoo

La crisis del neoliberalismo impone la tarea his-
tórica de definir un camino nuevo para la confor-

9 Carlos Barba, “Reforma social y ciudadanía social en América Latina durante los años noventa: una perspectiva comparada” (Buenos
Aires: CLACSO, 2004).  (Documento no publicado).  Ver también Alicia Ziccardi, “Pobreza urbana y exclusión social: las políticas socia-
les de la ciudad de la esperanza” (Buenos Aires: CLACSO, 2004).  (Documento no publicado).



modelo de desarrollo, que ha conducido a una
ampliación de las desigualdades sociales en el
Ecuador entre 1990 y el 2001.10 La descentraliza-
ción ha favorecido, principalmente, a los munici-
pios de las principales ciudades con mayores recur-
sos, y no se ha logrado aplicar efectivamente el
principio de asignación de recursos en función de
las necesidades básicas insatisfechas.  Este principio
debe ser formulado explícitamente en la nueva
Constitución.

Bajo la concepción neoliberal, el Estado debe
garantizar el irrestricto respeto a los derechos de
propiedad, incluyendo la propiedad intelectual.  La
Constitución ecuatoriana, en función social,  esta-
blece límites a estos derechos y reconoce distintas
formas de propiedad (privada, comunitaria y
social).  Es fundamental mantener la supeditación
de los derechos de propiedad de los medios de pro-
ducción al cumplimiento de su función social, y
establecer el principio ético de la supeditación de la
propiedad de los recursos materiales a los princi-
pios de equidad social y manejo sustentable de los
mismos.

La reducción de la inequidad social debe ser
establecida como principio rector tanto en la recau-
dación fiscal como en la asignación del gasto públi-
co.  En otras palabras, los impuestos deben ser pro-
porcionalmente mayores para los sectores más
ricos, mientras que la asignación del gasto público
debe regirse por el principio de reducción de las
desigualdades sociales, favoreciendo a los sectores
más pobres.

La reproducción de la pobreza en Ecuador ha
sido funcional a la inserción internacional del país.
Tal inserción se ha basado en el aprovechamiento
de mano de obra barata y no calificada y en el
manejo no sustentable de los recursos naturales.  La
superación de la pobreza y la inequidad social se
debe complementar con formas alternativas de
inserción internacional, en base al manejo sustenta-
ble de recursos renovables y no a la explotación del
trabajo como mecanismo de competitividad inter-
nacional.
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dades básicas (educación, nutrición, salud, vivien-
da y empleo).  El actual ingreso por habitante supe-
ra en, al menos, dos veces la línea de pobreza. Por
tanto,  el hecho de que más de la mitad de la pobla-
ción no alcance siquiera los prerrequisitos para una
vida digna y participativa es una consecuencia de
la inequidad social.  Las políticas neoliberales, por
su parte, asumen el carácter efectivo y redistributi-
vo de las fuerzas de mercado para superar la
pobreza.  En consecuencia, la definen como una
situación temporal, excepcional y concentrada en
grupos vulnerables, que deben ser atendidos en
forma focalizada mediante políticas asistenciales
(como el Bono de Desarrollo Humano) sin distor-
sionar los mercados.  Sin embargo, la experiencia
ha demostrado, por el contrario, el carácter masivo
y perdurable de la pobreza.  En Ecuador, esta con-
dición afecta a más de la mitad de la población, a
pesar de que la capacidad productiva nacional
excede ampliamente a los recursos necesarios para
superar la pobreza por completo.  De hecho, basta-
ría redistribuir el 23% del ingreso nacional para eli-
minar por completo la pobreza, y apenas el 7%
para eliminar la extrema pobreza.

Partiendo de la existencia de la capacidad eco-
nómica suficiente para eliminar la pobreza median-
te políticas redistributivas, la satisfacción de las
necesidades básicas de educación, nutrición, salud,
vivienda y empleo debe ser considerada como un
derecho universal.  Cabe señalar que esto ya lo
establecen varios artículos dispersos en la actual
Constitución referidos a temas de educación, nutri-
ción, salud y empleo.

La superación efectiva de la pobreza, sin embar-
go, no puede ser alcanzada sólo mediante políticas
asistencialistas (como las transferencias monetarias
actuales, independientemente de su monto).  Por el
contrario, se requieren estrategias más profundas y
de larga duración, como la redistribución de acti-

vos productivos (tierra, crédito, capacitación);  el
establecimiento de paquetes integrados de servi-
cios de asistencia técnica;  capacitación;  crédito a
micro, pequeñas y medianas empresas y a comuni-
dades;  y el manejo sustentable de recursos como la
tierra y el agua, en función de las necesidades de la
mayoría de la población.  Se requiere, además, la
provisión universal de servicios de calidad en edu-
cación y salud, y una inversión elevada en el des-
arrollo de ciencia y tecnología aplicada a campos
como el desarrollo agropecuario, la nutrición, la
salud y la vivienda.

El derecho universal a la satisfacción de las
necesidades básicas no se opone a la formulación
de políticas de discriminación positiva a favor de
los grupos sociales más fuertemente excluidos en la
sociedad actual (como los pueblos indígenas y afro-
ecuatorianos).  En la misma línea, deben imple-
mentarse políticas específicas para superar las dis-
tintas formas de discriminación laboral hacia las
mujeres y determinados grupos étnicos.

En el corto plazo, uno de los mecanismos más
efectivos para la reducción de la pobreza es la gene-
ración de empleo productivo.  En la actualidad,
más de la mitad de la fuerza de trabajo está afecta-
da por distintas formas de desempleo o subempleo,
y apenas una sexta parte de los trabajadores disfru-
ta de condiciones apropiadas de empleo.  Las polí-
ticas de ajuste, el cambio tecnológico y la apertura
comercial han agravado este problema.  Como res-
puesta, es necesaria una política proactiva de
empleo basada en capacitación laboral, asistencia
técnica, crédito hacia las pequeñas y medianas
empresas, con enfoques étnico y de género, y espe-
cial atención hacia el desarrollo rural. 

La reducción de las desigualdades regionales es
otra función fundamental del Estado.  Las políticas
de descentralización han sido efectivas, pero no
han logrado superar el carácter concentrado del 10 Carlos Larrea, 2006.



IInnttrroodduuccccii��nn

El día 19 de abril de 2007,  el Instituto Latino-
americano de Investigaciones Sociales (ILDIS), la
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales
(FLACSO) sede Ecuador y la revista La Tendencia,
con el auspicio de la Fundación Friedrich Ebert
Stiftung de Ecuador, organizaron el Encuentro
Internacional “Experiencias Constitucionales en
América Latina”.  La finalidad del encuentro fue la
de escuchar las experiencias de reforma constitucio-
nal adelantadas en Colombia, Bolivia, Venezuela y
en el propio Ecuador.

CCaassoo ccoolloommbbiiaannoo

Antonio Navarro afirmó que una constitución no
es neutra sino que plasma una cierta visión ideológi-
ca.  En Colombia, en 1991, se llegó a una reforma
constitucional por dos causas: la ‘irreformabilidad’
de la anterior constitución y los procesos de paz des-
arrollados con el ex grupo guerrillero M-19. 

Navarro dividió en tres puntos el balance de la
nueva constitución:
•  Las reformas que salieron bien: la administración

de justicia con el sistema acusatorio y la creación

de la Fiscalía;  el equilibrio entre las ramas del
poder mejoró pero faltó realizar un estudio
sobre la bondad del parlamentarismo;  la termi-
nación del bipartidismo;  la implementación de
un modelo de sociedad basado en el Estado
social de derecho;  la protección al medio
ambiente;  los medios para profundizar la demo-
cracia participativa;  y, a medias, el ordenamien-
to territorial con énfasis en lo municipal y un
incremento en la transferencia de recursos.

•  Las reformas que no se hicieron: la cuestión mili-
tar y el modelo económico.

•  Las reformas que salieron mal: el tema de los
medios de comunicación; los mecanismos de
control como las contralorías territoriales;  y la
administración de la rama judicial.

Navarro concluyó diciendo que todas las refor-
mas que salieron bien fueron pensadas con antici-
pación.
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CCaassoo bboolliivviiaannoo

Pablo Stefanoni empezó realizando una breve
introducción sobre Bolivia.  Se trata de un país de
nueve millones de habitantes, con 62% de pobla-
ción indígena y una sociedad abigarrada o hetero-
génea de gran diversidad en todos los sentidos.

Seguidamente, señaló que el 6 de agosto del
2006, la asamblea constituyente empezó a deliberar
por un año con 255 asambleistas y una gran partici-
pación popular en foros y deliberaciones.

Indicó que esta asamblea, impulsada desde el
gobierno boliviano, tiene pontencialidades y lími-
tes.  Las élites fracasaron históricamente en cons-
truir un Estado nacional.  El Estado fue tomado
como un botín (el estaño y lo militar en el pasado, y
hoy las industrias).  Actualmente prima la obsesión
de refundar el Estado, pero también existe la angus-
tia del fracaso.

Con la asamblea, se abre la posibilidad de hacer
política desde los movimientos sociales, como los
sindicatos de campesinos (cocaleros) y de vecinos.
Pero estos sindicatos a veces se repliegan en sus
intereses gremiales.  Hasta ahora no se construye
una gran institucionalidad y, en cambio, persiste el
caudillismo.

La asamblea constituyente, señalo Stefanini, tiene
luces y sombras.  Se perdieron seis meses discutiendo
el tipo de mayoría que debería adoptar las decisiones.
La izquierda propuso la mitad más uno y la derecha
dos terceras partes (casi un poder de veto).
Finalmente, se arribó a un sistema mixto: ganó la pro-
puesta de una mayoría calificada de dos terceras par-
tes, pero si no hay consenso el tema en disputa va a
referendo para que el pueblo, como árbitro, decida.
Adicionalmente, se perdió tiempo discutiendo si la
asamblea era originaria (omnipotente) o derivada
(limitada).  En este caso también se adoptó una deci-

sión de compromiso: es originaria pero al final el pue-
blo podría revocarla.

Para finalizar, Stefanoni expuso las propuestas
que se han venido discutiendo hasta ahora.  Éstas
son las siguientes: introducir mecanismos de la
democracia participativa pero en el marco de un
presidencialismo;  establecer autonomía territorial,
sobre todo por la diversidad de Santa Cruz;  imple-
mentar una reforma agraria;  desarrollar un plura-
lismo jurídico para permitir una justicia comunita-
ria;  adoptar lo que en Venezuela se llama el poder
social;  y, por último, introducir un capitalismo
andino como modelo económico.

CCaassoo vveenneezzoollaannoo

Evangelina Carrillo afirmó que en Venezuela se
utilizó la ley vigente sobre partidos políticos para
convocar una asamblea constituyente de carácter
corporativista, con representación de distintos esta-
mentos y tres indígenas. 

El presidente Hugo Chávez hizo llamar a su
gobierno la ‘Quinta República’, por haber refunda-
do el país, pero algunos autores no coinciden con
ello.

En esencia, la nueva modelación constitucional
establece un socialismo exportable, no sólo como
sistema de gobierno sino como opción de vida de
las personas.  Carrillo agregó que el capitalismo
conduce a la muerte. 

La nueva constitución consagró los tres poderes
tradicionales (legislativo, ejecutivo y judicial) y dos
poderes nuevos: el poder ciudadano y el poder
moral.

La constitución empezó a aplicarse a partir de
las leyes habilitantes.

El movimiento social ha apoyado el proceso,
creando incluso nuevos partidos políticos, y el pre-
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- El presidencialismo, con matices de caudillismo,
es una constante.  Ante el desgaste de las institu-
ciones y la crisis de los partidos, se recurre a la
persona del gobernante.

- La diversidad de la población y del territorio
plantea el desafío jurídico de hacer una sola
constitución que rija para lo disímil, para el dis-
tinto, para lo diferente.

- Se deben aprovechar a fondo las coyunturas de
los procesos de reforma para hacerlo todo bien,
pues es un momento único y especial.

- El manejo de los tiempos de las asambleas cons-

tituyentes no ha sido el más racional.  Se ha per-
dido mucho tiempo en la discusión de las reglas
de juego y al final se precipitan las decisiones.

- La constitución real, la que se va a aplicar, se
juega en la interpretación del texto aprobado.
Esto subraya la importancia del papel de los tri-
bunales constitucionales.

- Las exigencias y los procesos de reforma consti-
tucional a través de asambleas constituyentes
elegidas por voto popular, son un signo de
modernidad y de cultura política democrática
de los pueblos.
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sidente actual cuenta con la legitimidad que le otor-
ga el apoyo popular.

El modelo venezolano busca la solidaridad
internacional y defiende, entre otros puntos, la pro-
tección del ambiente sano.

CCaassoo eeccuuaattoorriiaannoo

Julio César Trujillo señaló que en Ecuador, por
iniciativa del movimiento indígena y luego a partir
de una consulta popular, en 1998 se instaló una
asamblea constituyente.  Esta convocatoria fue plu-
riétnica, corporativista y no partidista.  En un ini-
cio, se discutió si la asamblea era constitucional o
constituyente y primó esta última propuesta.  

Ya en la asamblea, únicamente los grupos indí-
genas tenían una propuesta completa.  En cambio,
los tres partidos o movimientos participantes no
tenían propuestas definidas.  Sin embargo, al final
lograron adelantar ciertas reformas, sobre todo en
materia de seguridad social.  Un problema impor-
tante que se suscitó fue la definición de la presiden-
cia de la asamblea. 

Al final del proceso, la nueva constitución esta-
bleció una estructura de poder rígida y al mismo
tiempo frágil. 

Hoy se plantean dos temas difíciles.  Primero, el
ordenamiento territorial: existe el dilema entre
autonomía o descentralización.  Y segundo, la orga-
nización del Estado: la interrogante central es cómo
establecer instituciones estables.

CCoommeennttaarriissttaa

Al realizar un comentario sobre las tres presen-
taciones, expuse que un proceso de reforma consti-
tucional a través de una asamblea constituyente se
asemeja a un ‘deporte extremo’, pues se trata de un
proceso tan excitante como peligroso.  Excitante,

porque es el momento en que el actor político,
actuando como constituyente, acciona la máquina
productora del derecho y empieza a delinear dere-
chos e instituciones.  Aquí el hombre se acerca a
Dios, y con el verbo crea el andamiaje de un Estado.
Es como un orgasmo institucional.  Pero el proceso
también es peligroso porque se sabe dónde empie-
za pero no dónde termina. Abrir la ‘caja de
Pandora’, para barajar de nuevo, se presta para las
más estrambóticas propuestas, propias de repúbli-
cas bananeras, que antes que contribuir a la paz de
un país, generan las bases para la inestabilidad y el
caos.  Pero no por peligrosa una asamblea constitu-
yente deja de ser legítima.

Por ello enriquecerse de la experiencia de otros
países, como aquí se busca, resulta un ejercicio
absolutamente indispensable para avanzar en el
proceso democrático que hoy vive el Ecuador.  Los
aciertos y errores de los países hermanos deben ser-
vir de punto de referencia para acertar en esta
andadura.  Desde luego, las constituciones deben
ser como los vestidos encargados a un sastre, o sea
hechas a la medida de un país.  Por tanto, sólo los
ecuatorianos deben remodelar sus instituciones.
No se pueden copiar sin filtros las modas constitu-
cionales extranjeras.  Pero ello no significa que no se
puedan aprehender las lecciones del derecho com-
parado que puedan ser útiles.

Como se aprecia en el siguiente cuadro, los pro-
cesos de reforma constitucional en Colombia,
Bolivia, Venezuela y Ecuador tienen algunos pun-
tos en común y algunas diferencias.

A partir de las cuatro ponencias anteriores, se
puede proponer como conclusión algunos ejes
comunes:
- Existe un incesante deseo (edípico) de ‘refundar’

el país y hacer un ‘nuevo’ Estado, como si a toda
costa se quisiera matar el pasado.

CCuuaaddrroo ccoommppaarraattiivvoo ddee llooss pprroocceessooss ccoonnssttiittuuyyeenntteess
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gir o ser elegidos.  Así nos sumaríamos a las voces
más progresistas que ya se escuchan en los países
de la Unión Europea y que demandan radicar la
ciudadanía en la simple residencia y no en las vie-
jas doctrinas de la nacionalidad (jus sanguinis o jus
solis) y la ciudadanía (nacionalidad).  Con esto, por
añadidura, daríamos a los ecuatorianos en el
extranjero un argumento adicional para reclamar
un derecho similar en sus países de residencia, sin
perder la ciudadanía ecuatoriana.

Por otra parte, parece haber llegado el momento
de sentar la semilla de la ciudadanía andina e inclu-
so latinoamericana.  Para el efecto, se debe recono-
cer el derecho a elegir parlamentarios andinos por
el Ecuador a los ciudadanos de los países miembros
de la Comunidad Andina de Naciones (CAN) resi-
dentes en nuestro territorio.  Habrá que convenir en
una redacción lo suficientemente abstracta y gene-
ral para que, salvado el principio de reciprocidad,
puedan participar en otras materias que sean de
competencia de la CAN.

Otro tema que exige atención es que la plurina-
cionalidad, multietnicidad y pluriculturalidad se
refleje a lo largo de toda la constitución.  Especial-
mente cuando se trata del ordenamiento del territo-
rio y de la organización del poder político o del
Estado.  Así, las naciones indígenas y los pueblos
afroecuatorianos podrán tener presencia en los cen-
tros de decisión y ejecución de las obras y servicios
de su propio desarrollo.  Lo mismo se aplica para
que, en la costa, los montubios y cholos participen de
la creación y beneficios del progreso y bienestar
general.

Es probable que estas cuestiones no sean las que
forman el elenco de las reformas que agitan la
mente y acaso el corazón de muchos de quienes
piden cambios sustanciales.  No obstante, estas
materias afectan a la vida de millones de ecuatoria-
nos que no deben ser desatendidos al ensayar una
reforma de toda la constitución.

DDee llooss ddeerreecchhooss yy ggaarraanntt��aass

Determinadas las personas de cuyo destino pre-
tende ocuparse el Estado, la reforma constitucional
tiene, forzosamente, que abordar la cuestión de los
derechos, garantías y deberes.  Cabe señalar que
nos está vedado involucionar en esta materia.  Por
un lado, el Derecho Internacional de los Derecho
Humanos nos obliga ante la comunidad internacio-
nal, y por otro, al aprobar el estatuto para la convo-
cación a la Asamblea Nacional Constituyente en la
pasada consulta, el pueblo ecuatoriano estableció
una prohibición similar. 

Hay sinnúmero de mejoras y agregados que
pueden  hacerse a la actual constitución tanto en
materia de los derechos de la primera generación,
como en los derechos económicos, sociales y cultu-
rales y, por supuesto, en los derechos colectivos.
Pero no he de ocuparme de este asunto porque,
muy probablemente, no habrá mayor debate entre
los ecuatorianos de toda condición y de toda edad
al respecto.

Más bien, debo llamar la atención sobre la con-
denación del racismo y de los prejuicios raciales
que tanto perjudican a las nacionalidades e indivi-
duos indígenas y a los pueblos y personas afroecua-
torianos.  En favor de estos ciudadanos, se debe
conservar el reconocimiento de los derechos del
Art. 84 de la ley fundamental en vigencia.  En cuan-
to a algunos de estos derechos, deberá revisarse la
redacción para erradicar las interpretaciones y prác-
ticas con los que, de hecho, se los ha desconocido.
Esto ocurre, por ejemplo, con el derecho a la consul-
ta previa, informada y de buena fe, para la explora-
ción y explotación de los recursos naturales o con el
pluralismo jurídico y todas sus consecuencias.

Por ser de carácter más controvertido, el tema de
la ciudadanía diferenciada y el derecho de las
nacionalidades indígenas y de los pueblos afroe-
cuatorianos a estar representados en las institucio-
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La reunión de la Asamblea Nacional Constitu-
yente nos obliga a preparar los asuntos que
deberían ser regulados por la nueva constitu-

ción y que no estén regulados en la actual.  Frente a
los asuntos ya regulados pero que creemos que
deben ser reformados, en algunos casos deberemos
sustituir sus normas por otras mejores, y en otros,
añadir o suprimir algo que las actualice o perfeccio-
ne.  Sin descartar los nuevos asuntos que se pueden
añadir a los ya previstos en la constitución vigente,
es mayor la cantidad de innovaciones que sobre
éstos se pueden y deben introducir para poner la
carta política a tono con las realidades actuales y
con los sueños actuales sobre el futuro mediano e
inmediato.  También parece posible y acaso podría
ser satisfactorio (aún para quienes, de buena fe, exi-
gen cambios profundos de todo el sistema vigente)
reformar la actual sistematización del texto consti-
tucional con el fin de hacer más fácil su lectura para
quienes no son abogados y no están familiarizados
con las técnicas del derecho.

Por cierto, la nueva constitución no podrá dejar
de enunciar los principios y normas generales que
tratan de identificar al Ecuador como plurinacional,
multiétnico y pluricultural.  Asimismo, será necesa-
rio definir la forma de Estado y la forma de gobier-
no y el tipo de democracia en la que debemos vivir.

Estos principios y reglas han de inspirar y reflejarse
en todas las instituciones y normas de la constitu-
ción.

DDee llooss hhaabbiittaanntteess ddeell EEccuuaaddoorr

La constitución debe volver a ocuparse de los
habitantes del Ecuador.  Dejando para las ciencias
sociales el debate acerca de la nación, hay que con-
servar los conceptos de ciudadanía.  Sin embargo,
es necesario debatir acerca de las siguientes cuestio-
nes.

La situación de los ecuatorianos en el extranjero
(migrantes) exige la sustitución de la tradicional
doctrina del jus solis, consagrada en el Ecuador
desde la independencia, por la del jus sanguinis.
Esto debe ser acompañado por la reforma de varios
otros preceptos, además del que consta en el Art. 7
de la actual constitución, para que quede estableci-
do que son ecuatorianos los hijos de los ecuatoria-
nos dondequiera que hayan nacido y cualquiera sea
la causa por la que sus padres se encuentran en el
extranjero.

En relación al mismo tema, conviene considerar
si ya ha llegado la hora de que los derechos políti-
cos sean reconocidos a los extranjeros residentes en
el país.  Ello, por ejemplo, les permitiría participar,
al menos, en los gobiernos locales, ya sea para ele-



los dirigentes populares del campo y la ciudad.  Así
tampoco se cumple con el deseo de los pueblos y de
los dirigentes de los cantones de estar representa-
dos en los órganos del poder central.  ¿Cómo conci-
liar todos estos intereses legítimos?

EEll ssiisstteemmaa ppooll��ttiiccoo

El sistema político es mucho más que la forma
de gobierno.  Aunque, por supuesto, lo comprende
ya que implica la determinación de las instituciones
políticas tradicionales (legislativo, ejecutivo y judi-
cial).  Pero el sistema político abarca, además, al
subsistema de partidos, al subsistema electoral y a
los medios de participación del pueblo en las políti-
cas públicas que deben integrar un conjunto unita-
rio y coherente.

De otra parte, el sistema político tiene que res-
ponder a las funciones que le asignemos al Estado.
Así, por ejemplo, el sistema de los EEUU fue conce-
bido y diseñado, al decir de Pasquino (lúcido
comentarista de los sistemas vigentes), para
implantar “un gobierno que debe hacer poco, inter-
ferir menos, no ocupar espacio en la sociedad”.  Es
decir, un gobierno mínimo con el único objetivo de
“impedir el ejercicio arbitrario del poder”.  Pero no
es sólo este rol del Estado el que se requiere para
impulsar el desarrollo integral del Ecuador.  Este
papel estatal mínimo tampoco es el que demanda
nuestro pueblo que, con razón y por experiencia,
exige que la salud, educación, oportunidades de
trabajo, vivienda, recreación, movilización y trans-
porte (amén de otras condiciones económicas y
sociales) no dependan de las decisiones discrecio-
nales de los gobernantes, en calidad de políticas
públicas (como acontece en el Welfare State), sino
que sean reconocidos como derechos que el Estado
debe garantizar y que los gobernantes están obliga-
dos a cumplir por mandato de la constitución.  Esto,

por lo demás, es propio del Estado social y demo-
crático de derecho.

LLaass ffuunncciioonneess eeccoonn��mmiiccaass ddeell EEssttaaddoo

El Estado social y democrático de derecho no es
una negación de los avances y conquistas del
Estado liberal de derecho (tales como la subordina-
ción del propio Estado y de sus habitantes al dere-
cho, la división de poderes o funciones, el reconoci-
miento de los derechos fundamentales de la perso-
na y sus garantías a cargo de jueces independientes
e imparciales).

El Estado social y democrático de derecho es
todo esto y más.  Incluye la creación de las condicio-
nes sociales, económicas, culturales y políticas para
que la persona humana pueda realizarse libre y ple-
namente.  Esto supone estar libre de necesidades
que, de no ser satisfechas, oprimen y envilecen a las
personas, así como estar protegido contra el abuso
de los poderes fácticos, como el del mercado, el
poder del dinero o la influencia social.  El cumpli-
miento de esta precondiciones impone al Estado, a
su vez, el deber de proveer servicios o bienes apro-
piados o de intervenir en los ámbitos económico,
social y aún cultural.

El Estado social y democrático de derecho es
intervencionista por mandato del derecho, conteni-
do en la Constitución y en las leyes.  Por esto, la
Constitución deberá determinar los fundamentos
de esa intervención y fijar los instrumentos de la
misma.  Por ejemplo, la propiedad social o pública;
la planificación democrática;  la regulación jurídica;
la promoción y fomento;  los servicios públicos;  la
gestión empresarial; las políticas de competencia; la
política financiera y crediticia;  la actividad finan-
ciera del mismo Estado y, por tanto, su régimen tri-
butario y presupuestario.

nes políticas (como el Congreso Nacional y los
organismos del Estado, como el Ministerio de la
Cultura, donde se deciden cuestiones que les con-
ciernen) requieren más estudio y diálogo.  Este
derecho de las nacionalidades y pueblos no ha de
menoscabar el derecho de los indígenas y afroecua-
torianos, en tanto individuos, a participar con el
resto de ecuatorianos en la vida política y en el goce
de los derechos individuales constitucionalmente
reconocidos y garantizados.

Por otro lado, las mujeres demandan, con razón,
que se amplíe el derecho a la igualdad de oportuni-
dades y de trato entre hombres y mujeres en el
ámbito laboral y en otros ámbitos igualmente sensi-
bles.

Merecen la misma atención las garantías o pro-
cesos constitucionales para la protección de los
derechos.  Es necesario mejorar las garantías actual-
mente vigentes.  Por ejemplo, se deben erradicar los
abusos que han desacreditado la acción de amparo.
El habeas data debe incorporar los principios y nor-
mas fundamentales acerca de los bancos de datos
personales (por lo menos, acogiendo las recomen-
daciones presentes en la resolución de las Naciones
Unidas al respecto).  Y el habeas corpus, según algu-
nos, debe pasar a la Función Judicial en términos
más conformes con los tiempos que vivimos y debe
ser enunciado de mejor manera en el Código de
Procedimiento Penal.

A estas preocupaciones se precisa añadir las
relativas a nuevas garantías que son, además, nue-
vas formas de participación democrática.  Este es el
caso, entre otros, de la acción de incostitucionalidad
por omisión; de las acciones populares; del cabildo
ampliado (sobre todo para discutir y aprobar pla-
nes, programas y los presupuestos consiguientes); y
de la rendición de cuentas.

Debe facilitarse el ejercicio de las modalidades

de democracia directa que ya consagra la actual
constitución, ya sea reduciendo las exigencias
actuales o fortaleciendo sus efectos.  Se debe viabi-
lizar la iniciativa popular para presentar proyectos
de ley, para participar y promover consultas popu-
lares (referéndum o plebiscito, nacionales o locales)
o incluso constitucionales, para exigir la revocatoria
del mandato o recall, o para exigir la rendición de
cuentas.

Por último, el asilo no puede dejar de ser revisa-
do.  Ami juicio, es una garantía más de la libertad y
otros derechos de la persona perseguida por la jus-
ticia a causa de delitos políticos y/o comunes pero
conexos con los políticos.  Esta garantía, sobre todo
como asilo territorial, debe favorecer también a
quienquiera que justifique que si regresa a su país o
a aquél del que ha debido huir, su vida, libertad,
integridad personal u otro derecho similar corren
un peligro real.  

OOrrddeennaammiieennttoo tteerrrriittoorriiaall

El ordenamiento territorial es un tema agudo y
de difícil solución.  No sólo por la dificultad de
modificar la división político-administrativa actual
únicamente a través de una reforma constitucional
o por un acto de autoridad, sino también por la
diversidad de propuestas.  

La conformación de regiones, mancomunidades,
departamentos, distritos (o como quiera llamárse-
les) a circunscripciones territoriales más grandes en
territorio y población, es una alternativa que si bien
promueve una mayor distribución territorial del
poder no necesariamente cuenta con el respaldo de
los habitantes de las provincias.  Desde el escritorio
es fácil unirlas en una región.  Pero ello no garanti-
za que las condiciones mínimas para una vida
digna lleguen a todos los rincones del territorio
patrio, como lo reclaman las juntas parroquiales y

100 101

La constituyente y la nueva constituci�n La constituyente y la nueva constituci�n



Con motivo de la consulta popular del pasado
15 de abril, una de las opiniones ciudadanas
que se repetía diariamente en la prensa era

que la Asamblea Nacional Constituyente nos daría
‘mejores leyes’. Este convencimiento espontáneo
expresa uno de los principales problemas jurídicos
que la constituyente deberá asumir.

¿Cuál es la utilidad de una nueva constitución
política si las actuales leyes no se cambian?  ¿De qué
sirven los derechos y garantías constitucionales si
las leyes que regulen su efectivo ejercicio no se dic-
tan?  ¿Cómo va a actualizarse el actual ordenamien-
to jurídico de acuerdo con el nuevo marco constitu-
cional?  ¿Cómo van a regir los principios y garantí-
as ciudadanas y la nueva estructura institucional,
luego de que se apruebe la nueva constitución en
referéndum?  

Los asambleístas que, en 1997-1998, formularon
la constitución política actualmente vigente, tam-
bién debieron enfrentar este tipo de interrogantes.
Fue por ello, precisamente, que la anterior asamblea
estableció, mediante norma constitucional, la
Comisión de Legislación y Codificación del Con-
greso Nacional.  Esta instancia sería la encargada,
no sólo de elaborar proyectos de leyes por delega-

ción del Congreso o por iniciativa propia sino que,
además, se encargaría de preparar proyectos que
codificaran las leyes (Artículos 159 y 160 de la
Constitución Política de la República).  Sin embar-
go, se debe analizar críticamente la función cumpli-
da por esta comisión pues, a partir del año 2003,
antes que preparar proyectos de codificación de las
leyes, lo que hizo fue reinterpretarlas, reformando
por esta vía buena parte de ellas.

En este artículo, justamente, se analizan dos
temas puntuales de la codificación realizada por la
Comisión de Legislación y Codificación que ponen
de manifiesto la arbitrariedad del trabajo realizado
en esta instancia y sus consecuencias negativas en
la integridad del ordenamiento jurídico nacional.
Como marco general para ofrecer este análisis,
antes se revisan algunos de los rasgos jurídicos más
relevantes del actual orden constitucional, desta-
cándose algunas de sus principales limitaciones e
inconsistencias.  Toda esta reflexión nos permite
visualizar algunos de los principales problemas
jurídicos que plantea la formulación de un nuevo
marco constitucional y los mecanismos necesarios
para armonizar, adecuar o reemplazar concreta-
mente el marco normativo e institucional existente.
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¿Qué decir sobre la reforma agraria?  Que no es
sólo la revisión del reparto de la propiedad de la tie-
rra, ni sólo crédito.  La reforma agraria implica, ade-
más, la provisión de semillas, sementales, abonos y
fertilizantes, máquinas y centrales para la repara-
ción de las máquinas, trojes o silos para el almace-
namiento y conservación de las cosechas, moviliza-
ción y transporte, información de lo que conviene
sembrar y de los mercados que se deben aprove-
char, comercialización y exportación.  Asimismo, es
deseable que el agro sea impulsado a través de las
redes de producción y comercio justo, que empie-
zan a crearse exitosamente en el mundo con partici-
pación de los países del Tercer Mundo y los indus-
trializados.

En todos estos campos, cabe o seguir los princi-
pios, instituciones y reglas tradicionales o apartarse
de ellos, innovarlos y crear otros nuevos que nos
permitan redistribuir la riqueza y el ingreso para
construir una sociedad de ciudadanos relativamen-
te iguales en lo económico, social y cultural.
Condición en cuya ausencia la democracia no es
posible.

Para cerrar, cabe promover reformas en otras
cuestiones técnicas como la supremacía de la
Constitución y su control o las reformas e interpre-
tación de las misma Constitución.  No obstante, por
tratarse de ámbitos en los que la lucha por el poder
es menos manifiesta no creo que susciten mayores
debates.  No hacen falta, por tanto, definiciones pre-
vias, que no sean las propias de un espíritu y pen-
samiento democráticos.



ponsables del desarrollo económico social de su res-
pectiva circunscripción, ha quedado reducida al
estatus de un principio declarativo.  En efecto, la
mayoría de los esfuerzos emprendidos por los con-
sejos provinciales, los municipios medianos y las
juntas parroquiales rurales (a través de sus organi-
zaciones de coordinación y asociación) para fortale-
cerse como órganos de gobierno y administración
territorial, han debido enfrentar obstáculos insalva-
bles.  Estas tentativas han chocado, sobre todo, con
la oposición activa a la transferencia de recursos
desde el gobierno central a los gobiernos secciona-
les autónomos.

La coexistencia de una Ley de descentralización
y participación social, dictada en 1997, con los prin-
cipios y mandatos de la Constitución política de
1998, constituye un desfase.  Ello se evidencia en la
inaplicabilidad de los mecanismos legales para pro-
ceder a la descentralización de la administración
pública, y en el carácter inacabado de los procesos
de descentralización (en buena parte existentes úni-
camente en el papel de los convenios suscritos).

En otro ámbito, se debe destacar la incorpora-
ción de los derechos colectivos de pueblos y nacio-
nalidades, de los consumidores, los derechos
ambientales, las garantías al debido proceso y la
seguridad jurídica. Todos estos avances significaron
una modificación sustancial en la definición y ejer-
cicio de las garantías ciudadanas.  

También es necesario subrayar el alcance de los
principios y mandatos constitucionales actuales
relativos al sistema de economía social de mercado.
Éstos señalan objetivos permanentes de la econo-
mía y responsabilidades del Estado en este ámbito.
También mencionan el trato igual a la inversión
nacional y extranjera y la posibilidad de delegar la
provisión de los servicios públicos (aunque la obli-
gación de prestarlos continúe siendo una responsa-
bilidad del Estado).  Estos aspectos, que en su for-

mulación inicial permitían vislumbrar la necesidad
de fortalecer la función reguladora y controladora
de las instituciones del Estado, al momento de su
aplicación, significaron el desmantelamiento de la
estructura de las instituciones del Estado, y la
reducción de los mecanismos de regulación y con-
trol, en muchos aspectos, a meras formalidades sin
propósito.

Este panorama se complementa con la reducción
de la planificación pública del desarrollo económi-
co y social a un mecanismo técnico-administrativo.
La planificación se trocó así en una mera coordina-
ción entre los diferentes niveles de gobierno, con
poca o ninguna capacidad de incidencia en las polí-
ticas sectoriales y nacionales.  El carácter exclusiva-
mente indicativo de la planificación estatal para el
sector privado, redundó en que éste, liberalizado y
desregularizado, se guíe por sus propios intereses y
estrategias.

También cabe señalar que en el marco constitucio-
nal de 1998, el anterior régimen jurídico de los recur-
sos naturales, con algunas modificaciones menores,
se mantuvo intacto.  En el caso de los recursos no
renovables, como el petróleo, se abrieron nuevas
alternativas para la explotación y administración pri-
vada.  En contraste, el esquema jurídico administra-
tivo de los recursos renovales, como el agua, se man-
tuvo igual.  La biodiversidad biológica, en su inte-
gralidad, fue integrada como recurso.  

Por último, la diferenciación entre leyes orgáni-
cas y ordinarias ha tenido gran importancia y signi-
ficación para la estructura del ordenamiento jurídi-
co, su funcionamiento y aplicación.  Esta distinción
ha permitido jerarquizar las normas jurídicas de
acuerdo a su ámbito, estableciendo la prevalencia
de las normas relativas a la organización y estructu-
ra del Estado y a los derechos y garantías ciudada-
nas, respecto de las normas relativas a los recursos
naturales y su racional aprovechamiento.  Este tema

Cabe mencionar que buena parte de las reflexio-
nes presentadas a continuación ya han sido consi-
deradas por la opinión pública y han sido objeto de
análisis por parte de destacados constitucionalistas.
Sin embargo, analizar la labor de reinterpretación
de las leyes realizada por el Congreso Nacional a
través de un mecanismo imperceptible, poco demo-
crático y nada transparente, curiosamente ha mere-
cido poco o ningún interés, no sólo de parte de la
opinión pública, sino también de los legisladores,
de las entidades públicas y de los profesionales
estudiosos del Derecho. 

Con la oportunidad que presenta la próxima
asamblea constituyente, se vuelve necesario evi-
denciar la actuación de la Comisión de Legislación
y Codificación del Congreso Nacional.  Reformar
esta instancia representaría la más clara y convin-
cente muestra de voluntad política por reorientar el
ordenamiento jurídico vigente.  Al tiempo que for-
mule una nueva constitución política, un reto cru-
cial que le espera a la asamblea es el de establecer
las vías para concretar el nuevo ordenamiento jurí-
dico nacional, con leyes acordes a los nuevos funda-
mentos y principios que se definan.

II..

De manera esquemática y
breve, el marco constitucional
actualmente vigente puede
caracterizarse por los rasgos des-
critos a continuación.  Si bien
estos aspectos de la actual consti-
tución en su momento represen-
taron importantes innovaciones,
con el devenir político sus limita-
ciones y carácter meramente
declarativo se han puesto de
manifiesto.

Para empezar, uno de los principios fundamen-
tales del Estado social de derecho ecuatoriano es
que es “participativo y de administración descen-
tralizada”.  Sin embargo, la materialización de polí-
ticas públicas nacionales administradas de manera
descentralizada ha carecido de instrumentos nor-
mativos e institucionales adecuados.  Sin estos
medios no ha sido posible transformar efectiva-
mente la vieja administración pública estructurada
centralizadamente y fraccionada a través de institu-
ciones sectoriales, regionales y autónomas.  Incluso
a pesar de la voluntad política existente en determi-
nados gobiernos, la descentralización del Estado
ecuatoriano no se ha concretado.  La organización
descentralizada ha chocado con los intereses regio-
nales y de grupo, encarnados en instituciones que
concentran el manejo y disposición “autónoma” de
gran parte de los recursos públicos.

Por otra parte, un paso importante para fortale-
cer la administración descentralizada fue el recono-
cimiento constitucional de un sistema de gobierno
estructurado por niveles de administración territo-
rial, nacional, provincial, cantonal y parroquial.  La
actual constitución incluso incorpora las circuns-
cripciones territoriales indígenas como un nivel de
gobierno.  Todo esto implicó tanto la asignación de

responsabilidades, funciones, atribu-
ciones y competencias a los denomi-
nados gobiernos seccionales autóno-
mos, como una modificación sustan-
cial de las funciones del gobierno
central.  No obstante, luego de deci-
didos aunque puntuales esfuerzos,
esta definición que abrió la posibili-
dad de transformar, principalmente,
a los consejos provinciales y munici-
pios en entidades de gobierno y
administración territorial, y en res-
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La organizaci�n descen-
tralizada ha chocado con
los intereses regionales
y de grupo, encarnados
en instituciones que
concentran el manejo y
disposici�n Ôaut�nomaÕ
de gran parte de los
recursos p�blicos.



reformado la norma referida de la Ley de aguas.
¿Qué ha hecho la Comisión de Legislación y
Codificación del Congreso?  ¿Por qué fue cambiada
esta disposición legal?

Los comisionados, o quienes hicieron el trabajo
por ellos, incorporaron al final del inciso primero
del artículo 5 original de la Ley de aguas, el artícu-
lo sustitutivo del artículo 42 de la reformada Ley de
desarrollo agrario.  Éste se refiere al caso de excep-
ción en que es posible transferir el derecho de apro-
vechamiento de aguas, cuando se fracciona y vende
una propiedad agrícola.  Además, se incorporó
como inciso final del mismo artículo 5 de la Ley de
aguas, la disposición del tercer inciso del artículo 40
de la Ley de desarrollo agrario: “se respeta el dere-
cho adquirido de las actuales concesiones”.

Como vemos, dos disposiciones de la Ley de des-
arrollo agrario fueron traspasadas a la Ley de aguas.
Con esto el sentido y alcance de la Ley de desarrollo
agrario fueron ampliados más allá del ámbito de los
derechos de aprovechamiento de aguas para riego o
producción agropecuaria. El término “derechos
adquiridos” que se reproduce en el inciso final del
artículo 5, es un rezago del intento de convertir el
derecho de aprovechamiento de aguas en materia
agrícola, o bien, en un derecho de carácter real sus-
ceptible de apropiación y de carácter patrimonial.
Cuando se reformó la Ley de desarrollo agrario
(agosto de 1994) se suprimió la frase “derecho real”,
pero se mantuvo la expresión “derecho adquirido”
que ahora, con la codificación de la Ley de aguas,
adquiere un carácter general, aplicable a todas la
concesiones de derechos de uso y aprovechamiento
de aguas, independientemente del uso para el que
tal derecho se otorga.

Para que este artificio pase por codificación de
una ley, es necesario forzar el concepto de lo que es
codificar.  Denominar de ese modo a la labor de
reinterpretación de las normas legales esconde la
defensa de un interés que no es el interés general.

Un segundo ejemplo de la dudosa actuación de
la Comisión de Legislación y Codificación es el caso
de la codificación del Código Civil.  El artículo 4
expresamente establece que:

“En el juzgamiento sobre materias arregladas
por leyes orgánicas o especiales, no se aplicarán las
disposiciones de este Código, sino a falta de esas
leyes.”

El texto en cursivas es lo que el codificador ha
añadido, puesto que la disposición original se refe-
ría únicamente a las leyes especiales.

Para comprender el sentido y alcance de esta
modificación de la norma civil, es necesario recor-
dar que la Constitución política vigente estableció
que las leyes podrán ser orgánicas u ordinarias.  Las
leyes orgánicas, por un lado, son las que la norma
constitucional señala de manera general, en rela-
ción con la materia que regulan.  Ésta puede ser: a)
la organización y actividades de la funciones del
Estado, las del régimen seccional autónomo y las de
los organismos del Estado establecidos en la
Constitución;  b) el régimen de partidos, el ejercicio
de los derechos políticos y el sistema electoral;  c)
las garantías de los derechos fundamentales y los
procedimientos para su protección;  y, c) todas
aquellas leyes que la Constitución determine que
deben expedirse con ese carácter.  Todas las demás
leyes, por otro lado, son ordinarias (Art. 142 de la
CPR).  La importancia de esta distinción radica en
que la aprobación, reforma, derogatoria o interpre-
tación de estas leyes, requiere de mayoría absoluta
de los integrantes del Congreso Nacional.  Además,
una ley ordinaria no puede modificar una ley orgá-
nica, ni prevalecer sobre ella, ni siquiera a título de
ley especial (art. 143 de la CPR).

Esta distinción entre leyes orgánicas y ordina-
rias, propia del Derecho Político y Constitucional,
fue trasladada al ámbito del Derecho Civil.  Con
ello se ha distorsionado la diferencia entre leyes

se considera a continuación, al analizar una de las
modificaciones que, vía reinterpretación de las
leyes, introdujo la Comisión de Legislación y
Codificación del Congreso Nacional.

IIII..

Desde principios de 1999 hasta finales del año
2001, la referida comisión codificó 10 leyes y en el
año 2003 codificó 2 leyes más.  Sin embargo, desde
marzo del 2004 a julio del 2005, la comisión codifi-
có 39 leyes, es decir, algo más de 2.4 leyes por mes.
¿Cómo es que los cinco miembros de la Comisión
de Legislación y Codificación del Congreso
Nacional pudieron realizar un trabajo tan volumi-
noso en tan poco tiempo?  La respuesta a esta pre-
gunta no es objeto de estas reflexiones.  Tampoco
nos detendremos a explicar por qué se codificaron
unas leyes y no otras como, por ejemplo, la Ley de
Hidrocarburos o la Ley de Minería, que requieren
ser codificadas para ordenar las confusiones y
ambigüedades que presentan en su aplicación.  Lo
que interesa aquí es poner de manifiesto la mala
calidad del trabajo que se realizó: ningún diputado
estuvo en condiciones, ni de tiempo ni de prepara-
ción técnico-jurídica, para revisar en detalle cada
una de las leyes codificadas.  Todas estas leyes fue-
ron remitidas directamente por la comisión al
Registro Oficial para su publicación, sin que se haya
presentado observación alguna por parte de algún
miembro del Congreso Nacional.  Las observacio-
nes sólo fueron generadas por las instituciones
públicas y sectores privados afectados por las
modificaciones incorporadas a través de estas codi-
ficaciones, y fueron atendidas mediante enmiendas
(‘Fe de erratas’) emitidas por la comisión y publica-
das en el Registro Oficial.1

La revisión exhaustiva del conjunto del trabajo
realizado por la Comisión de Legislación y
Codificación es una tarea que le compete a un equi-
po de especialistas en diferentes ramas del Derecho.
Sin embargo, para formarnos una idea sobre las
reformas legales que se introdujeron a nombre de
codificación, a continuación realizaremos un ‘mues-
treo’: se analizarán dos de las normas codificadas.
La primera es el artículo 5 de la Codificación de la
Ley de aguas relativo a la definición del derecho de
aprovechamiento de aguas (R.O. 339 de 20 de mayo
de 2004).  Y la segunda, es el artículo 4 del Código
Civil, referido a las leyes orgánicas y especiales
(R.O.S. 46 de 24 de junio de 2005).

El Art. 5 de la codificación de la Ley de aguas
dice textualmente: 

“Por derecho de aprovechamiento se entenderá
la autorización administrativa, intransferible, para
el uso de las aguas con los requisitos prescritos en
esta Ley; salvo el caso de transferencia de dominio, con
la sola presentación del título de propiedad del predio
por parte de su adquirente, el CNRH traspasará auto-
máticamente la concesión del derecho de uso del agua en
forma total o proporcional a la superficie vendida al
nuevo titular.

Las aguas destinadas a un inmueble o industria,
podrán ser usadas por el mero tenedor de éstas, en
las mismas condiciones y con las limitaciones que
tuvo el titular del derecho de aprovechamiento.

Se respeta el derecho adquirido de las actuales conce-
siones legalmente otorgadas, las mismas que estarán
sujetas a los derechos y condiciones establecidos en la
presente Ley y sus Reglamentos, para su aprovecha-
miento.”

El texto en cursivas no se encuentra en ninguna
norma legal que de manera expresa o tácita haya
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1 Un listado de todas las leyes codificadas entre 1999 y 2005 se encuentra publicado en la Revista Judicial No. 7545 del periódico La Hora
del día lunes 26 de septiembre de 2005.
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La Carta Magna de 1998, reconocida como el
marco jurídico que codificó muchas de las
demandas de las mujeres organizadas, cons-

tituye un hito histórico.  Aquella constitución ha
dado pie al proceso de institucionalización de polí-
ticas públicas orientadas a promover la igualdad de
oportunidades entre mujeres y hombres en todo el
territorio nacional.  Sin duda, los derechos consa-
grados en la constitución vigente representan un
avance para la superación del tutelaje masculino y
para la construcción de la autonomía de las mujeres
en las diferentes esferas de su vida.1

Sin embargo, a pesar de este reconocimiento, es
evidente la dislocación existente entre la parte dog-
mática y la parte orgánica de la actual constitución.
Aunque se han producido varios análisis al respecto,
no se ha destacado suficientemente la peculiar
realidad política del momento en que se elaboró el
texto constitucional.  El pacto entre el Partido Social
Cristiano y la Democracia Popular, que Oswaldo
Hurtado2 viabilizó ágilmente, aprobó en los prime-
ros noventa días de la constituyente los llamados
‘temas de la gobernabilidad’ (marzo de 1998).  Como
efecto de esta priorización, se dejó para después el
debate y aprobación de los textos constitucionales
referidos a la parte dogmática, donde constan todos

los avances en derechos humanos (abril de 1998).  
A partir de la experiencia vivida, las mujeres

organizadas del país estamos convencidas de que el
nuevo texto constitucional deberá garantizar que la
parte dogmática sea la rectora de la arquitectura
institucional.  Sólo así se podrá viabilizar que el
Estado garantice efectivamente los derechos huma-
nos de todas las personas sin ningún tipo de discri-
minación.  En la consulta popular del 15 de abril de
2007, el 82% de la población ecuatoriana se pronun-
ció a favor de la realización de cambios fundamen-
tales en los principios e instituciones del Estado.
Esta aspiración deberá plasmarse en el nuevo texto
constitucional que resulte de la asamblea constitu-
yente.  Con la finalidad de aportar en el momento
histórico que vivimos, las mujeres ecuatorianas
organizadas en todo el país, con el apoyo del
CONAMU, hemos iniciado desde febrero del 2007
un proceso participativo de discusión, análisis y
formulación de propuestas para la Asamblea
Nacional Constituyente.  El propósito central de
este proceso de participación es salvaguardar el
reconocimiento a las diversidades, la integralidad
de los derechos humanos y su interdependencia e
indivisibilidad, tal y como han sido consagrados en
la constitución de 1998.

Las mujeres ecuatorianas, 
la constituyente y la constitución

Rocío Rosero Garcés*

* Directora ejecutiva del Consejo Nacional de las Mujeres (CONAMU).
1 Rocío Rosero Garcés, Crisis y derechos humanos (Quito: PNUD, 2000).
2 Dirigente máximo de la Democracia Cristiana durante más de dos décadas y presidente de la Asamblea Constituyente de 1997-1998.

generales y especiales que caracteriza a esta rama
del Derecho.  De esta manera, se ha introducido una
confusión en la estructura jerárquica del ordena-
miento jurídico a cuya estructuración y definición
habían contribuido (en vano) las nuevas normas
constitucionales.  

Cabe preguntarse, entonces, cuál fue el razona-
miento del codificador a la hora de introducir el tér-
mino de leyes orgánicas en el ámbito del derecho
civil.  ¿Sería acaso la evidencia de que el juzgamien-
to al que se refiere la norma, sólo puede darse sobre
la base de las normas de procedimiento, que son
leyes orgánicas?  No es posible saberlo...

IIIIII..

Para concluir, se puede anotar que, actualmente,
buena parte del ordenamiento jurídico nacional ha
sido objeto de una reinterpretación al amparo de
una facultad atribuida a una de las Comisiones del
Congreso Nacional.  Tal reinterpretación es el resul-
tado de un proceso legitimado por la Comisión de
Legislación y Codificación y por el Congreso
Nacional.  Pero, a juzgar por la calidad del trabajo
realizado, esta reinterpretación fue realizada por

autores anónimos que no tienen responsabilidad
alguna.  El criterio jurídico aplicado para esta codi-
ficación sui generis de leyes, se ha impuesto por
ministerio del mandato constitucional, mas no por
la decisión expresa de los legisladores en conoci-
miento del texto de las codificaciones realizadas.

En consecuencia, tanto formular una nueva
constitución política como ponerla en vigencia,
requiere de un mecanismo democrático, transparen-
te y participativo, a través del cual se dicten las leyes
correspondientes o se reformen las actuales.  Sólo así
se podrá dar forma y vigencia al nuevo ordenamien-
to jurídico implicado en el nuevo orden constitucio-
nal.  Además, es necesario adoptar las medidas nece-
sarias para que el proceso de revisión del actual
ordenamiento jurídico, no diluya o erosione las nor-
mas legales y la organización institucional, hasta
tanto se defina el nuevo ordenamiento.

El mayor reto ciudadano en el proceso que se
viene es, sin duda, mantener la vigencia de la jurici-
dad y establecer las vías para transitar sin tropiezos
hacia la vigencia de un nuevo ordenamiento jurídi-
co-político.



44.. DDee llaa iinnssttiittuucciioonnaalliiddaadd ddee gg��nneerroo

• El CONAMU es elevado a rango ministerial
como organismo especializado en la incorpora-
ción del enfoque de género en las políticas, pla-
nes y programas.

• Todas las instituciones del sector público del
Estado central y local tienen la obligación y res-
ponsabilidad de formular políticas de igualdad
de oportunidades entre mujeres y hombres con
asignación de recursos suficientes y oportunos.

• Fortalecimiento del rol del CONAMU en el con-
trol de toda forma de discriminación de género y
en la garantía de igualdad de oportunidades
para mujeres y hombres, en todos los niveles del
gobierno, en todas las funciones del Estado y
organismos de control. 

55.. DDeerreecchhoo aa llaa ssaalluudd

• Incluir el acceso a medicamentos, control de cali-
dad y laboratorios gratuitos.

• Incluir la conformación de veedurías ciudada-
nas y la institucionalización de la rendición de
cuentas.

• Garantizar la gratuidad en el acceso a progra-
mas, acciones y métodos seguros y de calidad de
planificación familiar y anticoncepción, acorde a
los avances de la ciencia y la tecnología para
todas las personas sin discriminación.  Asegurar
el abastecimiento permanente de materiales y
medicamentos, insumos y la información nece-
saria para que las personas tomen decisiones
libres y responsables sobre su vida sexual.

66..  DDeerreecchhooss ddee llooss ggrruuppooss vvuullnneerraabblleess

• Atención prioritaria para los y las menores de
seis años: garantizar su integridad física, sicoló-
gica y sexual, su nutrición, salud, educación y
cuidado diario, para su sano crecimiento y
desarrollo.

• Desarrollar y ejecutar políticas y programas de
protección especial para las niñas, niños y ado-
lescentes con capacidades diferentes.

• Protección contra el tráfico de menores, porno-
grafía, prostitución, explotación sexual, delitos
sexuales, uso de estupefacientes, sustancias psi-
cotrópicas y consumo de bebidas alcohólicas.

77.. DDeerreecchhoo aa llaa eedduuccaaccii��nn

• Garantizar una educación integral, no discrimi-
natoria, no sexista, de calidad, que promueva los
derechos humanos y la erradicación de la violen-
cia sexual en el ámbito educativo.

• Garantizar la educación sexual integral, libre de
prejuicios, obligatoria en todos los niveles y esta-
blecimientos educativos.

• Garantizar el derecho a la formación técnica de
adolescentes y jóvenes y al uso de las nuevas tec-
nologías de información y comunicación.

• Explicitar el derecho de todas las personas al
acceso, permanencia y titulación en la educación
superior. 

88.. LLooss ddeerreecchhooss ccoolleeccttiivvooss ddee llooss ppuueebbllooss   
iinndd��ggeennaass yy aaffrrooeeccuuaattoorriiaannooss

• Incluir el reconocimiento y garantía de los dere-
chos de los pueblos desde el concepto de pluri-
nacionalidad.

• Garantizar la protección y tutela de los derechos
de las mujeres de diferentes nacionalidades y
pueblos, abordando la doble discriminación en
los diferentes ámbitos de la vida económica,
laboral, social, cultural y política.

• Inhibir la invocación de la cultura y/o las tradi-
ciones ancestrales para perpetuar situaciones de
discriminación y violencia de género. 

• Incorporar el enfoque de etnia e interculturali-
dad en la estructura del Estado, en sus políticas

En este sentido, compartimos la necesidad de
impulsar un acuerdo político que posibilite una
constituyente paritaria en su composición, que
garantice la consolidación de un Estado laico y  la
definición de un verdadero Estado social de dere-
cho.

Desde nuestra mirada, es necesario destacar la
importancia que tienen los derechos específicos de
las mujeres en la construcción de la democracia y,
por tanto, enfatizamos que éstos se expliciten en la
constitución.  Por ello, insistimos en que la reforma
del Estado deberá basarse, no sólo en la independen-
cia de sus diferentes funciones, sino en la construc-
ción de mecanismos democráticos que rompan el sis-
tema de privilegios, de cooptación y corporativiza-
ción de las instituciones por parte de los partidos de
estructura caduca, vertical, jerárquica y patriarcal. 

LLaass pprrooppuueessttaass ddee llaass mmuujjeerreess

Los elementos de propuesta para la nueva cons-
titución presentados inmediatamente, son el resul-
tado de una reflexión colectiva realizada por el
Equipo Técnico del CONAMU.  Las mujeres ecua-
torianas organizadas hemos acordado no ceder nin-
guno de los derechos conquistados y consagrados
en la constitución de 1998.  Desde esta perspectiva,
hemos definido algunos elementos de fortaleci-
miento y ampliación para la garantía y protección
de dichos derechos.

11.. PPrriinncciippiiooss

• Estado laico, como una expresión del reconoci-
miento de las libertades fundamentales consa-
gradas particularmente en la realización de dos
derechos: la educación y la salud.

• Estado plurinacional, como parte del reconoci-
miento de la diversidad étnico cultural de los
pueblos, nacionalidades y territorios del
Ecuador.

• Organización territorial ya sea de regímenes
autonómicos de provincias o asociaciones de
provincias o regiones, salvaguardando los prin-
cipios de solidaridad y equidad en la redistribu-
ción de los recursos.

22.. DDee llooss ddeerreecchhooss,, ggaarraanntt��aass yy ddeebbeerreess

• Para la garantía y protección de derechos sin dis-
criminación, el Estado adoptará medidas de
acción positiva a favor de personas o grupos que
son discriminados, marginados o excluidos.

33.. AAmmpplliiaaccii��nn ddee llooss ddeerreecchhooss ffuunnddaammeennttaalleess

• Inclusión de la tutela del derecho a la igualdad
y la no discriminación, para superar la cultura
androcéntrica y erradicar la discrecionalidad
sobre los derechos de las mujeres.

• Ampliación del derecho a la integridad: explicitar
la prevención, eliminación y sanción de cualquier
tipo de discriminación, estigma o violencia contra
las mujeres a lo largo de todo el ciclo de vida.

• Inclusión de los delitos sexuales, trata de perso-
nas, explotación sexual,  pornografía y todas las
formas de violencia de género, como imprescrip-
tibles.

• Garantía de la elección libre, voluntaria, sin coer-
ción, violencia y discriminación en todos los
ámbitos relacionados con la sexualidad, incluido
el placer, la opción sexual y la reproducción.

• Reconocimiento de la unión estable y monogá-
mica de dos personas que formen un hogar de
hecho, independientemente de su sexo.

• Fomento de la co-responsabilidad de hombres y
de mujeres en todos los aspectos relacionados
con la sexualidad y la reproducción, incluyendo
las tareas del cuidado, el acceso y uso de méto-
dos de anticoncepción.  

• Inclusión de la visión de desarrollo centrado en
el bienestar de las personas, en igualdad de
oportunidades y de condiciones.
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horarios de trabajo, salario y remuneraciones,
formas de contratación, condiciones de salud,
higiene y ambiente.

• Incorporar al sistema de seguridad social a per-
sonas que carecen de medios económicos, parti-
cularmente a quienes realizan trabajo doméstico
no remunerado, informal, agrícola, artesanal y
de servicios.

• Incorporar el enfoque de género en el rol de las
inspectorías de trabajo, en los sistemas de regis-
tro e información del Ministerio de Trabajo y
Empleo, en el Consejo Nacional de Trabajo, en
el Consejo Nacional de Remuneraciones y en la
Secretaría de Remuneraciones del Estado como
organismos responsables de diseñar, dar segui-
miento y evaluar políticas para erradicar la dis-
criminación en el empleo y el trabajo. 

1166.. AAcccceessoo aa rreeccuurrssooss ffiinnaanncciieerrooss yy
nnoo ffiinnaanncciieerrooss

• Apoyar a las personas autoempleadas o desem-
pleadas para su incorporación  en la cadena pro-
ductiva, asegurando la vigencia y ejercicio de
sus derechos.

• Promocionar y desarrollar iniciativas económi-
cas alternativas, mediante el acceso a recursos
financieros, capacitación, asistencia técnica y
soporte organizacional en igualdad de oportu-
nidades, contribuyendo efectivamente en el cre-
cimiento económico de la población autoemple-
ada o desempleada.

1177.. DDeell mmeeddiioo aammbbiieennttee

• Nacionalizar los recursos naturales de la biodi-
versidad y de los ecosistemas para revertir los
beneficios en las poblaciones más vulnerables,
garantizando la equidad de género y etnia.

• Respetar los territorios de las poblaciones ances-
trales en ellos asentadas.

• Fomentar la elaboración de planes de manejo
sustentable de los recursos naturales y de los
ecosistemas que aseguren la soberanía alimenta-
ria, salvaguarden los conocimientos ancestrales
de las mujeres en relación a la biodiversidad y
garanticen la equidad de género y etnia.

• Garantizar acciones progresivas para aportar en
la contención del cambio climático: erradicar
contaminantes orgánicos persistentes (COP),
erradicar progresiva y rápidamente la emisión
de gases contaminantes, y garantizar la idonei-
dad en los procesos de desechos industriales y
domésticos.

1188.. DDeerreecchhooss ppooll��ttiiccooss

• Garantizar el derecho a la participación política
equitativa y paritaria, por vía electoral y de
designación, y sancionar la violación de este
derecho.

• Reformar el sistema político electoral desde la
estructura y funcionamiento de los partidos
políticos, garantizando la tranversalización de
género y las medidas de acción positiva.

• Establecer como requisitos para la elegibilidad
de los candidatos y candidatas, no tener denun-
cias de violencia de género ni deudas por ali-
mentos.

• Garantizar la rendición de cuentas públicas,
transparentes y periódicas sobre la gestión de
funcionarias y funcionarios por designación y
por elección popular. 

• Garantizar la promoción de candidatas y candi-
datos en igualdad de condiciones. 

e institucionalidad, garantizando la vigencia
plena de los derechos de las mujeres.

99..  PPrriinncciippiiooss ggeenneerraalleess ddeell ssiisstteemmaa eeccoonn��mmiiccoo

• Reformar todo el capítulo del Sistema Econó-
mico: cambiar el enfoque, poniendo como prin-
cipios el desarrollo de las personas, garantizan-
do la igualdad de oportunidades entre las dife-
rencias y diversidades, e incluyendo la eco-
nomía como un instrumento para el desarrollo
humano.

• Reconocer el trabajo no remunerado de las muje-
res, como una esfera de la economía y valoración
de este tipo de trabajo en las cuentas nacionales.

• Prohibir e impedir la creación de monopolios
concentradores de riqueza, para asegurar una
justa y equitativa distribución de la misma.

• Estimular todas las expresiones de la economía
social, particularmente las cooperativas, las cajas
de ahorro, las mutuales, las empresas comunales
de servicio y otras formas asociativas. 

1100.. SSiisstteemmaa NNaacciioonnaall ddee PPllaanniiffiiccaaccii��nn

• Los objetivos y metas nacionales para el desarro-
llo y la orientación de la inversión pública se
basarán en la equidad de género y etnia en todo
el ciclo de vida y la conservación y protección de
la biodiversidad.

• La planificación nacional será inclusiva y partici-
pativa, garantizando las diversidades y funciona-
rá de acuerdo a las políticas, planes y agendas de
desarrollo definidos soberanamente por el país. 

1111.. DDeell pprreessuuppuueessttoo

• Construir presupuestos participativos abiertos,
que garanticen la equidad, afianzando las acciones
positivas para cerrar las brechas de desigualdad.

1122.. DDee llaa iinnvveerrssii��nn

• Establecer medidas de acción positiva que orien-
ten los recursos al cumplimiento de políticas y
programas para la reducción de brechas de
género y etnia.

1133.. DDeerreecchhooss eeccoonn��mmiiccooss

• Garantizar la distribución justa y solidaria de los
recursos y la riqueza nacional, asegurando que
sus beneficios impacten de manera equitativa a
mujeres y hombres para el igual disfrute de todos
los derechos económicos, sociales y culturales.

• Garantizar el derecho fundamental a no padecer
hambre y tomar las medidas apropiadas y sufi-
cientes para alcanzar la seguridad y soberanía
alimentaria de la población.

1144.. DDeerreecchhoo aa llaa pprrooppiieeddaadd

• Añadir un párrafo sobre el deber del Estado de
garantizar a las poblaciones rurales la propiedad
de la tierra y del agua, y el acceso, uso y usufructo
de los recursos naturales de manera sustentable. 

• Garantizar el derecho de las mujeres rurales a la
titulación de la tierra.

1155.. DDeerreecchhoo aall ttrraabbaajjoo 

• Incorporar la eliminación de la desocupación y
el subempleo con medidas de estabilidad en el
trabajo garantizando, además, los derechos labo-
rales de las personas dedicadas a la economía
informal y por cuenta propia. 

• Reconocer el trabajo doméstico no remunerado
como labor productiva y valorar el trabajo pro-
ductivo y reproductivo no remunerado como
actividades económicas generadoras de valor
agregado, riqueza y bienestar social, que deman-
dan costos de tiempo y energía humana. 

• Prohibir toda forma de precarización de las rela-
ciones laborales que impliquen perjuicio a los
derechos laborales de las personas en relación a:
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ciudades del país. Por último, se deben debatir
visiones y mecanismos que impulsen formas de
descentralización y autonomías que vinculen a
regiones específicas del país en un circuito que for-
talezca el mercado interno  y promueva procesos de
globalización del mercado (zonas francas, enclaves,
o ‘tecnopolos’).

IIII.. CCoonnfflliiccttooss rreeggiioonnaalleess:: ddeesscceennttrraalliizzaaccii��nn,,
��ttiiccaa ppooll��ttiiccaa yy ppaarrttiicciippaaccii��nn cciiuuddaaddaannaa

La exclusión de las localidades de las decisiones
clave que afectan sus vidas y el desconocimiento de
la especificidad de sus demandas por parte del
Estado central ha desencadenado varios conflictos
regionales.  Tales conflictos han sido el motor de la
movilización de las ciudadanías regionales para
presionar por proyectos particulares frente al
Estado y la sociedad nacional.

En este contexto, desde una opción ética y polí-
tica, las mujeres que han asumido cargos de poder
a nivel local proponen incluir de forma efectiva a
todos los sectores fortaleciendo los procesos de des-
centralización, la transferencia de competencias y
recursos, y creando mecanismos que aseguren la
vigencia de los derechos humanos. Entre éstos, la
garantía de los derechos económicos, sociales y cul-
turales de las mujeres constituye una prioridad.

Desde esta opción ético-política, será factible
que los procesos participativos (como el estableci-
miento colectivo de los presupuestos locales) ten-
gan resultados profundos en la construcción de ciu-
dadanías activas y la superación del divorcio entre
la sociedad civil y el sistema político. 

IIIIII.. MMuujjeerreess ppooll��ttiiccaass,, ddeerreecchhooss hhuummaannooss
yy ddeemmooccrraacciiaa

Para la AMUME es fundamental dar libre cauce
a las demandas, hasta ahora represadas, de demo-
cratización de la sociedad ecuatoriana.  Una clara
expresión política de esas demandas es la pérdida

de confianza en los actores políticos y en su capaci-
dad de representar los intereses diversos y legíti-
mos de la ciudadanía.

La necesidad de ampliar el poder de decisión de
la ciudadanía se sustenta en una ética de la inclu-
sión y la identificación, y apunta a erradicar todas
las formas de discriminación.  Las mujeres aprendi-
mos, en la práctica, que aquello de la ‘universali-
dad, indivisibilidad e interdependencia de los dere-
chos’, todavía debe ser construido y exigido en
nuestras sociedades.  No creemos en este sistema
que se atribuye la función de jerarquizar nuestras
demandas y necesidades para luego diseccionarlas
y meterlas en compartimentos estancos del sistema
político y jurídico.  Las mujeres, desde una gestión
municipal ética y responsable que se afirma en la
participación ciudadana, defendemos una perspec-
tiva integral para la comprensión, tratamiento y
atención de nuestras demandas. 

Es fundamental que las mujeres autoridades del
gobierno central y gobiernos locales hagamos
esfuerzos concertados orientados a asegurar que los
cambios y/o reformas constitucionales tengan via-
bilidad.  Específicamente, necesitamos crear meca-
nismos legales que aseguren el desarrollo y adelan-
to de las mujeres de todas las edades, a través del
ejercicio pleno de sus derechos políticos y económi-
cos, sociales y culturales.

Por estas razones, las mujeres no permitiremos
retroceder en los derechos alcanzados en la
Constitución de 1998 en materia de equidad de
género.  Estaremos vigilantes…

IIVV.. EEssttaaddooss llooccaalleess ddee ddeerreecchhoo:: iinnvveerrssii��nn
ssoocciiaall ccoonn eeqquuiiddaadd     

Nuestra perspectiva de constituir estados locales
de derecho apunta a fomentar la inversión social
con equidad, o bien, a asegurar la entrega suficien-
te y oportuna de recursos para la ejecución de polí-
ticas sociales.  Esta inversión debería destinarse,
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Uno de los objetivos prioritarios de la
Asociación de Mujeres Municipalistas del
Ecuador (AMUME) es lograr que las muje-

res autoridades locales consoliden y utilicen su
poder para transformar positivamente la vida de
los ciudadanos y ciudadanas de este país, aportan-
do en la implementación de políticas públicas que
permitan construir una sociedad igualitaria, en
pleno ejercicio y goce de derechos.  

Es imperioso gestar procesos que permitan
construir y ejecutar políticas y estrategias bajo una
mirada de corresponsabilidad y correspondencia
entre el gobierno nacional y los gobiernos locales,
que promuevan una sociedad con equidad y justi-
cia social a partir de la concertación, coordinación
y amplia participación ciudadana.  Bajo la orienta-
ción de estos principios, durante el Encuentro
Nacional de Mujeres Autoridades Locales
“Tejiendo alianzas para el cambio” (en el que se
realizaron talleres con más de doscientas mujeres
alcaldesas, vicealcaldesas y concejalas de todas las
tendencias políticas del país), se acordaron distin-
tos puntos en torno a la Asamblea Nacional
Constituyente.  A continuación se ofrece una des-
cripción de cada uno de estos puntos.  

MMOODDEELLOO DDEE EESSTTAADDOO   
II.. TTeerrrriittoorriiaalliizzaaccii��nn yy ddiissttrriibbuuccii��nn eeqquuiittaattiivvaa
ddee rreeccuurrssooss

Es urgente definir una nueva territorialización
que garantice la distribución equitativa de los
recursos del Estado.  En este esfuerzo, más allá de
los aspectos geográficos, el territorio debe ser defi-
nido en razón de las diversidades étnicas, genera-
cionales, sectoriales y de género.  Con respeto a este
último punto, la inversión social con perspectiva de
género debe ser una prioridad.  

Adecuar la capacidad y los recursos materiales
que tiene el Estado con las necesidades de las socie-
dades locales requiere de algunas acciones.
Primero, se requiere una nueva territorialización
constituida por ciudades-región, o regiones hori-
zontales que permitan un desarrollo más equitativo
de las ciudades pequeñas.  Segundo, se necesita
efectivizar una nueva distribución de los recursos
fiscales de acuerdo a los siguientes parámetros:  a)
las rentas que produce realmente cada región y ciu-
dad; b)  las necesidades insatisfechas;  c)  las inequi-
dades de género, generacionales, étnicas y sociales;
y, c)  las distintas capacidades de gestión y autoges-
tión participativa y transparente de las regiones y

Una propuesta a la asamblea 
desde las mujeres 
autoridades locales 
Margarita Carranco*

* Concejala y vicealcaldesa del Distrito Metropolitano de Quito.  Presidenta de la Asociación de Mujeres Municipalistas del Ecuador
(AMUME). 



principalmente, al sistema de protección a niños,
niñas y adolescentes y al sistema de atención y pre-
vención de violencia intrafamiliar y de género, y
también a la aplicación de las leyes de maternidad
gratuita y del anciano.  Con ello se conseguiría
garantizar el ejercicio de los derechos de las perso-
nas que viven bajo condiciones de vulnerabilidad.  

En esta línea, se requiere institucionalizar políti-
cas públicas nacionales con enfoque de derechos a
fin de erradicar prácticas asistencialistas y clientela-
res.  Esto supone tanto la construcción de una legis-
lación social clara y una estructura estatal descen-
tralizada integral, como la planificación estratégica
de un presupuesto que permita la disminución de
todas las brechas sociales (de género, generaciona-
les y étnicas).  La planificación estratégica es clave:
el Estado tiene la obligación de diseñar un plan
decenal o bicenal que rebase los gobiernos de turno
y permita la institucionalización de políticas. 

Finalmente, la manera de garantizar que esta
inversión social sea equitativa es descentralizando
las políticas y los recursos hacia los gobiernos loca-
les.  Desde hace muchos años, en este nivel estatal
las mujeres hemos sido administradoras de la
pobreza y hemos gestionado políticas sociales
desde la marginalidad.  Esto nos dota de una expe-
riencia acumulada.  Las ciudades para nosotras son
la casa grande en la que los hombres, desde su lado
femenino y humano, tienen que asumir su corres-
ponsabilidad.  Los gobiernos locales son espacios
reales de cambio.  Es allí donde se registran con
mayor claridad las inequidades y desde donde
cumpliremos el rol de garantes de los derechos
humanos.

VV.. VViioolleenncciiaass ddee gg��nneerroo,, ddeerreecchhooss sseexxuuaalleess
yy ddeerreecchhooss rreepprroodduuccttiivvooss

Las  mujeres políticas mantenemos con firmeza
nuestras acciones para lograr la erradicación de

todas las formas de violencia contra las mujeres.  De
allí que enfaticemos la necesidad de concertar con
el gobierno central y los poderes locales la plena
vigencia y ejecución de los programas, planes y sis-
temas que para el efecto han sido o están siendo
diseñados. 

Adicionalmente, partiendo de la defensa irres-
tricta del derecho a la vida y a la autonomía de
nuestros cuerpos, la AMUME defiende el derecho
al uso responsable de la píldora anti-conceptiva de
emergencia (PAE) y destaca su función de dismi-
nuir las causas de muerte materna prevenible.  La
nueva constitución debe profundizar el reconoci-
miento de los derechos sexuales y los derechos
reproductivos, y concretar marcos legales y meca-
nismos para asegurar que se garantice el pleno ejer-
cicio de estos derechos desde los gobiernos locales. 

VVII..  PPaarriiddaadd ppooll��ttiiccaa yy ccaammbbiioo ddeell ssiisstteemmaa
ppooll��ttiiccoo     

Las mujeres autoridades locales defendemos
una práctica social que incluya a mujeres y hombres
por igual, tanto en la vida privada o personal como
en la vida pública o política.  Consecuentemente,
buscamos superar los obstáculos que los pactos
políticos patriarcales han erigido para excluir a las
mujeres de la vida política. 

La plena ciudadanía de las mujeres tiene como
condición la igualdad efectiva en la participación
electoral.  Por ello, se han emprendido varias accio-
nes para denunciar el incumplimiento de la ley de
cuotas y los criterios de proporcionalidad, alternan-
cia y secuencia reconocidos por ley.  La paridad
política es la garantía de la gobernabilidad demo-
crática y es el reconocimiento de las mujeres (50%
de la población del país) como sujetos de derechos.

Es fundamental emprender cambios en el siste-
ma político.  Particularmente, se necesita reestruc-
turar las instancias de participación política hasta

ahora centralizadas en los partidos políticos. Es
muy importante propiciar la democratización inter-
na de los partidos y mejorar sus mecanismos de
representación, garantizando la participación activa
de las mujeres y eliminando todas las formas de
discriminación (de género, étnica, generacional, por
opción sexual, de procedencia u origen).

Por otra parte, exigimos una reforma del sistema
político que permita una articulación de corrientes
ideológicas que garantice una mejor representación
y coherencia con la realidad nacional, regional y
local.  También demandamos la absoluta indepen-
dencia de los organismos electorales y de control
con respecto a los intereses partidistas.  Por último,
destacamos la necesidad de reestructurar las tres
funciones del Estado para garantizar una total inde-
pendencia entre ellas. Para hacer esto posible, se
deben fortalecer los mecanismos de rendición de
cuentas y de control social que hagan prevalecer el
interés local y nacional por sobre los intereses parti-
culares de las cúpulas partidistas y/o económicas.

MMOODDEELLOO EECCOONNîîMMIICCOO

VVIIII..  FFeemmiinniizzaaccii��nn ddee llaa ppoobbrreezzaa

La globalización ha incrementado la exclusión a
niveles inmanejables, subordinando y coartando la
acción política y el ejercicio de derechos de quienes
viven en la pobreza.  En este contexto, la exclusión
de la mayoría de mujeres en el mundo se ha agudi-
zado.  La globalización no distribuye de forma
equitativa sus costos y beneficios.  Esto ha agrava-
do la feminización de la pobreza dentro y fuera de
las fronteras nacionales.

Promulgar el retiro del Estado de los ámbitos de
intervención que permiten decidir sobre las condi-
ciones suficientes (subjetivas y objetivas) para el
bienestar de las poblaciones de nuestros países, sig-

nifica anular su rol y responsabilidad en tanto garan-
te del ejercicio pleno de los derechos humanos.           

El derecho al libre tránsito de las personas no se
ha globalizado.  Pese al esfuerzo realizado por las
familias emigrantes para alcanzar aquello que las
políticas de ajuste estructural, apertura comercial y
servicio a la deuda externa nunca alcanzaron, los
gobiernos nacionales han sido incapaces de dar una
respuesta equitativa y respetuosa de sus derechos
humanos.

En este contexto, se deben implementar estrate-
gias que garanticen la igualdad de condiciones en el
acceso a recursos financieros y no financieros para
las mujeres ecuatorianas que viven en el país o en el
extranjero.  Junto a ello, se deben impulsar nuevos
mecanismos de eliminación de la pobreza, priori-
zando los programas y planes de aquellos poderes
locales ubicados en regiones afectadas por flujos de
refugiadas, fenómenos naturales, o situaciones de
extrema pobreza vinculadas a la explotación de
recursos naturales.

VVIIIIII..  CCaammbbiioo ddeell mmooddeelloo eeccoonn��mmiiccoo
yy ssuuppeerraaccii��nn ddee eexxcclluussiioonneess

El cambio del modelo económico debe  basarse en
la redistribución equitativa de los recursos del
Estado, considerando tanto aspectos territoriales, de
género y generacionales, como las especificidades de
pueblos y nacionalidades.  Es urgente redefinir el
modelo de desarrollo del país desde una perspectiva
humana y de respeto a la naturaleza.

Los planes nacionales que involucren estrategias
para desarrollar la capacidad productiva y comercial
a nivel local, regional o nacional, deberán incluir
perspectivas de equidad e igualdad, y sólo se deberí-
an implementar tras una consulta a las poblaciones
potencialmente afectadas y una evaluación perma-
nente de los impactos sociales y ambientales.
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IIXX.. AAuuttoonnoomm��aa eeccoonn��mmiiccaa ddee llaass mmuujjeerreess::
rreeccoonnoocciimmiieennttoo ddeell ttrraabbaajjoo ddoomm��ssttiiccoo yy
pprroodduuccttiivvoo nnoo rreemmuunneerraaddoo

La Asamblea Nacional Constituyente deberá
incorporar disposiciones que aseguren: la imple-
mentación de políticas que promuevan la creación
de empleos; la adopción de medidas afirmativas
que aseguren la igualdad de condiciones en el mer-
cado laboral para hombres y mujeres, que estimu-
len la capacidad emprendedora de las mujeres, y
aseguren el pleno respeto de los derechos laborales
e individuales y el acceso equitativo a los beneficios
de la protección social.

El gobierno central y los gobiernos locales, con-
juntamente, deben promover y fortalecer medidas
de acción afirmativa que favorezcan el acceso a
recursos y el empoderamiento de las habitantes de
las áreas rurales, las indígenas, las afrodescendien-
tes, las jóvenes y las mujeres de la tercera edad. 

Para las mujeres es vital el reconocimiento del
valor económico y la garantía de protección social
del trabajo doméstico y productivo no remunerado.
En esta línea, es fundamental generar políticas de
defensa para las mujeres que trabajan en el sector
informal, en especial para aquellas que suplen al
Estado en el cuidado de la niñez, las personas adul-
tas mayores y las personas discapacitadas.  Estas
políticas también deben  dirigirse a crear mecanis-
mos que permitan acordar los procesos de la vida
familiar y laboral que involucren, por igual, a muje-
res y hombres.

LLaass ddiivveerrssaass ddiimmeennssiioonneess ddee llaa
ddeeffeennssaa ddee llaa vviiddaa 

Es insostenible defender el derecho a la vida y,
simultáneamente, aceptar las presiones externas
que buscan inmiscuirnos en el conflicto interno

colombiano (del que no somos parte y sobre el que
no tenemos responsabilidad).  El Estado debe
garantizar equidad en el tratamiento de las perso-
nas refugiadas en nuestro territorio por efectos del
Plan Colombia, y priorizar el desarrollo de progra-
mas económicos y sociales en aquellos poderes
locales donde se acoge y atiende a esta población.

En otro nivel de la defensa de la vida, se debe
reconocer y potenciar el rol de las mujeres en la
dirección de programas locales.  Ellas tienen un rol
preponderante en los procesos de protección y con-
servación de ecosistemas.  Particularmente en pla-
nes de reforestación, en la defensa de la soberanía
sobre el manejo de saberes y recursos del medio, y
en la defensa de la soberanía alimentaria (o priori-
zación del abastecimiento del mercado interno en
términos de rentabilidad, seguridad y defensa de
los derechos del consumidor).

Por otro lado, es necesario fortalecer desde los
gobiernos locales políticas públicas ambientales y
procesos  de gestión dirigidos a las mujeres que
habitan en localidades con alto riesgo ambiental.
Dentro de este punto, se debe asegurar la provisión
y gestión de las fuentes de agua incluyendo a las
organizaciones locales de mujeres en las decisiones
de manejo, administración, uso y control de las
fuentes y la provisión de agua segura. 

Por último, se deben generar leyes y mecanis-
mos de defensa de los derechos de las mujeres indí-
genas y la soberanía sobre sus territorios diversos
(incluyendo el agua, el suelo, la biodiversidad y el
oxígeno).  A pesar de que ellas son las garantes cul-
turales por excelencia en el mantenimiento de la bio-
diversidad, son directamente perjudicadas por el
injusto reparto de la renta petrolera.  Por ello, es vital
que, desde los gobiernos locales, se vigile la obser-
vancia  de los derechos de las mujeres indígenas.       
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AAnntteecceeddeenntteess  

Ecuador ha atravesado por una crisis política
que ya lleva cerca de 30 años.  Durante esta crisis
hemos sido maniatados por una clase política que,
orientada por una vieja concepción del poder, nos
ha impedido avanzar en la construcción de un país
soberano y justo.  Hemos atestiguado el fracaso y el
carácter excluyente de nuestra democracia: es difícil
ocultar la traición de todos los gobiernos que,
amparados en instancias estatales como el
Congreso Nacional, el Tribunal Supremo Electoral,
el Tribunal Constitucional  y las Cortes de Justicia,
han legitimado los intereses y cálculos preestableci-
dos de grupos económicos y políticos hoy clara-
mente identificados por el pueblo ecuatoriano. 

Para esta vieja ‘partidocracia’,  las reformas polí-
ticas que requiere el país sólo deberían ser realiza-
das por el Congreso Nacional.  Pero, como todos
sabemos, lejos de recoger las verdaderas aspiracio-
nes nacionales, el Congreso ha avalado el desangre
del país, esto es, ha dado paso a la pérdida de sobe-
ranía y al deterioro de la economía.  No es casual
que se haya intentado desechar la propuesta de una
nueva Asamblea Nacional Constituyente: con el
pacto entre el PRIAN, el PSC, el PSP y la UDC, fácil-
mente se habría podido reformar la Constitución a
conveniencia de estos partidos, remendando la
Constitución aprobada en Sangolquí en 1998. 

El pueblo ecuatoriano se ha pronunciado cons-
tantemente a favor de estructurar un nuevo mode-

lo político, visualizando la necesidad de una rege-
neración en el ámbito social y de alcanzar una
forma asociativa abierta a los sectores populares.
Sin embargo, estas aspiraciones han sido constante-
mente frustradas. La estructura del Estado, contro-
lada por los grupos de poder mencionados, prepa-
ró las condiciones para la entrega de la propiedad
de los ecuatorianos a empresas privadas nacionales
o transnacionales. Todo en nombre de ‘insertar al
país en la globalización’ (piénsese en las leyes Trole,
promulgadas por el gobierno de Gustavo Noboa).
El resultado ha sido el incremento de la corrupción
y el saqueo al patrimonio nacional, sobre todo en el
área petrolera, y por supuesto, el empobrecimiento
de los ecuatorianos.

Hoy la situación es distinta.  Con una escasa
mayoría, el Tribunal Supremo Electoral convocó a
consulta popular para instalar una Asamblea
Nacional Constituyente.  El triunfo del ‘sí’ en este
referéndum fue arrollador.  Cabe destacar que la
movilización ciudadana jugó un importante papel
en viabilizar este proceso.

Por su clara tendencia de izquierda, la candida-
tura del actual presidente, Rafael Correa,  fue apo-
yada por partidos, movimientos y organizaciones
sociales. El Partido Comunista, la Central de
Trabajadores del Ecuador (CTE) y la Federación
Ecuatoriana de Indígenas (FEI) se integraron al
movimiento Alianza País, mediante la firma de un
acuerdo político y  programático.  En la perspectiva
del socialismo del siglo XXI, este acuerdo apunta a
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iniciar un proceso de gestación de una nueva socie-
dad, con base científica, humanista y de raíces
nacionales y latinoamericanas.

Los grandes derrotados en las últimas elecciones
fueron los partidos tradicionales de corte neoliberal
que habían venido manipulando las estructuras de
poder para su propio beneficio.  Tal es el caso del
PSC y la ID.  Otros partidos, como el MPD y
Pachakutik, por sus concepciones ambiguas y
excluyentes, corrieron la misma suerte.  Por ejem-
plo, Pachakutik perdió su referente electoral en
Cotopaxi, Bolívar, Chimborazo y Tungurahua fren-
te a las habilidades clientelares del PSP y los herma-
nos Gutiérrez.

El rumbo que ha tomado el gobierno del presi-
dente Correa en el momento actual es muy intere-
sante.  Con la convergencia entre fuerzas sociales
progresistas y de izquierda, anticipamos que ha naci-
do una alternativa transformadora que permitirá la
construcción de un nuevo modelo de desarrollo y
que será capaz de dar respuestas inmediatas al
momento crítico que se vive en el país.  Esta posibili-
dad es la que fundamentó nuestro apoyo al actual
gobierno antes de que llegue al poder, desde la pri-
mera vuelta electoral.  La historia del Ecuador nos
presenta a los sectores de izquierda la necesidad de
impulsar la profunda reforma que hoy se gesta y de
reconocer en el presidente Rafael Correa al dirigente
de la misma.  Hasta el momento, el mandatario ha
asumido su papel histórico de manera consecuente. 

AAssaammbblleeaa NNaacciioonnaall CCoonnssttiittuuyyeennttee ddee pplleennooss
ppooddeerreess 

El impulso a la reforma política a través de la
Asamblea Nacional Constituyente, es el punto deci-
sivo para desterrar el neoliberalismo, para efectivi-
zar el proyecto de integración latinoamericana,
recuperar la soberanía nacional y para priorizar la
inversión social.

En estos momentos, la patria requiere del con-
curso de todo el pueblo ecuatoriano para hacer rea-
lidad este añorado cambio que hemos venido cons-
truyendo por décadas.  El movimiento sindical
debe entonces activar la lucha y constituirse en la
fuerza viva y conductora de los trabajadores y del
pueblo. Necesitamos de la Asamblea Nacional
Constituyente, originaria y de plenos poderes, para
instaurar y estructurar un Estado plurinacional,
soberano y democrático, de derecho y justicia, que
desarrolle una economía productiva socialmente
concebida.  

Algunos puntos clave ha ser incluidos en la dis-
cusión en torno a la constituyente son los siguien-
tes:   
• Construir una ley orgánica del Código del

Trabajo que fortalezca los derechos laborales de
los trabajadores del sector público y privado, y
elimine la flexibilización laboral y la terceriza-
ción.  

• Elevar la seguridad social al nivel de una políti-
ca de Estado.  Con ello se garantizaría eficiencia
y solidaridad en los servicios, y el fortalecimien-
to del Seguro Social Campesino.  

• Elaborar una nueva ley agraria que permita
materializar una nueva y efectiva política agra-
ria que contemple capacitación, asistencia técni-
ca y créditos a bajo interés.  

• Proteger los recursos naturales y manejar sus-
tentablemente la biodiversidad, defendiendo y
fortaleciendo las áreas protegidas.  

• Profesionalizar, tecnificar y garantizar la forma-
ción calificada de la mano de obra.  Ello permiti-
rá mejorar la calidad de los servicios en la indus-
tria, el comercio, el sector artesanal y los demás
sectores.  

120 121

Propuesta de la Confederaci�n de Trabjadores del Ecuador Propuesta de la Confederaci�n de Trabjadores del Ecuador

• Incentivar la producción nacional y la genera-
ción de fuentes de trabajo.  Entre otros efectos,
esto detendría la emigración, haría posible incor-
porar a los emigrantes a la producción y genera-
ría alternativas no tradicionales de producción. 

• Fortalecer las relaciones internacionales con
todos los países, priorizando los procesos inte-
gracionistas promovidos por la Comunidad
Andina de Naciones (CAN), el Mercado Común
del Sur (MERCOSUR) y la Alternativa
Bolivariana de las Américas (ALBA).

En definitiva, la asamblea debe ser la expresión
de toda la ciudadanía y convertirse en un poder ori-
ginario con capacidad de emitir una nueva
Constitución y erradicar el actual sistema de privi-
legios reemplazándolo por un sistema de derechos
y deberes que permita construir un verdadero
Estado social de derecho.  La reforma debe ser inte-
gral.  Es decir, los cambios deben darse en lo políti-
co, en las relaciones económicas y sociales, sin olvi-
dar los aspectos culturales en un país tan diverso


